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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así  como solicitud de impulso procesal
(Docs. 06 y 07 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  JUAN
CARLOS CAMARGO BASTIDAS, en  contra  del  auto  calendado  el  1  de
febrero  de  2023,  mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES  Y  CESANTÍAS  PORVENIR  contra  IMRC  INGENIERIA  SAS
(Doc. 05 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en  el  presente  asunto  se  pretenden  pagos  de  los  aportes  pensionales
adeudados por parte del empleador de la referencia a favor del fondo de
pensiones, por lo que, el Legislador establece que el documento base de la
ejecución es la liquidación elaborada por la administradora de pensiones,
sin establecer unas características especiales o algún tipo de información
adicional a los necesarios para un título que preste merito ejecutivo.

Relató que el Despacho negó el mandamiento ejecutivo teniendo en cuenta
la Resolución 2082 de 2016, no obstante, esta norma fue subrogada por la
Resolución 1702 de 2021.

Ahora, con el fin de garantizar el derecho del demandado a conocer de la
obligación, remitió al deudor a la dirección de correo electrónico aportada
para  notificaciones  judiciales  imringenieria@outlook.com sendas
comunicaciones.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar mandamiento el mismo en favor
de su representada (Doc. 06 EE).

mailto:imringenieria@outlook.com
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CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (05-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE 2017, SALA DE

CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 2 de noviembre
de  2022  (Doc.  01  Fl  10),  el  fondo  accionante  tenía  hasta  el  17  de
noviembre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor
y hasta el 16 de diciembre siguiente (30 días calendario)  para hacer el
segundo requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se
efectúa al deudor, es el 21 de noviembre de 2022, excediendo los 15 días
que  como  límite  establece  la  Resolución  aplicable  e  incluso  luego  de
presentada la demanda.

Finalmente, y en cuanto a la aplicación de la Resolución 1702 de 2021
que indica que las acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no
son  actuaciones  que  complementen  el  título,  lo  cierto  es  que,  de
conformidad a lo expuesto en el auto censurado, esta no resulta aplicable
por lo menos frente a los aportes pensionales en mora que datan de agosto
de 2021 a junio de 2022 (01- fls. 10 y 11 pdf), que deben seguir el trámite
regular previsto en la Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que, la
entrada en vigencia del acto administrativo que pretende el recurrente se
tenga en cuenta, de conformidad con su art. 22, fue a partir del 28 de
junio de 2022, esto es con posterioridad a la fecha de los aportes en mora
que pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.
Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada 1 de febrero  de 2023,  pues no existe  duda,  que la
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entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  1º  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra  IMRC INGENIERIA SAS por  las  razones
expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 1
de febrero de 2023 (Doc. 05 E.E.).

El  EXPEDIENTE  DIGITALIZADO,  podrá  solicitarse  al  abonado  telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO  NO.    026  
HOY   28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así  como solicitud de impulso procesal
(Docs. 06 y 07 EE). Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  MICHAEL
DUQUE CARMONA en contra del auto calendado el 1 de febrero de 2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  contra  MONTAJES  Y  MANTENIMIENTOS
INDUSTRIALES G Y M SAS (Doc. 06 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en lo que se refiere a las acciones de cobro, si realizó dichas gestiones,
mismas que envió al correo de la deudora el 21 de noviembre y el 14 de
diciembre de 2022; adujo además que efectuó diferentes requerimientos a
través de la aplicación liti suite.

Refirió entonces que, la sociedad demandada tiene pleno conocimiento de
la deuda en curso, por lo que con las documentales aportadas debe darse
aplicación al principio constitucional de la buena fe.

Añadió  que,  con  las  acciones  persuasivas  se  busca  que  una  vez  se
constituya  el  título  ejecutivo,  se  adelanten  unas  acciones  tendientes  a
procurar  el  pago  voluntario  antes  de  iniciar  las  acciones  jurídicas  de
cobro,  pero  en  ningún  caso  estas  actuaciones  complementan  o
constituyen una unidad jurídica con la liquidación antes emitida.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

De esta manera concluyó que, la Administradora de Fondos de Pensiones,
llevó  a  cabo  una  gestión  idónea  y  oportuna  de  cobro  de  aportes
pensionales obligatorios no cotizados por la parte demandada y constituyó
en  mora  en  debida  forma  a  MONTAJES  Y  MANTENIMIENTOS
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INDUSTRIALES G Y M SAS, conforme a los parámetros establecidos en el
artículo 5 del Decreto 2633 de 1994 y en el artículo 24 de la Ley 100 de
1993. 

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar orden de apremio en favor de
su representada (Doc. 06 EE).

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (05-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 1 de noviembre
de  2022  (Doc.  01  Fl  10),  el  fondo  accionante  tenía  hasta  el  16  de
noviembre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor
y hasta el 15 de diciembre siguiente (30 días calendario)  para hacer el
segundo requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se
efectúa al deudor es el 21 de noviembre de 2022, excediendo el término
que establece  la  Resolución aplicable  e  incluso  luego de presentada la
demanda.

Finalmente, y en cuanto a la Resolución 1702 de 2021 que indica que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en
el auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se
trata de aportes pensionales en mora que datan de febrero a junio de 2022
(01-  fl.  10  pdf),  que  deben  seguir  el  trámite  regular  previsto  en  la
Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que, la entrada en vigencia del
acto  administrativo  que pretende  el  recurrente  se  tenga en  cuenta,  de
conformidad con su art. 22, fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es
con  posterioridad  a  la  fecha  de  los  aportes  en  mora  que  pretende
recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
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señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada 1 de febrero  de 2023,  pues no existe  duda,  que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  1º  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  contra  MONTAJES  Y  MANTENIMIENTOS
INDUSTRIALES G Y M SAS por las razones expuestas en la parte motiva de
esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 1
de febrero de 2023 (Doc. 05 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,
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EJECUTIVO N° 2022 00887 00

INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así  como solicitud de impulso procesal
(Docs. 05 y 06 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver el recurso de reposición interpuesto por el abogado JONATHAN
FERNANDO CAÑAS ZAPATA en contra del auto calendado el 1 de febrero
de 2023, mediante el cual se negó el mandamiento de pago solicitado por
la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra JOHNNATHAN CORTES GORDILLO (Doc. 05
E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
tanto la liquidación como el estado de cuenta adjuntos con el escrito de la
demanda, constituyen la unidad jurídica que desarrollan el título ejecutivo
complejo base de la acción ejecutiva por cuanto, si bien, al momento que
se presentaron moras en el  pago de  aportes pensionales  por  parte  del
demandado, se encontraba en vigencia la Resolución 2082 de 2016,  la
misma perdió vigencia el día 29 de junio de 2022 con la entrada en vigor
de la nueva normativa contenida en la Resolución 1702 de 2021 y la cual
en virtud del principio de ultractividad de la ley se podría aplicar para el
caso que hoy nos ocupa.

Sostuvo que como consecuencia de las acciones de contacto y depuración
adelantadas al demandado, se identificó un riesgo real de no pago que
determinan estar ante una cartera de difícil recuperación de manera que,
ante  el  riesgo  de  incobrabilidad  se  omitieron  las  acciones  persuasivas
contempladas en la Resolución 1702 de 2021, decisión fundamentada en
lo establecido en la misma Resolución 1702 de 2021.

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar orden de apremio en favor de
su representada.

CONSIDERACIONES
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Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (05-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Finalmente, y en cuanto a la aplicación de la Resolución 1702 de 2021
que indica que las acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no
son  actuaciones  que  complementen  el  título,  lo  cierto  es  que,  de
conformidad a lo expuesto en el auto censurado, esta no resulta aplicable
al presente caso dado que se trata de aportes pensionales en mora que
datan de enero a septiembre de 2020 (01- fl. 10-11 pdf), que deben seguir
el trámite regular previsto en la Resolución 2082 de 2016, habida cuenta
que,  la  entrada  en  vigencia  del  acto  administrativo  que  pretende  el
recurrente se tenga en cuenta, de conformidad con su art. 22, fue a partir
del 28 de junio de 2022, esto es con posterioridad a la fecha de los aportes
en mora que pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada 1 de febrero  de 2023,  pues no existe  duda,  que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  1º  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra  JOHNNATHAN CORTES GORDILLO por las
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 1
de febrero de 2023 (Doc. 04 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:



Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así  como solicitud de impulso procesal
(Docs. 06 y 07 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  JOHN
STEVENS  CAMARGO  CAMARGO  en  contra  del  auto  calendado  1  de
febrero  de  2023,  mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR contra  CONSTRUIMOS  LAPM  SAS
(Doc. 06 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en lo que se refiere a las acciones de cobro, si realizó dichas gestiones, por
lo que con las documentales aportadas debe darse aplicación al principio
constitucional de la buena fe.

Añadió que, para poder garantizar las obligaciones pendientes por parte
del  demandado el  fondo de  pensiones  ha desarrollado  los  mecanismos
correspondientes y otorgados por la normatividad legal y vigente, para la
recuperación  de  la  citada  cartera  en  la  cual  en  su  proceder  no  ha
generado contravención de lo preceptuado en la Resolución 1702 de 2021.

Manifestó que ha adelantado diferentes acciones de contacto para que el
ejecutado sea conocedor de su obligación, aportando un pantallazo de las
gestiones señaladas. 

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar orden de apremio en favor de
su representada (Doc. 06 EE).

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
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relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (05-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 4 de noviembre
de 2022 (Doc. 1 Fl 10), el fondo accionante tenía hasta el 19 de noviembre
1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor y hasta el
18  de  diciembre  siguiente  (30  días  calendario)  para  hacer  el  segundo
requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se efectúa
al  deudor  es  el  21  de  noviembre  de  2022,  excediendo  el  término  que
establece  la  Resolución  aplicable  e  incluso  luego  de  presentada  la
demanda.

Finalmente, y en cuanto a la Resolución 1702 de 2021 que indica que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en
el auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se
trata de aportes pensionales en mora que datan de enero a junio de 2022
(01-  fl.  10  pdf),  que  deben  seguir  el  trámite  regular  previsto  en  la
Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que, la entrada en vigencia del
acto  administrativo  que pretende  el  recurrente  se  tenga en  cuenta,  de
conformidad con su art. 22, fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es
con  posterioridad  a  la  fecha  de  los  aportes  en  mora  que  pretende
recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada 1 de febrero  de 2023,  pues no existe  duda,  que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:
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PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  1º  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra  CONSTRUIMOS LAPM SAS por las razones
expuestas en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 1
de febrero de 2023 (Doc. 05 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así  como solicitud de impulso procesal
(Docs. 06 y 07 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  JUAN
CARLOS CAMARGO BASTIDAS, en  contra  del  auto  calendado  el  1  de
febrero  de  2023,  mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES  Y  CESANTÍAS  PORVENIR  contra  GYC  SOLUCIONES  SAS
(Doc. 05 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en  el  presente  asunto  se  pretenden  pagos  de  los  aportes  pensionales
adeudados por parte del empleador de la referencia a favor del fondo de
pensiones, por lo que, el Legislador establece que el documento base de la
ejecución es la liquidación elaborada por la administradora de pensiones,
sin establecer unas características especiales o algún tipo de información
adicional a los necesarios para un título que preste merito ejecutivo.

Relató que el Despacho negó el mandamiento ejecutivo teniendo en cuenta
la Resolución 2082 de 2016, no obstante, esta norma fue subrogada por la
Resolución 1702 de 2021.

Ahora, con el fin de garantizar el derecho del demandado a conocer de la
obligación, remitió al deudor a la dirección de correo electrónico aportada
para  notificaciones  judiciales  gycsoluciones@gmail.com sendas
comunicaciones.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar mandamiento el mismo en favor
de su representada (Doc. 06 EE).

mailto:gycsoluciones@gmail.com
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CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (05-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE 2017, SALA DE

CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 1 de noviembre
de  2022  (Doc.  01  Fl  10),  el  fondo  accionante  tenía  hasta  el  16  de
noviembre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor
y hasta el 15 de diciembre siguiente (30 días calendario)  para hacer el
segundo requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se
efectúa al deudor, es el 21 de noviembre de 2022, excediendo los 15 días
que  como  límite  establece  la  Resolución  aplicable  e  incluso  luego  de
presentada la demanda.

Finalmente, y en cuanto a la aplicación de la Resolución 1702 de 2021
que indica que las acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no
son  actuaciones  que  complementen  el  título,  lo  cierto  es  que,  de
conformidad a lo expuesto en el auto censurado, esta no resulta aplicable
por  lo  menos  frente  a  los  aportes  pensionales  en  mora  que  datan  de
febrero de 2022 a junio de 2022 (01- fls. 10 y 11 pdf), que deben seguir el
trámite regular previsto en la Resolución 2082 de 2016, habida cuenta
que,  la  entrada  en  vigencia  del  acto  administrativo  que  pretende  el
recurrente se tenga en cuenta, de conformidad con su art. 22, fue a partir
del 28 de junio de 2022, esto es con posterioridad a la fecha de los aportes
en mora que pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.
Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada 1 de febrero  de 2023,  pues no existe  duda,  que la
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entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  1º  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra GYC SOLUCIONES SAS por  las razones
expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 1
de febrero de 2023 (Doc. 05 E.E.).

El  EXPEDIENTE  DIGITALIZADO,  podrá  solicitarse  al  abonado  telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO  NO.    026  
HOY   28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así  como solicitud de impulso procesal
(Docs. 06 y 07 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  MICHAEL
DUQUE CARMONA en contra del auto calendado el 1 de febrero de 2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra  EDINSON JAVIER PRIETO ROA  (Doc. 06
E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en lo que se refiere a las acciones de cobro, si realizó dichas gestiones,
mismas que envió  al  correo del  deudor  el  21 de noviembre y el  13 de
diciembre de 2022; adujo además que efectuó diferentes requerimientos a
través de la aplicación liti suite. 

Refirió entonces que, el demandado tiene pleno conocimiento de la deuda
en  curso,  por  lo  que  con  las  documentales  aportadas  debe  darse
aplicación al principio constitucional de la buena fe.

Añadió  que,  con  las  acciones  persuasivas  se  busca  que  una  vez  se
constituya  el  título  ejecutivo,  se  adelanten  unas  acciones  tendientes  a
procurar  el  pago  voluntario  antes  de  iniciar  las  acciones  jurídicas  de
cobro,  pero  en  ningún  caso  estas  actuaciones  complementan  o
constituyen una unidad jurídica con la liquidación antes emitida.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

De esta manera concluyó que, la Administradora de Fondos de Pensiones,
llevó  a  cabo  una  gestión  idónea  y  oportuna  de  cobro  de  aportes
pensionales obligatorios no cotizados por la parte demandada y constituyó
en  mora  en  debida  forma  a  MONTAJES  Y  MANTENIMIENTOS
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INDUSTRIALES G Y M SAS, conforme a los parámetros establecidos en el
artículo 5 del Decreto 2633 de 1994 y en el artículo 24 de la Ley 100 de
1993. 

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar orden de apremio en favor de
su representada (Doc. 06 EE).

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (05-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 1 de noviembre
de  2022  (Doc.  01  Fl  10),  el  fondo  accionante  tenía  hasta  el  16  de
noviembre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor
y hasta el 15 de diciembre siguiente (30 días calendario)  para hacer el
segundo requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se
efectúa al deudor el 21 de noviembre de 2022, excediendo el término que
establece  la  Resolución  aplicable  e  incluso  luego  de  presentada  la
demanda.

Finalmente, y en cuanto a la Resolución 1702 de 2021 que indica que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en
el auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se
trata de aportes pensionales que deben seguir el trámite regular previsto
en la Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que, la entrada en vigencia
del acto administrativo que pretende el recurrente se tenga en cuenta, de
conformidad con su art. 22, fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es
con posterioridad a la  fecha de las cotizaciones en mora que pretende
recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
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consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.
Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada 1 de febrero  de 2023,  pues no existe  duda,  que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  1º  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra  EDINSON JAVIER PRIETO ROA  por  las
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 1
de febrero de 2023 (Doc. 05 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior (Doc. 06 EE). Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  MIGUEL
STYVEN  RODRIGUEZ  BUSTOS  en  contra  del  auto  calendado  el  1  de
febrero  de  2023,  mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR contra  JULIE ANDREA SERRATO
TAMAYO (Doc. 05 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que
el requerimiento o constitución en mora fue enviado a la deudora morosa
junto con el  estado de  cuenta,  documentos  que contienen información
clara, con su respectivo sello de cotejo continuando con el procedimiento
establecido en la Resolución 2082 de 2016, por lo que le otorgó 15 días
para que se pronunciara, sin embargo, ello no ocurrió, motivo por el cual
emitió la liquidación determinando el valor de la deuda, cumpliendo así la
carga de enviar el requerimiento previo al deudor moroso.

Por otra parte, señaló que, el empleador recibió y tuvo acceso al contenido
del requerimiento con el cual se constituyó en mora, por lo que el fondo
cumplió con la carga impuesta, pues se le dio la oportunidad a la empresa
aportante  para  que  pagara  lo  adeudado  por  concepto  de  aportes
pensionales de sus afiliados y/o presentara documentos que permitieran
depurar la deuda y así evitar el inicio del proceso ejecutivo, sin embargo,
esto no ocurrió,  por  lo  que el  Fondo al  ver  que la  demandada guardó
silencio, transcurrido el tiempo previsto en el Artículo 5 del Decreto 2633
de 1994, procedió a elaborar la liquidación de la deuda, la cual presta
mérito ejecutivo, pues incorpora una obligación clara, expresa y exigible,
de conformidad con el Artículo 24 de la Ley 100 de 1993 y con el cual se
pretende ejecutar la deuda invocada.

Señaló además que, la resolución 1702 del 2022 en su art. 10 señala que
las  acciones  persuasivas  ya  no  son  un  complemento  integro  en  la
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constitución del título ejecutivo pues solo basta con la liquidación, pues
estas  solo  tienen  como  finalidad  buscar  que  el  pago  sea  voluntario  e
inmediato, lo cual no ocurrió, pese a contactar a la deudora.

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar orden de apremio en favor de
su representada.

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (05-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva pese
que señale ahora que sí adelantó las acciones persuasivas en tanto ello no
se encuentra acreditado con las documentales obrantes en el plenario.

Finalmente, y en cuanto a la aplicación de la Resolución 1702 de 2021
que indica que las acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no
son  actuaciones  que  complementen  el  título,  lo  cierto  es  que,  de
conformidad a lo expuesto en el auto censurado, esta no resulta aplicable
al presente caso dado que se trata de aportes pensionales en mora que
deben seguir el trámite regular previsto en la Resolución 2082 de 2016,

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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habida cuenta que,  la  entrada en vigencia  del  acto  administrativo  que
pretende el recurrente se tenga en cuenta, de conformidad con su art. 22,
fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es con posterioridad a la fecha
de los aportes que pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada 1 de febrero  de 2023,  pues no existe  duda,  que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  1º  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra JULIE ANDREA SERRATO TAMAYO por las
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 1
de febrero de 2023 (Doc. 05 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
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JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así  como solicitud de impulso procesal
(Docs. 06 y 07 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  JOHN
STEVENS  CAMARGO  CAMARGO  en  contra  del  auto  calendado  1  de
febrero  de  2023,  mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR contra GRUPO ZION SAS (Doc. 05
E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en lo que se refiere a las acciones de cobro, si realizó dichas gestiones, por
lo que con las documentales aportadas debe darse aplicación al principio
constitucional de la buena fe.

Añadió que, para poder garantizar las obligaciones pendientes por parte
del  demandado el  fondo de  pensiones  ha desarrollado  los  mecanismos
correspondientes y otorgados por la normatividad legal y vigente, para la
recuperación  de  la  citada  cartera  en  la  cual  en  su  proceder  no  ha
generado contravención de lo preceptuado en la Resolución 1702 de 2021.

Manifestó que ha adelantado diferentes acciones de contacto para que el
ejecutado sea conocedor de su obligación, aportando un pantallazo de las
gestiones que adujo, adelantó. 

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar orden de apremio en favor de
su representada (Doc. 06 EE).

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
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relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (05-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 24 de octubre
de 2022 (Doc. 01 Fls 11 y 12), el fondo accionante tenía hasta el 8 de
1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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noviembre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor
y hasta  el  7  de diciembre  siguiente (30 días  calendario)  para hacer  el
segundo requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se
efectúa al deudor es el 21 de noviembre de 2022, excediendo el término
que establece la Resolución aplicable.

Finalmente, y en cuanto a la Resolución 1702 de 2021 que indica que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en
el auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se
trata de aportes pensionales en mora que datan de noviembre de 2015 a
diciembre de 2017 (01- fl. 11 y 12 pdf), que deben seguir el trámite regular
previsto en la Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que, la entrada en
vigencia del acto administrativo que pretende el recurrente se tenga en
cuenta, de conformidad con su art. 22, fue a partir del 28 de junio de
2022, esto es con posterioridad a la fecha de los aportes que pretende
recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada 1 de febrero  de 2023,  pues no existe  duda,  que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:
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PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  1º  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  contra  GRUPO  ZION  SAS por  las  razones
expuestas en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 1
de febrero de 2023 (Doc. 05 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así  como solicitud de impulso procesal
(Docs. 06 y 07 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  JUAN
CARLOS CAMARGO BASTIDAS, en  contra  del  auto  calendado  el  1  de
febrero  de  2023,  mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR contra MOTUR CARGA S.A.S. (Doc.
05 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en  el  presente  asunto  se  pretenden  pagos  de  los  aportes  pensionales
adeudados por parte del empleador de la referencia a favor del fondo de
pensiones, por lo que, el Legislador establece que el documento base de la
ejecución es la liquidación elaborada por la administradora de pensiones,
sin establecer unas características especiales o algún tipo de información
adicional a los necesarios para un título que preste merito ejecutivo.

Relató que el Despacho negó el mandamiento ejecutivo teniendo en cuenta
la Resolución 2082 de 2016, no obstante, esta norma fue subrogada por la
Resolución 1702 de 2021.

Ahora, con el fin de garantizar el derecho del demandado a conocer de la
obligación, remitió al deudor a la dirección de correo electrónico aportada
para  notificaciones  judiciales  contabilidadmoturcarga@hotmail.com
sendas comunicaciones.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar mandamiento el mismo en favor
de su representada (Doc. 06 EE).

mailto:contabilidadmoturcarga@hotmail.com


EJECUTIVO N° 2022 0904 00

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (05-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 24 de octubre
de 2022 (Doc. 01 Fl 11), el fondo accionante tenía hasta el 8 de noviembre
de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor y hasta el
7  de  diciembre  siguiente  (30  días  calendario)  para  hacer  el  segundo
requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se efectúa
al  deudor  es  el  21  de  noviembre  de  2022,  excediendo  el  término  que
establece la Resolución aplicable.

Finalmente, y en cuanto a la Resolución 1702 de 2021 que indica que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en
el auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se
trata de aportes pensionales en mora que datan de febrero de 2016 a julio
de 2018 (01- fls. 11 a 13 pdf), que deben seguir el trámite regular previsto
en la Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que, la entrada en vigencia
del acto administrativo que pretende el recurrente se tenga en cuenta, de
conformidad con su art. 22, fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es
con  posterioridad  a  la  fecha  de  los  aportes  en  mora  que  pretende
recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada 1 de febrero  de 2023,  pues no existe  duda,  que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
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estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  1º  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  contra  MOTUR  CARGA  S.A.S.  por  las  razones
expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 1
de febrero de 2023 (Doc. 05 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior (Doc. 06 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  MIGUEL
STYVEN  RODRIGUEZ  BUSTOS  en  contra  del  auto  calendado  el  1  de
febrero  de  2023,  mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES  Y  CESANTÍAS  PORVENIR  contra  RICARDO  ALCIDES
CASTILLO CANTOR (Doc. 05 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que
el  requerimiento o constitución en mora fue enviado al deudor  moroso
junto con el  estado de  cuenta,  documentos  que contienen información
clara, con su respectivo sello de cotejo continuando con el procedimiento
establecido en la Resolución 2082 de 2016, por lo que le otorgó 15 días
para que se pronunciara, sin embargo, ello no ocurrió, motivo por el cual
emitió la liquidación determinando el valor de la deuda, cumpliendo así la
carga de enviar el requerimiento previo al deudor moroso.

Por otra parte, señaló que, el empleador recibió y tuvo acceso al contenido
del requerimiento con el cual se constituyó en mora, por lo que el fondo
cumplió  con  la  carga  impuesta,  pues  se  le  dio  la  oportunidad  a  la
aportante  para  que  pagara  lo  adeudado  por  concepto  de  aportes
pensionales de sus afiliados y/o presentara documentos que permitieran
depurar la deuda y así evitar el inicio del proceso ejecutivo, sin embargo,
esto no ocurrió, por lo que el Fondo al ver que el deudor guardó silencio,
transcurrido el tiempo previsto en el Artículo 5 del Decreto 2633 de 1994,
procedió  a  elaborar  la  liquidación  de  la  deuda,  la  cual  presta  mérito
ejecutivo,  pues  incorpora  una  obligación  clara,  expresa  y  exigible,  de
conformidad con el Artículo 24 de la Ley 100 de 1993 y con el cual se
pretende ejecutar la deuda invocada.
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Señaló además que, la resolución 1702 del 2022 en su art. 10 señala que
las  acciones  persuasivas  ya  no  son  un  complemento  integro  en  la
constitución del  título  ejecutivo  pues  solo  basta  con la  liquidación,  en
tanto  que  estas  solo  tienen  como  finalidad  buscar  que  el  pago  sea
voluntario e inmediato, lo cual no ocurrió, pese a contactar al deudor

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar orden de apremio en favor de
su representada.

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (05-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva pese
que señale ahora que sí adelantó las acciones persuasivas en tanto ello no
se encuentra acreditado con las documentales obrantes en el plenario.

Finalmente, y en cuanto a la aplicación de la Resolución 1702 de 2021
que indica que las acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no
son  actuaciones  que  complementen  el  título,  lo  cierto  es  que,  de
conformidad a lo expuesto en el auto censurado, esta no resulta aplicable

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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al presente caso dado que se trata de aportes pensionales en mora que
datan de  agosto  de  2003  a  abril  de  2010  y  por  ende  deben  seguir  el
trámite regular previsto en la Resolución 2082 de 2016, habida cuenta
que,  la  entrada  en  vigencia  del  acto  administrativo  que  pretende  el
recurrente se tenga en cuenta, de conformidad con su art. 22, fue a partir
del 28 de junio de 2022, esto es con posterioridad a la fecha de los aportes
que pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada 1 de febrero  de 2023,  pues no existe  duda,  que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  1º  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR  contra  RICARDO ALCIDES CASTILLO CANTOR
por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 1
de febrero de 2023 (Doc. 05 E.E.).
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El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior (Doc. 05 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  MIGUEL
STYVEN  RODRIGUEZ  BUSTOS  en  contra  del  auto  calendado  el  6  de
febrero  de  2023,  mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago
solicitado por la SOCIEDAD COLFONDOS SA PENSIONES y CESANTIAS,
contra NATIONAL DEALER GROUP LTDA. (Doc. 04 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que
el  requerimiento o constitución en mora fue enviado al deudor  moroso
junto con el  estado de  cuenta,  documentos  que contienen información
clara, con su respectivo sello de cotejo continuando con el procedimiento
establecido en la Resolución 2082 de 2016, por lo que le otorgó 15 días
para que se pronunciara, sin embargo, ello no ocurrió, motivo por el cual
emitió la liquidación determinando el valor de la deuda, cumpliendo así la
carga de enviar el requerimiento previo al deudor moroso.

Por otra parte, señaló que, el empleador recibió y tuvo acceso al contenido
del requerimiento con el cual se constituyó en mora, por lo que el fondo
cumplió  con  la  carga  impuesta,  pues  se  le  dio  la  oportunidad  a  la
aportante  para  que  pagara  lo  adeudado  por  concepto  de  aportes
pensionales de sus afiliados y/o presentara documentos que permitieran
depurar la deuda y así evitar el inicio del proceso ejecutivo, sin embargo,
esto no ocurrió, por lo que el Fondo al ver que el deudor guardó silencio,
transcurrido el tiempo previsto en el Artículo 5 del Decreto 2633 de 1994,
procedió  a  elaborar  la  liquidación  de  la  deuda,  la  cual  presta  mérito
ejecutivo,  pues  incorpora  una  obligación  clara,  expresa  y  exigible,  de
conformidad con el Artículo 24 de la Ley 100 de 1993 y con el cual se
pretende ejecutar la deuda invocada.

Señaló además que, la resolución 1702 del 2022 en su art. 10 señala que
las  acciones  persuasivas  ya  no  son  un  complemento  integro  en  la
constitución del  título  ejecutivo  pues  solo  basta  con la  liquidación,  en
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tanto  que  estas  solo  tienen  como  finalidad  buscar  que  el  pago  sea
voluntario e inmediato, lo cual no ocurrió, pese a contactar al deudor

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar orden de apremio en favor de
su representada.

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Descendiendo  sobre  los  argumentos  del  recurrente,  importante  resulta
señalar que, se limita a señalar que procedió a enviar el requerimiento al
deudor, constituyéndolo en mora; sin embargo, tal y como se expuso en el
auto  de  censura,  si  bien  existe  una  comunicación  dirigida  al  deudor
denominada “aviso de incumplimiento” de fecha 6 de abril de 2022 (01-
Fol. 21), lo cierto es que en la guía de envío expedida por la empresa de
correo “cadena courrier” (01-fol. 27 pdf), se impuso una firma que, a juicio
del Despacho, no resulta suficiente para establecer que quien recibió la
comunicación tenga relación alguna con la sociedad deudora, pues en el
evento de aceptarse tal circunstancia, se podrían desconocer los derechos
de defensa y contradicción que le asisten a  NATIONAL DEALER GROUP
LTDA.

Ha de precisarse que, no es caprichoso exigir a la entidad ejecutante la
acreditación de la recepción efectiva por parte del deudor,  del aviso de
incumplimiento y del estado de cuenta, pues conforme al art. 24 de la Ley
100 de 1993, el ejecutado cuenta con el término de 15 días siguientes a la
remisión del requerimiento, para pronunciarse frente a la obligación que
se  le  imputa,  y  si  no  se  tiene  certeza  de  que  está  enterado  de  dicho
documento, no puede este Despacho considerar que el titulo ejecutivo, se
encuentra debidamente conformado.

Ahora frente a la omisión de las acciones persuasivas que señaló realizó,
es  menester  resaltar  que  el  auto  objeto  de  recurso  no  analizó  el
adelantamiento  de  las  acciones  persuasivas  en  razón  a  que  no  se
demostró  la  efectiva  notificación  del  aviso  de  incumplimiento  a  quien

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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afirma  es  deudor  moroso,  por  lo  que  el  Despacho  no  se  pronunciará
respecto a estos argumentos.

De  manera  que,  al  no  encontrarse  debidamente  conformado  el  título
ejecutivo  en  este  asunto,  ante  la  ausencia  de  medio  probatorio  que
permita  establecer  de  manera  fidedigna,  que  el  deudor  tiene  pleno
conocimiento del  aviso de incumplimiento y del  estado de cuenta,  este
Despacho dispone no reponer el auto recurrido, mediante cual se negó el
mandamiento de pago.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  1º  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por
SOCIEDAD  COLFONDOS  SA  PENSIONES  y  CESANTIAS, contra
NATIONAL DEALER GROUP LTDA por las razones expuestas en la parte
motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 1
de febrero de 2023 (Doc. 05 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así  como solicitud de impulso procesal
(Docs. 05 y 06 EE). Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  MIGUEL
STYVEN RODRIGUEZ BUSTOS en contra del auto calendado 6 de febrero
de 2023, mediante el cual se negó el mandamiento de pago solicitado por
COLFONDOS SA PENSIONES Y CESANTIAS contra ROBERTO CAVIEDES
MURCIA. (Doc. 04 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que
con la demanda se están aportando los documentos idóneos para obtener
el  pago  de  unos  aportes  pensionales  dejados  de  realizar  por  parte  del
empleador, como es de su entero conocimiento, por lo que el Despacho
debe dar aplicación al principio constitucional de la buena fe.

Por otra parte, sostuvo que  la Resolución 1702 del 2022 del art. 10 del
parágrafo segundo manifiesta, que las acciones persuasivas ya no son un
complemento integro en la constitución del título ejecutivo solo basta con
la  liquidación,  sin  embargo,  que  en  el  de  marras,  se  le  enviaron  al
demandado  el  requerimiento  de  los  QUINCE  (15)  días  después  de
constituido el título y luego del requerimiento de los CUARENTA Y CINCO
(45)  días  subsiguientes,  con  lo  que  se  demuestra  que  además  de
cumplidos requisitos exigidos en la Resolución anterior, el hoy demandado
tiene  pleno  conocimiento  de  la  obligación  contraída  para  con  su
mandante.

Adujo  que  si  el  empleador  recibió  y  tuvo  acceso  al  contenido  del
requerimiento con el cual se constituyó la mora, el fondo cumplió con la
carga  impuesta  y  dio  la  oportunidad  al  deudor  para  que  pagara  lo
adeudado; sin embargo, no lo hizo y guardó silencio, por lo que solicitó
reponer y dejar sin efecto el auto que negó mandamiento de pago.

CONSIDERACIONES
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Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible.

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Descendiendo  sobre  los  argumentos  del  recurrente,  importante  resulta
señalar  que,  aquellos  se  centran  en  las  acciones  persuasivas
contempladas en la Resolución 2082 de 2016, tópico que no fue objeto de
estudio en la providencia recurrida,  pues la negativa a librar orden de
apremio,  obedeció  a  que no  acreditó  la  efectiva  recepción  del  aviso  de
incumplimiento  al  deudor  aportante  y  por  ende  no  se  encontraba
constituido en su integridad el título ejecutivo complejo, razón por la que
el Despacho no puede pronunciarse respecto a estos argumentos, pues se
reitera,  no  fue  materia  de  discusión  la  omisión  de  las  acciones
persuasivas.

Pese a la defectuosa oposición, conviene reiterar que, si bien existe una
comunicación dirigida al deudor denominada “aviso de incumplimiento”
de fecha 22 de septiembre de 2021, lo cierto es que en la guía de envío
expedida por la empresa de correo  “cadena courrier” (01-fol. 13 pdf), se
impuso una firma que, a juicio del Despacho, no resulta suficiente para
establecer que quien recibió la comunicación tiene relación alguna con el
deudor,  pues  en  el  evento  de  aceptarse  tal  circunstancia,  se  podrían
desconocer  los  derechos  de  defensa  y  contradicción  que  le  asisten  a
ROBERTO CAVIEDES MURCIA.

Ha de precisarse que, no es caprichoso exigir a la entidad ejecutante la
acreditación de la recepción efectiva por parte del deudor,  del aviso de
incumplimiento y del estado de cuenta, pues conforme al art. 24 de la Ley
100 de 1993, el ejecutado cuenta con el término de 15 días siguientes a la
remisión del requerimiento, para pronunciarse frente a la obligación que
se  le  imputa,  y  si  no  se  tiene  certeza  de  que  está  enterado  de  dicho
documento, no puede este Despacho considerar que el titulo ejecutivo, se
encuentra debidamente conformado.

De  manera  que,  al  no  encontrarse  debidamente  conformado  el  título
ejecutivo  en  este  asunto,  ante  la  ausencia  de  medio  probatorio  que
permita  establecer  de  manera  fidedigna,  que  el  deudor  tiene  pleno
conocimiento del  aviso de incumplimiento y del  estado de cuenta,  este
Despacho dispone no reponer el auto recurrido, mediante cual se negó el
mandamiento de pago. 

1Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación
Civil de la Corte Suprema de Justicia.  
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Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 6 de febrero de 2023, mediante
el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la  SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
PORVENIR  contra  ROBERTO  CAVIEDES  MURCIA  por  las  razones
expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 6
de febrero de 2023 (Doc. 04 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME SECRETARIAL. Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023,  pasa  al
Despacho  de  la  señora  Juez,  el  proceso  ejecutivo  de  la  referencia,
informando que la parte ejecutante interpuso dentro del término previsto
en el art. 63 del C.P.T. y S.S., recurso de reposición contra el auto que
negó el mandamiento de pago, (Doc. 05 E.E.). Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

FJ

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver el recurso de reposición interpuesto por el doctor JUAN CARLOS
CAMARGO BASTIDAS, en contra del auto calendado el 15 de febrero de
2023, mediante el cual se negó el mandamiento de pago solicitado por la
COLFONDOS PENSIONES Y CESANTIAS  contra CITING S A S,  (Doc. 07
E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en  el  presente  asunto  se  pretenden  pagos  de  los  aportes  pensionales
adeudados por parte del empleador de la referencia a favor del fondo de
pensiones, por lo que, el Legislador establece que el documento base de la
ejecución es la liquidación elaborada por la administradora de pensiones,
sin establecer unas características especiales o algún tipo de información
adicional a los necesarios para un título que preste merito ejecutivo.

Relató que el Despacho negó el mandamiento ejecutivo teniendo en cuenta
la Resolución 2082 de 2016, no obstante, esta norma fue subrogada por la
Resolución 1702 de 2021.

Ahora, con el fin de garantizar el derecho del demandado a conocer de la
obligación, remitió al deudor a la dirección de correo electrónico aportada
para  notificaciones  judiciales  juanccitarella@hotmail.com sendas
comunicaciones.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

mailto:JUANCCITARELLA@HOTMAIL.COM
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Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar mandamiento el mismo en favor
de su representada (07-fls. 02 a 07 pdf).

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, debe señalarse que, la parte actora indicó
que envió el  requerimiento al deudor; no obstante, en el  recurso no se
indicó nada respecto al  motivo por el  cual se negó el  mandamiento de
pago. Al respecto, conviene resaltar, que en la guía de envío expedida por
la empresa de correo “cadena courrier” (01-fol. 13 pdf), se impuso un sello,
a  juicio  del  Despacho,  no  resulta  suficiente  para  establecer  que quien
recibió la comunicación tiene relación alguna con la sociedad deudora,
pues en el evento de aceptarse tal circunstancia, se podrían desconocer
los derechos de defensa y contradicción que le asisten a CITING S A S.

Ha de precisarse, que no es caprichoso exigir a la entidad ejecutante, que
acredite  la  recepción  efectiva  por  parte  del  deudor,  del  aviso  de
incumplimiento y del estado de cuenta, pues conforme al art. 24 de la Ley
100 de 1993, el ejecutado cuenta con el término de 15 días siguientes a la
remisión del requerimiento, para pronunciarse frente a la obligación que
se  le  imputa,  y  si  no  se  tiene  certeza  de  que  está  enterado  de  dicho
documento, no puede este Despacho considerar que el titulo ejecutivo, se
encuentra debidamente conformado.

Ahora,  frente  a  la  omisión  de  las  acciones  persuasivas  que  el  togado
manifiesta realizó, es menester resaltar que el auto objeto de recurso, en
ningún momento estudió sobre las acciones persuasivas realizadas a la
ejecutada en  razón  a  que  no  se  demostró  la  notificación  del  aviso  de
incumplimiento a quien afirma es deudor moroso, por lo que el Despacho
no puede pronunciarse respecto a estos argumentos, pues se reitera, no
fue materia de discusión la omisión de las acciones persuasivas.

De  manera  que,  al  no  encontrarse  debidamente  conformado  el  título
ejecutivo  en  este  asunto,  ante  la  ausencia  de  medio  probatorio  que
permita  establecer  de  manera  fidedigna,  que  el  deudor  tiene  pleno

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE 2017, SALA DE

CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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conocimiento del  aviso de incumplimiento y del  estado de cuenta,  este
Despacho dispone no reponer el auto recurrido, mediante cual se negó el
mandamiento de pago. 

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  15  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por
COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS, contra  CITING S A S, por
las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha
15 de febrero de 2023 (Doc. 06 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO  NO.    026  
HOY   28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así  como solicitud de impulso procesal
(Docs. 06 y 07 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  JUAN
CARLOS CAMARGO BASTIDAS, en contra del  auto calendado el  15 de
febrero  de  2023,  mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  COLFONDOS  S.A.  PENSIONES  Y  CESANTÍAS contra
DATARCO S A S (Doc. 05 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en  el  presente  asunto  se  pretenden  pagos  de  los  aportes  pensionales
adeudados por parte del empleador de la referencia a favor del fondo de
pensiones, por lo que, el Legislador establece que el documento base de la
ejecución es la liquidación elaborada por la administradora de pensiones,
sin establecer unas características especiales o algún tipo de información
adicional a los necesarios para un título que preste merito ejecutivo.

Señaló que, a folio 10 a 13 del escrito demandatario se allega el escrito de
requerimiento  a  la  acá demandada DATARCO S A S a la  dirección de
correo  que  reposa  en  el  certificado  de  Cámara  y  Comercio  como  el
habilitado  para  notificaciones  judiciales,  debidamente  cotejada  por  la
empresa de correos autorizada para tal fin Cadena Courrier.

Relató además que, el Despacho negó el mandamiento ejecutivo teniendo
en  cuenta  la  Resolución  2082  de  2016,  no  obstante,  esta  norma  fue
subrogada por la Resolución 1702 de 2021.

Ahora, con el fin de garantizar el derecho del demandado a conocer de la
obligación, remitió al deudor a la dirección de correo electrónico aportada
para notificaciones judiciales info@datarco.com sendas comunicaciones.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.
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Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar mandamiento el mismo en favor
de su representada (Doc. 07 EE).

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Descendiendo  sobre  los  argumentos  del  recurrente,  importante  resulta
señalar que, se limita a indicar que procedió a enviar el requerimiento al
deudor, constituyéndolo en mora; sin embargo, tal y como se expuso en el
auto de censura, si  bien existe una comunicación dirigida a DATARCO
S.A.S., como “aviso de incumplimiento” de fecha 21 de diciembre de 2021
(01- Fol. 10), lo cierto es que en la guía de envío expedida por la empresa
de correo  “cadena courrier” (01-fol. 13 pdf), se impuso una firma que, a
juicio  del  Despacho,  no  resulta  suficiente  para  establecer  que  quien
recibió la comunicación tiene relación alguna con la sociedad deudora,
pues en el evento de aceptarse tal circunstancia, se podrían desconocer
los derechos de defensa y contradicción que le asisten.

Ha de precisarse que, no es caprichoso exigir a la entidad ejecutante la
acreditación de la recepción efectiva por parte del deudor,  del aviso de
incumplimiento y del estado de cuenta, pues conforme al art. 24 de la Ley
100 de 1993, el ejecutado cuenta con el término de 15 días siguientes a la
remisión del requerimiento, para pronunciarse frente a la obligación que
se  le  imputa,  y  si  no  se  tiene  certeza  de  que  está  enterado  de  dicho
documento, no puede este Despacho considerar que el titulo ejecutivo, se
encuentra debidamente conformado.

Ahora frente a la omisión de las acciones persuasivas que señaló realizó,
es  menester  resaltar  que  el  auto  objeto  de  recurso  no  analizó  el
adelantamiento  de  tales  acciones  en  razón  a  que  no  se  demostró  la
efectiva notificación del aviso de incumplimiento a quien afirma es deudor
moroso,  por  lo  que  el  Despacho  no  se  pronunciará  respecto  a  estos
argumentos

De  manera  que,  al  no  encontrarse  debidamente  conformado  el  título
ejecutivo  en  este  asunto,  ante  la  ausencia  de  medio  probatorio  que

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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permita  establecer  de  manera  fidedigna,  que  el  deudor  tiene  pleno
conocimiento del  aviso de incumplimiento y del  estado de cuenta,  este
Despacho dispone no reponer el auto recurrido, mediante cual se negó el
mandamiento de pago. 

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  15  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por
SOCIEDAD COLFONDOS SA PENSIONES y CESANTIAS, contra DATARCO
S.A.S., por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha
15 de febrero de 2023 (Doc. 06 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME SECRETARIAL. Bogotá D.C., 21 de abril de 2023, pasa al 

Despacho de la señora Juez, el proceso ejecutivo de la referencia, 

informando que la parte ejecutante interpuso dentro del término previsto 

en el art. 63 del C.P.T. y S.S., recurso de reposición contra el auto que 

negó el mandamiento de pago, (Doc. 07 E.E.). Sírvase proveer. 

 
 

 
JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria 
FJ 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

 

 

 

RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS  

LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

Verificado el informe secretarial que antecede, procede este Juzgado a 

resolver el recurso de reposición interpuesto por la doctora MARLENY 

VICTORIA LEÓN MEJÍA, en contra del auto calendado el 15 de febrero de 

2023, mediante el cual se negó el mandamiento de pago solicitado por 

COLFONDOS PENSIONES Y CESANTIAS contra LUIS ALFONSO GALLO 

AREVALO (Doc. 05 E.E.).  

 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE 

 

Como fundamentos del recurso, la profesional del derecho informó que en 

lo referente a lo indicado por el despacho frente a la falta de certificación 

del correo enviado y entregado el día 28 de junio de 2021 al demandado, 

se le aclara al despacho que fue realizado por medio de una empresa 

autorizada para envíos por correo certificado conforme a la resolución 

1968 y que las copias aportadas se encuentran cotejadas por la empresa 

de mensajería “Cadena Courrier” quien realizó satisfactoriamente la 

notificación que requiere ejecutado en mora, por lo que bajo el principio de 

la buena fe debe ser aceptado el correo certificado enviado. 

 

Por lo expuesto, solicitó revocar el auto y en su lugar librar mandamiento 

ejecutivo (07-fls. 2 a 4 pdf). 

 

CONSIDERACIONES 

 

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse 

en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen 

que podrá exigirse ejecutivamente toda obligación que surja de una 

relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor, 

de su causante o derive de una decisión judicial o arbitral que se 

encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible.  
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Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 

ejecutiva puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca 

que deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que 

impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o 

conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su 

ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza 

ejecutiva, unidad que la doctrina ha denominado “título ejecutivo 

complejo”1. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, se debe precisar a la parte recurrente, 

que, si bien aportó una guía de envío, no aportó la certificación sobre  la 

entrega del documento cotejado al ejecutado, expedida por la empresa de 

servicio postal y a pesar de que en la guía de envío expedida por “cadena 

courrier” (01-fl. 13 pdf), se impuso una firma que, a juicio del Despacho, 

no resulta suficiente para establecer que quien recibió la comunicación 

tiene relación alguna con el deudor, pues en el evento de aceptarse tal 

circunstancia, se podrían desconocer los derechos de defensa y 

contradicción que le asisten a LUIS ALFONSO GALLO AREVALO. 

 

Ha de precisarse, que no es caprichoso exigir a la entidad ejecutante, que 

acredite la recepción efectiva por parte del deudor, del aviso de 

incumplimiento y del estado de cuenta, pues conforme al art. 24 de la Ley 

100 de 1993, el ejecutado cuenta con el término de 15 días siguientes a la 

remisión del requerimiento, para pronunciarse frente a la obligación que 

se le imputa, y si no se tiene certeza de que está enterado de dicho 

documento, no puede este Despacho considerar que el titulo ejecutivo, se 

encuentra debidamente conformado. 

 

De manera que, al no encontrarse debidamente conformado el título 

ejecutivo en este asunto, ante la ausencia de medio probatorio que 

permita establecer de manera fidedigna, que el deudor tiene pleno 

conocimiento del aviso de incumplimiento y del estado de cuenta, este 

Despacho dispone no reponer el auto recurrido, mediante cual se negó el 

mandamiento de pago.  

 

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 

 

PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 15 de febrero de 2023, 

mediante el cual se negó el mandamiento de pago solicitado por 

COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS, contra LUIS ALFONSO 

GALLO AREVALO, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 

15 de febrero de 2023, (Doc. 04 E.E.). 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

                                                           
1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE 2017, SALA DE 

CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.   
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 JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 026 

HOY 28 DE ABRIL DE 2023 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria 

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así  como solicitud de impulso procesal
(Docs. 05 y 06 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  JOHN
STEVENS  CAMARGO  CAMARGO  en  contra  del  auto  calendado  15  de
febrero  de  2023,  mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR contra NOVA ARQUITECTURA SAS
(Doc. 04 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en lo que se refiere a las acciones de cobro, si realizó dichas gestiones, por
lo que con las documentales aportadas debe darse aplicación al principio
constitucional de la buena fe.

Añadió que, para poder garantizar las obligaciones pendientes por parte
del  demandado el  fondo de  pensiones  ha desarrollado  los  mecanismos
correspondientes y otorgados por la normatividad legal y vigente, para la
recuperación  de  la  citada  cartera  en  la  cual  en  su  proceder  no  ha
generado contravención de lo preceptuado en la Resolución 1702 de 2021.

Manifestó que ha adelantado diferentes acciones de contacto para que el
ejecutado sea conocedor de su obligación, aportando un pantallazo de las
gestiones señaladas. 

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar orden de apremio en favor de
su representada (Doc. 05 EE).

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
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relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (05-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 21 de octubre
de  2022  (Doc.  01  Fl  10-12),  el  fondo  accionante  tenía  hasta  el  5  de
1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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noviembre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor
y hasta  el  4  de diciembre  siguiente (30 días  calendario)  para hacer  el
segundo requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se
efectúa al deudor según la nueva información suministrada, lo fue el 22
de noviembre de 2022, excediendo el término que establece la Resolución
aplicable.

Finalmente, y en cuanto a la Resolución 1702 de 2021 que indica que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en
el auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se
trata de aportes pensionales en mora que datan de diciembre de 2016 a
mayo de 2019 (01-  fl.  10-12 pdf),  que deben  seguir  el  trámite  regular
previsto en la Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que, la entrada en
vigencia del acto administrativo que pretende el recurrente se tenga en
cuenta, de conformidad con su art. 22, fue a partir del 28 de junio de
2022, esto es con posterioridad a la fecha de los aportes en mora que
pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia adiada 15 de febrero de 2023, pues no existe duda, que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:
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PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  15  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  contra  NOVA  ARQUITECTURA  SAS por  las
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha
15 de febrero de 2023 (Doc. 04 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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EJECUTIVO N° 2022 00944 00

INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así  como solicitud de impulso procesal
(Docs. 05 y 06 EE). Sírvase Proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  MICHAEL
DUQUE CARMONA en contra del auto calendado el 15 de febrero de 2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra POSTAL EXPRESS SS SAS (Doc. 04 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en lo que se refiere a las acciones de cobro, si realizó dichas gestiones,
mismas que envió al correo de la deudora el 21 de noviembre y el 10 de
diciembre de 2022; adujo además que efectuó diferentes requerimientos a
través de la aplicación liti suite. 

Refirió entonces que, la sociedad demandada tiene pleno conocimiento de
la deuda en curso, por lo que con las documentales aportadas debe darse
aplicación al principio constitucional de la buena fe.

Añadió  que,  con  las  acciones  persuasivas  se  busca  que  una  vez  se
constituya  el  título  ejecutivo,  se  adelanten  unas  acciones  tendientes  a
procurar  el  pago  voluntario  antes  de  iniciar  las  acciones  jurídicas  de
cobro,  pero  en  ningún  caso  estas  actuaciones  complementan  o
constituyen una unidad jurídica con la liquidación antes emitida.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

De esta manera concluyó que, la Administradora de Fondos de Pensiones,
llevó  a  cabo  una  gestión  idónea  y  oportuna  de  cobro  de  aportes
pensionales obligatorios no cotizados por la parte demandada y constituyó
en mora en debida forma a POSTAL EXPRESS SS SAS, conforme a los
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parámetros establecidos en el artículo 5 del Decreto 2633 de 1994 y en el
artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar orden de apremio en favor de
su representada (Doc. 06 EE).

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (04-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 25 de octubre
de  2022  (Doc.  01  Fl  10-13),  el  fondo  accionante  tenía  hasta  el  9  de
noviembre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor
y hasta  el  8  de diciembre  siguiente (30 días  calendario)  para hacer  el
segundo requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se
efectúa  al  deudor  según  la  nueva  información  suministrada,  y  que
importante es apuntar, corresponde a la comunicación del inicio de esta
acción,  es  el  21  de  noviembre  de  2022,  excediendo  el  término  que
establece la Resolución aplicable.

Finalmente, y en cuanto a la Resolución 1702 de 2021 que indica que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en
el auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se
trata de aportes pensionales que datan de mayo de 2003 a mayo de 2020
(01-  fl.  10-13  pdf),  que  deben  seguir  el  trámite  regular  previsto  en  la
Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que, la entrada en vigencia del
acto  administrativo  que pretende  el  recurrente  se  tenga en  cuenta,  de
conformidad con su art. 22, fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es
con  posterioridad  a  la  fecha  de  los  aportes  en  mora  que  pretende
recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes



EJECUTIVO N° 2022 00944 00

señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia adiada 15 de febrero de 2023, pues no existe duda, que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  15  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra POSTAL EXPRESS SS SAS por las razones
expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha
15 de febrero de 2023 (Doc. 04 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME SECRETARIAL. Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023,  pasa  al
Despacho  de  la  señora  Juez,  el  proceso  ejecutivo  de  la  referencia,
informando que la parte ejecutante interpuso dentro del término previsto
en el art. 63 del C.P.T. y S.S., recurso de reposición contra el auto que
negó el mandamiento de pago, (Doc. 06 E.E.). Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

FJ

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  la  doctora  MARLENY
VICTORIA LEÓN MEJÍA, en contra del auto calendado el 15 de febrero de
2023, mediante el cual se negó el mandamiento de pago solicitado por la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR S.A.,  contra AGENCIA DE ADUANAS ANDINOS
SAS NIVEL 1, (Doc. 05 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, la profesional del derecho manifestó que,
en lo referente a la falta de las acciones de cobro, se trata de un título
complejo, hecho real y cierto y que,  con la demanda se están aportando
los documentos para obtener el pago de unos aportes pensionales dejados
de realizar por parte del empleador, como es de su entero conocimiento, es
apenas natural  que se tenga en cuenta y se dé aplicación al  principio
constitucional de la buena fe.

En  cuanto  a  las  acciones  persuasivas,  se  cumplió  con  enviar  los
requerimientos a través de la aplicación Liti Suite, por lo que con el escrito
no solo aportaba el pantallazo además de los soportes que en su momento
se le enviaron al demandado

Por lo expuesto, solicitó revocar el auto y en su lugar librar mandamiento
de pago en favor de su representada (06-fls. 2 a 4).

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
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que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (05-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE 2017, SALA DE

CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 1 de octubre
de 2022 (Doc. 01 Fl 11), el fondo accionante tenía hasta el 16 de octubre
de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor y hasta el
15  de  noviembre  siguiente  (30  días  calendario)  para  hacer  el  segundo
requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se efectúa
al deudor,  es el  21 de noviembre de 2022, excediendo los 45 días que
como límite establece la Resolución aplicable.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia adiada 15 de febrero de 2023, pues no existe duda, que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  15  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  contra  AGENCIA  DE ADUANAS ANDINOS SAS
NIVEL 1, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha
15 de febrero de 2023 (Doc. 05 E.E.).

El  EXPEDIENTE  DIGITALIZADO,  podrá  solicitarse  al  abonado  telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO  NO.    026  
HOY   28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así  como solicitud de impulso procesal
(Docs. 05 y 06 EE). Sírvase Proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  MICHAEL
DUQUE CARMONA en contra del auto calendado el 15 de febrero de 2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  contra  COOPERATIVA  DE  TRANSPORTES
MASIVOS TM (Doc. 04 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en lo que se refiere a las acciones de cobro, si realizó dichas gestiones,
mismas que envió al correo de la deudora el 21 de noviembre y el 10 de
diciembre de 2022; adujo además que efectuó diferentes requerimientos a
través de la aplicación liti suite.

Refirió entonces que, la sociedad demandada tiene pleno conocimiento de
la deuda en curso, por lo que con las documentales aportadas debe darse
aplicación al principio constitucional de la buena fe.

Añadió  que,  con  las  acciones  persuasivas  se  busca  que  una  vez  se
constituya  el  título  ejecutivo,  se  adelanten  unas  acciones  tendientes  a
procurar  el  pago  voluntario  antes  de  iniciar  las  acciones  jurídicas  de
cobro,  pero  en  ningún  caso  estas  actuaciones  complementan  o
constituyen una unidad jurídica con la liquidación antes emitida.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

De esta manera concluyó que, la Administradora de Fondos de Pensiones,
llevó  a  cabo  una  gestión  idónea  y  oportuna  de  cobro  de  aportes
pensionales obligatorios no cotizados por la parte demandada y constituyó
en mora en debida forma a COOPERATIVA DE TRANSPORTES MASIVOS
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TM, conforme a los parámetros establecidos en el artículo 5 del Decreto
2633 de 1994 y en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar orden de apremio en favor de
su representada (Doc. 06 EE).

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (04-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 24 de octubre
de  2022  (Doc.  01  Fl  10-13),  el  fondo  accionante  tenía  hasta  el  8  de
noviembre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor
y hasta  el  7  de diciembre  siguiente (30 días  calendario)  para hacer  el
segundo requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se
efectúa  al  deudor  según  la  nueva  información  suministrada,  y  que
importante es apuntar, corresponde a la comunicación del inicio de esta
acción  lo  fue  el  21  de  noviembre  de  2022,  excediendo  el  término que
establece la Resolución aplicable.

Finalmente, y en cuanto a la Resolución 1702 de 2021 que indica que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en
el auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se
trata de aportes pensionales que datan de junio de 2016 a agosto de 2020
(01- fl.  10-13 pdf)  y que deben seguir el  trámite regular previsto en la
Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que, la entrada en vigencia del
acto  administrativo  que pretende  el  recurrente  se  tenga en  cuenta,  de
conformidad con su art. 22, fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es
con  posterioridad  a  la  fecha  de  los  aportes  en  mora  que  pretende
recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
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señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia adiada 15 de febrero de 2023, pues no existe duda, que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  15  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  contra  COOPERATIVA  DE  TRANSPORTES
MASIVOS  TM por  las  razones  expuestas  en  la  parte  motiva  de  esta
providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha
15 de febrero de 2023 (Doc. 04 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 21 de abril de 2023 pasa al Despacho 

de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso de 

reposición contra auto anterior, así como solicitud de impulso procesal (Docs. 

05 y 06 EE). Sírvase Proveer. 

 

 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria 
PGR 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

Verificado el informe secretarial que antecede, procede este Juzgado a 

resolver el recurso de reposición interpuesto por el abogado MICHAEL 

DUQUE CARMONA en contra del auto calendado el 15 de febrero de 2023, 

mediante el cual se negó el mandamiento de pago solicitado por la 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR contra INSTALACIONES ELECTRICAS JJ SAS (Doc. 

04 E.E.).  

 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE 

 

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que, 

en lo que se refiere a las acciones de cobro, si realizó dichas gestiones, 

mismas que envió al correo de la deudora el 26 de diciembre de 2022 y el 4 

de enero de 2022; adujo además que efectuó diferentes requerimientos a 

través de la aplicación liti suite.  

 

Refirió entonces que, la sociedad demandada tiene pleno conocimiento de 

la deuda en curso, por lo que con las documentales aportadas debe darse 

aplicación al principio constitucional de la buena fe. 

 

Añadió que, con las acciones persuasivas se busca que una vez se 

constituya el título ejecutivo, se adelanten unas acciones tendientes a 

procurar el pago voluntario antes de iniciar las acciones jurídicas de cobro, 

pero en ningún caso estas actuaciones complementan o constituyen una 

unidad jurídica con la liquidación antes emitida. 

 

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las 

acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que 

complementen el título. 

 

De esta manera concluyó que, la Administradora de Fondos de Pensiones, 

llevó a cabo una gestión idónea y oportuna de cobro de aportes pensionales 

obligatorios no cotizados por la parte demandada y constituyó en mora en 

debida forma a INSTALACIONES ELECTRICAS JJ SAS, conforme a los 
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parámetros establecidos en el artículo 5 del Decreto 2633 de 1994 y en el 

artículo 24 de la Ley 100 de 1993.  

 

Por lo expuesto, solicitó reponer y dejar sin efecto el auto que negó 

mandamiento de pago y en su lugar librar orden de apremio en favor de su 

representada (Doc. 06 EE). 

 

CONSIDERACIONES 

 

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse 

en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que 

podrá exigirse ejecutivamente toda obligación que surja de una relación de 

trabajo o que conste en documento que provenga del deudor, de su 

causante o derive de una decisión judicial o arbitral que se encuentre en 

firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía 

ejecutiva puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que 

deba estar contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que 

pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con 

los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su ser, incluya el 

mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad 

que la doctrina ha denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos por 

el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es objeto 

de discusión que el requerimiento efectuado, se ajusta a lo dispuesto en el 

art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de cobro establecidos 

por la UGPP, en el parágrafo del art. 9° de la Resolución No. 2082 de 2016, 

aspectos que se resaltan, y que fueron señalados en el auto censurado, (04-

fol. 3 pdf). 

 

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el auto 

de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar las 

acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución, 

tendientes a obtener el pago voluntario por parte del deudor, ya que, 

conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación 

de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación al 

trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber 

agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva. 

 

Y es que pese a que en este momento procesal aduzca que procedió a 

efectuar las comunicaciones señaladas en la Resolución en cita, aportando 

para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales valga 

precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a la 

pasiva ni tampoco de su contenido, importante es hacer notar que, olvida 

el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral 4° del 

anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos tiempos 

específicos así: 

 

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS 
 

                                                           
1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE 

2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.   
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Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El 
primer contacto lo deben realizar por escrito dentro de los quince (15) días 
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el 
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30) 
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin 
superar cuarenta y cinco (45) días calendario” (Subrayado fuera del texto). 

 

Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito 

contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en 

debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez 

emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 18 de noviembre 

de 2022 (Doc. 01 Fl 10), el fondo accionante tenía hasta el 3 de diciembre 

de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor y hasta el 

2 de enero de 2023 (30 días calendario) para hacer el segundo 

requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se efectúa 

al deudor según la nueva información suministrada, y que importante es 

apuntar, corresponde a la comunicación del inicio de esta acción, lo fue el 

26 de diciembre de 2022, excediendo el término que establece la Resolución 

aplicable. 

 

Finalmente, y en cuanto a la Resolución 1702 de 2021 que indica que las 

acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que 

complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en el 

auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se trata 

de aportes pensionales que datan de junio de 2016 a agosto de 2020 (01- 

fl. 10-13 pdf) y que deben seguir el trámite regular previsto en la Resolución 

2082 de 2016, habida cuenta que, la entrada en vigencia del acto 

administrativo que pretende el recurrente se tenga en cuenta, de 

conformidad con su art. 22, fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es 

con posterioridad a la fecha de los aportes en mora que pretende recaudar. 

 

Téngase en cuenta que de conformidad con el artículo 30 de la Constitución 

política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es irretroactiva, 

principio que valga señalar, se traduce en que la norma no tiene, per se, la 

virtualidad de regular situaciones que se han consolidado jurídicamente 

antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si la misma norma 

lo contempla. 

 

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló: 

 

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el tiempo 
y esta íntimamente ligada al principio de que todo hecho, acto o negocio 

jurídico se rige por la ley vigente al momento de su ocurrencia, 
realización o celebración. Dentro de la Teoría General del Derecho, es clara 
la aplicación del principio "Tempus regit actus", que se traduce en que la 
norma vigente al momento de sucederse los hechos por ella prevista, es la 
que se aplica a esos hechos, aunque la norma haya sido derogada 

después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la denominada 
ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que se siguen 
aplicando a los hechos ocurridos durante su vigencia. Este fenómeno se 
presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera que sea su 
naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto). 

 

En ese orden, si bien la Resolución del 2021 efectivamente subrogó la 

resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes 

señalado, el trámite de cobro a adelantar debe ser el vigente a la 

consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación 
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administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora 

que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022. 

 

Así que, este Juzgado mantiene incólume la decisión adoptada en 

providencia adiada 15 de febrero de 2023, pues no existe duda, que la 

entidad ejecutante está en la obligación legal de cumplir con los estándares 

de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082 de 2016. 

 

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 

 

PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 15 de febrero de 2023, mediante 

el cual se negó el mandamiento de pago solicitado por la SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 

contra INSTALACIONES ELECTRICAS JJ SAS por las razones expuestas en 

la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 

15 de febrero de 2023 (Doc. 04 E.E.). 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 026 

HOY 28 DE ABRIL DE 2023 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria 

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así  como solicitud de impulso procesal
(Docs. 04 y 05 EE). Sírvase Proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  MICHAEL
DUQUE CARMONA en contra del auto calendado el 15 de febrero de 2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra MARCO ANTONIO CUCAITA OSORIO (Doc.
03 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en lo que se refiere a las acciones de cobro, si realizó dichas gestiones,
mismas que envió al correo del deudor el 26 de diciembre de 2022 y el 10
de enero de 2023; adujo además que efectuó diferentes requerimientos a
través de la aplicación liti suite.

Refirió entonces que, el ejecutado tiene pleno conocimiento de la deuda en
curso, por lo que con las documentales aportadas debe darse aplicación al
principio constitucional de la buena fe.

Añadió  que,  con  las  acciones  persuasivas  se  busca  que  una  vez  se
constituya  el  título  ejecutivo,  se  adelanten  unas  acciones  tendientes  a
procurar  el  pago  voluntario  antes  de  iniciar  las  acciones  jurídicas  de
cobro,  pero  en  ningún  caso  estas  actuaciones  complementan  o
constituyen una unidad jurídica con la liquidación antes emitida.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

De esta manera concluyó que, la Administradora de Fondos de Pensiones,
llevó  a  cabo  una  gestión  idónea  y  oportuna  de  cobro  de  aportes
pensionales obligatorios no cotizados por la parte demandada y constituyó
en  mora  en  debida  forma  a  MARCO  ANTONIO  CUCAITA  OSORIO,
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conforme a los parámetros establecidos en el artículo 5 del Decreto 2633
de 1994 y en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar orden de apremio en favor de
su representada (Doc. 04 EE).

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (03-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida  la  liquidación  de  los  aportes  adeudados,  esto  es,  el  18  de
noviembre de 2022 (Doc. 01 Fl 10), el fondo accionante tenía hasta el 3 de
diciembre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor
y hasta el 2 de enero siguiente (30 días calendario) para hacer el segundo
requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se efectúa
al deudor según la nueva información suministrada, y que importante es
apuntar, corresponde a la comunicación del inicio de esta acción, lo fue el
26  de  diciembre  de  2022,  excediendo  el  término  que  establece  la
Resolución aplicable.

Finalmente, y en cuanto a la Resolución 1702 de 2021 que indica que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en
el auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se
trata de aportes pensionales que datan de mayo de 2020 (01- fl.  10-13
pdf) y que deben seguir el trámite regular previsto en la Resolución 2082
de 2016, habida cuenta que, la entrada en vigencia del acto administrativo
que pretende el recurrente se tenga en cuenta, de conformidad con su art.
22, fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es con posterioridad a la
fecha de los aportes en mora que pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
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consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia adiada 15 de febrero de 2023, pues no existe duda, que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  15  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra  MARCO ANTONIO CUCAITA OSORIO por
las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha
15 de febrero de 2023 (Doc. 03 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME SECRETARIAL. Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023,  pasa  al
Despacho  de  la  señora  Juez,  el  proceso  ejecutivo  de  la  referencia,
informando que la parte ejecutante interpuso dentro del término previsto
en el art. 63 del C.P.T. y S.S., recurso de reposición contra el auto que
negó el  mandamiento  de pago,  así  como solicitud de impulso  procesal
(Docs. 04 y 05 EE). Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

FJ

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  doctor  MICHAEL
DUQUE CARMONA,  en  contra  del  auto  calendado  el  16 de  febrero  de
2023, mediante el cual se negó el mandamiento de pago solicitado por la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR S.A., contra PAULA ANDREA HERRERA MARIN,
(Doc. 04 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
frente  a  las acciones  de cobro,  si  se  cumplió  por  parte  de  Porvenir  la
realización  de  estas,  las  cuales  fueron  enviadas  al  correo  electrónico,
además de las enviadas a través de la aplicación  Liti Suite, poniendo en
conocimiento a la ejecutada las mismas.

Adujo que la demandada tiene conocimiento de la deuda en curso y que
está  aportando  los  documentos  para  obtener  el  pago  de  los  aportes
pensionales  dejados  de  realizar  y  que  con  las  acciones  persuasivas  se
busca que una vez se constituya el  título ejecutivo,  se adelanten unas
acciones  tendientes  a  procurar  el  pago  voluntario  antes  de  iniciar  las
acciones  jurídicas  de  cobro,  pero  en  ningún  caso  estas  actuaciones
complementan o constituyen una unidad jurídica con la liquidación antes
emitida

Solicitó  dar  aplicación  a  la  Resolución  1702  de  2021,  dado  que  esta
subrogó la Resolución 2082 de 2016, por lo que las acciones persuasivas y
aviso de incumplimiento no son actuaciones que complementen el título
ejecutivo.
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Por  lo  expuesto,  solicitó  revocar  el  auto  atacado  y  en  su  lugar  librar
mandamiento en favor de su representada (04-fls. 2 a 5 pdf).

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (05-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE 2017, SALA DE

CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida  la  liquidación  de  los  aportes  adeudados,  esto  es,  el  24  de
noviembre de 2022 (Doc. 01 Fl 10), el fondo accionante tenía hasta el 9 de
diciembre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor
y hasta el 8 de enero siguiente (30 días calendario) para hacer el segundo
requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se efectúa
al deudor, es el 26 de diciembre de 2022, excediendo los 15 días que como
límite establece la Resolución aplicable e incluso luego de presentada la
demanda.

Finalmente, y en cuanto a la aplicación de la Resolución 1702 de 2021
que indica que las acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no
son  actuaciones  que  complementen  el  título,  lo  cierto  es  que,  de
conformidad a lo expuesto en el auto censurado, esta no resulta aplicable
por  lo  menos  frente  a  los  aportes  pensionales  en  mora  que  datan  de
diciembre de 2021 a febrero de 2022 (01- fl. 10 pdf), que deben seguir el
trámite regular previsto en la Resolución 2082 de 2016, habida cuenta
que,  la  entrada  en  vigencia  del  acto  administrativo  que  pretende  el
recurrente se tenga en cuenta, de conformidad con su art. 22, fue a partir
del 28 de junio de 2022, esto es con posterioridad a la fecha de los aportes
en mora que pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
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administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia adiada 16 de febrero de 2023, pues no existe duda, que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  16  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR S.A., contra PAULA ANDREA HERRERA MARIN,
por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha
16 de febrero de 2023, (Doc. 03 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO  NO.    026  
HOY   28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior (Doc. 05 EE). Sírvase Proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  JUAN
CARLOS CAMARGO BASTIDAS, en contra del  auto calendado el  01 de
marzo  de  2023,  mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES  Y  CESANTÍAS  PORVENIR  contra  CONSTRUCCIONES
FORERO GV S A S (Doc. 04 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en  el  presente  asunto  se  pretenden  pagos  de  los  aportes  pensionales
adeudados por parte del empleador de la referencia a favor del fondo de
pensiones, por lo que, el Legislador establece que el documento base de la
ejecución es la liquidación elaborada por la administradora de pensiones,
sin establecer unas características especiales o algún tipo de información
adicional a los necesarios para un título que preste merito ejecutivo.

Relató que el Despacho negó el mandamiento ejecutivo teniendo en cuenta
la Resolución 2082 de 2016, no obstante, esta norma fue subrogada por la
Resolución 1702 de 2021.

Ahora, con el fin de garantizar el derecho del demandado a conocer de la
obligación, remitió al deudor a la dirección de correo electrónico aportada
para  notificaciones  judiciales construccionesforerogv@gmail.com sendas
comunicaciones.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar mandamiento el mismo en favor
de su representada (Doc. 05 EE).

mailto:CONSTRUCCIONESFOREROGV@GMAIL.COM
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CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (03-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 10 de octubre
de 2022 (Doc. 1 Fl 10-11), el fondo accionante tenía hasta el 25 de octubre
de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor y hasta el
24  de  noviembre  siguiente  (30  días  calendario)  para  hacer  el  segundo
requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se efectúa
al deudor según la nueva información suministrada, y que importante es
apuntar, corresponde a la comunicación del inicio de esta acción, lo fue el
6 de diciembre de 2022, excediendo el término que establece la Resolución
aplicable.

Finalmente, y en cuanto a la Resolución 1702 de 2021 que indica que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en
el auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se
trata de aportes pensionales en mora que datan de octubre de 2019 a
diciembre de 2021 (01-  fls.  10 -11 pdf),  y que deben seguir  el  trámite
regular previsto en la Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que, la
entrada en vigencia del acto administrativo que pretende el recurrente se
tenga en cuenta, de conformidad con su art. 22, fue a partir del 28 de
junio de 2022, esto es con posterioridad a la fecha de los aportes en mora
que pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada  1  de  marzo  de  2023,  pues  no  existe  duda,  que  la
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entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 1 de marzo de 2023, mediante
el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la  SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
PORVENIR contra CONSTRUCCIONES FORERO GV S A S por las razones
expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 1
de marzo de 2023 (Doc. 04 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME SECRETARIAL. Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023,  pasa  al
Despacho  de  la  señora  Juez,  el  proceso  ejecutivo  de  la  referencia,
informando que la parte ejecutante interpuso dentro del término previsto
en el art. 63 del C.P.T. y S.S., recurso de reposición contra el auto que
negó el mandamiento de pago, (Doc. 05 E.E.). Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

FJ

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  doctor  MICHAEL
DUQUE CARMONA,  en  contra  del  auto  calendado  el  20 de  febrero  de
2023, mediante el cual se negó el mandamiento de pago solicitado por la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  S.A.,  contra GRUPO  INTERNACIONAL
AGROINDUSTRIAL SAS (Doc. 05 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
frente  a  las acciones  de cobro,  si  se  cumplió  por  parte  de  Porvenir  la
realización  de  estas,  las  cuales  fueron  enviadas  al  correo  electrónico,
además de las enviadas a través de la aplicación  Liti Suite, poniendo en
conocimiento a la ejecutada las mismas.

Adujo que la demandada tiene conocimiento de la deuda en curso y que
está  aportando  los  documentos  para  obtener  el  pago  de  los  aportes
pensionales  dejados  de  realizar  y  que  con  las  acciones  persuasivas  se
busca que una vez se constituya el  título ejecutivo,  se adelanten unas
acciones  tendientes  a  procurar  el  pago  voluntario  antes  de  iniciar  las
acciones  jurídicas  de  cobro,  pero  en  ningún  caso  estas  actuaciones
complementan o constituyen una unidad jurídica con la liquidación antes
emitida

Solicitó  dar  aplicación  a  la  Resolución  1702  de  2021,  dado  que  esta
subrogó la Resolución 2082 de 2016, por lo que las acciones persuasivas y
aviso de incumplimiento no son actuaciones que complementen el título
ejecutivo.
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Por  lo  expuesto,  solicitó  revocar  el  auto  atacado  y  en  su  lugar  librar
mandamiento en favor de su representada (05-fls. 02 a 05 pdf).

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (05-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE 2017, SALA DE

CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 7 de octubre
de 2022 (Doc. 01 Fls. 10 y 11), el fondo accionante tenía hasta el 22 de
octubre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor y
hasta  el  21  de  noviembre  siguiente  (30  días  calendario)  para  hacer  el
segundo requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se
efectúa al deudor es el 1 de diciembre de 2022, excediendo los 45 días que
como límite establece la Resolución aplicable.

Finalmente, y en cuanto a la aplicación de la Resolución 1702 de 2021
que indica que las acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no
son  actuaciones  que  complementen  el  título,  lo  cierto  es  que,  de
conformidad a lo expuesto en el auto censurado, esta no resulta aplicable
por lo menos frente a los aportes pensionales en mora que datan de enero
de 2017 a octubre de 2019 (01- fls.  10 y 11 pdf),  que deben seguir el
trámite regular previsto en la Resolución 2082 de 2016, habida cuenta
que,  la  entrada  en  vigencia  del  acto  administrativo  que  pretende  el
recurrente se tenga en cuenta, de conformidad con su art. 22, fue a partir
del 28 de junio de 2022, esto es con posterioridad a la fecha de los aportes
en mora que pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.
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Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia adiada 20 de febrero de 2023, pues no existe duda, que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  20  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR S.A., contra INTERNACIONAL AGROINDUSTRIAL
SAS, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha
20 de febrero de 2023, (Doc. 04 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO  NO.    026  
HOY   28   DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así  como solicitud de impulso procesal
(Docs. 05 y 06 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

FJ

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado MICHAEL
DUQUE CARMONA en contra del auto calendado el 20 de febrero de 2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  contra  KANTAR  WORLDPANEL  PERU  S.A.
SUCURSAL COLOMBIA (Doc. 05 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
frente  a  las acciones  de cobro,  si  se  cumplió  por  parte  de  Porvenir  la
realización  de  estas,  las  cuales  fueron  enviadas  al  correo  electrónico,
además de las enviadas a través de la aplicación  Liti Suite, poniendo en
conocimiento a la ejecutada las mismas.

Adujo que la demandada tiene conocimiento de la deuda en curso y que
está  aportando  los  documentos  para  obtener  el  pago  de  los  aportes
pensionales  dejados  de  realizar  y  que  con  las  acciones  persuasivas  se
busca que una vez se constituya el  título ejecutivo,  se adelanten unas
acciones  tendientes  a  procurar  el  pago  voluntario  antes  de  iniciar  las
acciones  jurídicas  de  cobro,  pero  en  ningún  caso  estas  actuaciones
complementan o constituyen una unidad jurídica con la liquidación antes
emitida

Solicitó  dar  aplicación  a  la  Resolución  1702  de  2021,  dado  que  esta
subrogó la Resolución 2082 de 2016, por lo que las acciones persuasivas y
aviso de incumplimiento no son actuaciones que complementen el título
ejecutivo.

Por  lo  expuesto,  solicitó  revocar  el  auto  atacado  y  en  su  lugar  librar
mandamiento en favor de su representada (05-fls. 02 a 06 pdf).

CONSIDERACIONES
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Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (04-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 18 de octubre
de 2022 (01-fls.  10 y 11 pdf),  el  fondo accionante tenía hasta el  2 de
noviembre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor
y hasta  el  1  de diciembre  siguiente (30 días  calendario)  para hacer  el
segundo requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se
efectúa al deudor es el 5 de diciembre de 2022, excediendo los 45 días que
como límite establece la Resolución aplicable.

Finalmente, y en cuanto a la aplicación de la Resolución 1702 de 2021
que indica que las acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no
son  actuaciones  que  complementen  el  título,  lo  cierto  es  que,  de
conformidad a lo expuesto en el auto censurado, esta no resulta aplicable
al presente caso dado que se tratan de aportes pensionales en mora que
datan de mayo de 2008 hasta febrero de 2022 (01- fls. 10 y 11 pdf), que
deben seguir el trámite regular previsto en la Resolución 2082 de 2016,
habida cuenta que,  la  entrada en vigencia  del  acto  administrativo  que
pretende el recurrente se tenga en cuenta, de conformidad con su art. 22,
fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es con posterioridad a la fecha
de los aportes en mora que pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia adiada 20 de febrero de 2023, pues no existe duda, que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
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estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  20  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS  PORVENIR  contra  KANTAR  WORLDPANEL  PERU  S.A.
SUCURSAL COLOMBIA por las razones expuestas en la parte motiva de
esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha
20 de febrero de 2023 (Doc. 04 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así  como solicitud de impulso procesal
(Docs. 05 y 06 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

FJ

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado MICHAEL
DUQUE CARMONA en contra del auto calendado el 20 de febrero de 2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra HERMAGU S.A. (Doc. 05 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
frente  a  las acciones  de cobro,  si  se  cumplió  por  parte  de  Porvenir  la
realización  de  estas,  las  cuales  fueron  enviadas  al  correo  electrónico,
además de las enviadas a través de la aplicación  Liti Suite, poniendo en
conocimiento a la ejecutada las mismas.

Adujo que la demandada tiene conocimiento de la deuda en curso y que
está  aportando  los  documentos  para  obtener  el  pago  de  los  aportes
pensionales  dejados  de  realizar  y  que  con  las  acciones  persuasivas  se
busca que una vez se constituya el  título ejecutivo,  se adelanten unas
acciones  tendientes  a  procurar  el  pago  voluntario  antes  de  iniciar  las
acciones  jurídicas  de  cobro,  pero  en  ningún  caso  estas  actuaciones
complementan o constituyen una unidad jurídica con la liquidación antes
emitida

Solicitó  dar  aplicación  a  la  Resolución  1702  de  2021,  dado  que  esta
subrogó la Resolución 2082 de 2016, por lo que las acciones persuasivas y
aviso de incumplimiento no son actuaciones que complementen el título
ejecutivo.

Por  lo  expuesto,  solicitó  revocar  el  auto  atacado  y  en  su  lugar  librar
mandamiento en favor de su representada (05-fls. 02 a 06 pdf).

CONSIDERACIONES
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Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (04-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 6 de octubre
de 2022 (01-fls.  10 y 11 pdf),  el fondo accionante tenía hasta el 17 de
octubre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor y
hasta  el  16  de  noviembre  siguiente  (30  días  calendario)  para  hacer  el
segundo requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se
efectúa al deudor es el 1° de diciembre de 2022, excediendo los 45 días
que como límite establece la Resolución aplicable.

Finalmente, y en cuanto a la aplicación de la Resolución 1702 de 2021
que indica que las acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no
son  actuaciones  que  complementen  el  título,  lo  cierto  es  que,  de
conformidad a lo expuesto en el auto censurado, esta no resulta aplicable
al presente caso por lo menos frente a los aportes pensionales en mora
que datan de agosto de 1997 a junio de 2022 (01- fls. 10 y 11 pdf), que
deben seguir el trámite regular previsto en la Resolución 2082 de 2016,
habida cuenta que,  la  entrada en vigencia  del  acto  administrativo  que
pretende el recurrente se tenga en cuenta, de conformidad con su art. 22,
fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es con posterioridad a la fecha
de los aportes en mora que pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia adiada 20 de febrero de 2023, pues no existe duda, que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.
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Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  20  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra HERMAGU S A por las razones expuestas
en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha
20 de febrero de 2023 (Doc. 04 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 46c407a4df2b6809fc00982b377adffc8c9d9d83a87317e04dd77fd776aa1528

Documento generado en 27/04/2023 10:42:46 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



EJECUTIVO No. 2022 00991 00 

INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así como solicitud de desistimiento del
recurso y de impulso procesal (Docs. 05 a 07 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria.

FJ

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Visto  el  informe  secretarial  que  antecede,  téngase  en  cuenta  el
desistimiento que, del recurso de reposición en contra del auto del 20 de
febrero de 2023 que dispuso negar el mandamiento de pago (Doc. 04 EE),
elevó el extremo ejecutante. Secretaría de cumplimiento a lo dispuesto en
el numeral TERCERO de la mentada providencia. 
 
Cumplido lo anterior, ARCHÍVESE.

El  EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO  NO.    026  
HOY   28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, (Doc. 05 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

FJ

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  JUAN
CARLOS CAMARGO BASTIDAS, en contra del  auto calendado el  22 de
febrero  de  2023,  mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR contra C S I INGENIERIA S A S
(Doc. 05 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en  el  presente  asunto  se  pretenden  pagos  de  los  aportes  pensionales
adeudados por parte del empleador de la referencia a favor del fondo de
pensiones, por lo que, el Legislador establece que el documento base de la
ejecución es la liquidación elaborada por la administradora de pensiones,
sin establecer unas características especiales o algún tipo de información
adicional a los necesarios para un título que preste merito ejecutivo.

Relató que el Despacho negó el mandamiento ejecutivo teniendo en cuenta
la Resolución 2082 de 2016, no obstante, esta norma fue subrogada por la
Resolución 1702 de 2021.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar mandamiento el mismo en favor
de su representada (Doc. 05 EE).

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
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que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (04-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Finalmente, y en cuanto a la aplicación de la Resolución 1702 de 2021
que indica que las acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no
son  actuaciones  que  complementen  el  título,  lo  cierto  es  que,  de
conformidad a lo expuesto en el auto censurado, esta no resulta aplicable
al presente caso por lo menos frente a los aportes pensionales en mora
que datan de  abril de 2018 a junio de 2022 (01- fls. 10 y 11 pdf), que
deben seguir el trámite regular previsto en la Resolución 2082 de 2016,
habida cuenta que,  la  entrada en vigencia  del  acto  administrativo  que
pretende el recurrente se tenga en cuenta, de conformidad con su art. 22,
fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es con posterioridad a la fecha
de los aportes en mora que pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia adiada 22 de febrero de 2023, pues no existe duda, que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  22  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra C S I INGENIERIA S A S por las razones
expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha
22 de febrero de 2023 (Doc. 05 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:



Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior, así  como solicitud de impulso procesal
(Docs. 05 EE). Sírvase Proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  JUAN
CARLOS CAMARGO BASTIDAS, en contra del  auto calendado el  22 de
febrero  de  2023,  mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR contra EMPRESA DE SERVICIOS
LOGISTICOS  CT  APOYO  LOGISTICO  SOCIEDAD  POR  ACCIONES
SIMPLIFICADA (Doc. 05 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en  el  presente  asunto  se  pretenden  pagos  de  los  aportes  pensionales
adeudados por parte del empleador de la referencia a favor del fondo de
pensiones, por lo que, el Legislador establece que el documento base de la
ejecución es la liquidación elaborada por la administradora de pensiones,
sin establecer unas características especiales o algún tipo de información
adicional a los necesarios para un título que preste merito ejecutivo.

Relató que el Despacho negó el mandamiento ejecutivo teniendo en cuenta
la Resolución 2082 de 2016, no obstante, esta norma fue subrogada por la
Resolución 1702 de 2021.

Ahora, con el fin de garantizar el derecho del demandado a conocer de la
obligación, remitió al deudor a la dirección de correo electrónico aportada
para  notificaciones  judiciales  director@ctapoyologistico.com.co sendas
comunicaciones.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

mailto:director@ctapoyologistico.com.co
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Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar mandamiento el mismo en favor
de su representada (Doc. 05 EE).

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (04-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE 2017, SALA DE

CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 14 de octubre
de 2022 (Doc. 01 Fls. 10 y 11), el fondo accionante tenía hasta el 29 de
octubre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor y
hasta  el  28  de  noviembre  siguiente  (30  días  calendario)  para  hacer  el
segundo requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se
efectúa al deudor es el 5 de diciembre de 2022, excediendo los 45 días que
como límite establece la Resolución aplicable.

Finalmente, y en cuanto a la aplicación de la Resolución 1702 de 2021
que indica que las acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no
son  actuaciones  que  complementen  el  título,  lo  cierto  es  que,  de
conformidad a lo expuesto en el auto censurado, esta no resulta aplicable
frente a los aportes pensionales en mora que datan de enero de 2018 a
enero de 2021 (01- fls. 10 y 11 pdf), que deben seguir el trámite regular
previsto en la Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que, la entrada en
vigencia del acto administrativo que pretende el recurrente se tenga en
cuenta, de conformidad con su art. 22, fue a partir del 28 de junio de
2022, esto es con posterioridad a la fecha de los aportes en mora que
pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
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administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia adiada 22 de febrero de 2023, pues no existe duda, que la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  NO  REPONER el  auto  de  fecha  22  de  febrero  de  2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra EMPRESA DE SERVICIOS LOGISTICOS CT
APOYO LOGISTICO SOCIEDAD POR ACCIONES SIMPLIFICADA por las
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha
22 de febrero de 2023 (Doc. 05 E.E.).

El  EXPEDIENTE  DIGITALIZADO,  podrá  solicitarse  al  abonado  telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO  NO.    026  
HOY   28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior (Doc.  05 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  MICHAEL
DUQUE CARMONA en contra del auto calendado el 1 de marzo de 2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra  AGENCIA LOGISTICA DE LAS FUERZAS
MILITARES REGIONAL CENTRO (Doc. 04 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en lo que se refiere a las acciones de cobro, si realizó dichas gestiones,
mismas que envió al correo del deudor el 1 de diciembre de 2022 y el 5 de
enero  de  2023;  adujo  además  que  efectuó  diferentes  requerimientos  a
través de la aplicación liti suite. 

Refirió entonces que, el ejecutado tiene pleno conocimiento de la deuda en
curso, por lo que con las documentales aportadas debe darse aplicación al
principio constitucional de la buena fe.

Añadió  que,  con  las  acciones  persuasivas  se  busca  que  una  vez  se
constituya  el  título  ejecutivo,  se  adelanten  unas  acciones  tendientes  a
procurar  el  pago  voluntario  antes  de  iniciar  las  acciones  jurídicas  de
cobro,  pero  en  ningún  caso  estas  actuaciones  complementan  o
constituyen una unidad jurídica con la liquidación antes emitida.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

De esta manera concluyó que, la Administradora de Fondos de Pensiones,
llevó  a  cabo  una  gestión  idónea  y  oportuna  de  cobro  de  aportes
pensionales obligatorios no cotizados por la parte demandada y constituyó
en  mora  en  debida  forma  a  AGENCIA  LOGISTICA  DE  LAS  FUERZAS
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MILITARES REGIONAL CENTRO, conforme a los parámetros establecidos
en el artículo 5 del Decreto 2633 de 1994 y en el artículo 24 de la Ley 100
de 1993. 

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar orden de apremio en favor de
su representada (Doc. 05 EE).

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (03-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 10 de octubre
de  2022  (Doc.  01 Fl  10-12),  el  fondo  accionante  tenía  hasta  el  25  de
octubre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor y
hasta  el  24  de  noviembre  siguiente  (30  días  calendario)  para  hacer  el
segundo requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se
efectúa al deudor es el 1 de diciembre de 2022, excediendo el término que
establece la Resolución aplicable.

Finalmente, y en cuanto a la Resolución 1702 de 2021 que indica que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en
el auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se
trata de aportes pensionales que datan de mayo de 2014 (01- fl.  10-12
pdf) y que deben seguir el trámite regular previsto en la Resolución 2082
de 2016, habida cuenta que, la entrada en vigencia del acto administrativo
que pretende el recurrente se tenga en cuenta, de conformidad con su art.
22, fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es con posterioridad a la
fecha de los aportes en mora que pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
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administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.
Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada  1  de  marzo  de  2023,  pues  no  existe  duda,  que  la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 1 de marzo de 2023, mediante
el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la  SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
PORVENIR contra  AGENCIA LOGISTICA DE LAS FUERZAS MILITARES-
REGIONAL CENTRO por las razones expuestas en la parte motiva de esta
providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 1
de marzo de 2023 (Doc. 04 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior (Doc. 05 EE). Sírvase Proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  JUAN
CARLOS CAMARGO BASTIDAS, en  contra  del  auto  calendado  el  1  de
marzo  de  2023,  mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR contra VISION VIDA SAS (Doc. 04
E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en  el  presente  asunto  se  pretenden  pagos  de  los  aportes  pensionales
adeudados por parte del empleador de la referencia a favor del fondo de
pensiones, por lo que, el Legislador establece que el documento base de la
ejecución es la liquidación elaborada por la administradora de pensiones,
sin establecer unas características especiales o algún tipo de información
adicional a los necesarios para un título que preste merito ejecutivo.

Relató que el Despacho negó el mandamiento ejecutivo teniendo en cuenta
la Resolución 2082 de 2016, no obstante, esta norma fue subrogada por la
Resolución 1702 de 2021.

Ahora, con el fin de garantizar el derecho del demandado a conocer de la
obligación, remitió al deudor a la dirección de correo electrónico aportada
para  notificaciones  judiciales fundacionasister@gmail.com sendas
comunicaciones.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar mandamiento el mismo en favor
de su representada (Doc. 05 EE).

mailto:FUNDACIONASISTER@GMAIL.COM
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CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (04-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 7 de octubre
de  2022  (Doc.  01 Fl  10-11),  el  fondo  accionante  tenía  hasta  el  22  de
octubre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor y
hasta  el  21  de  noviembre  siguiente  (30  días  calendario)  para  hacer  el
segundo requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se
efectúa al deudor es el 1 de diciembre de 2022, excediendo el término que
establece la Resolución aplicable.

Finalmente, y en cuanto a la Resolución 1702 de 2021 que indica que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en
el auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se
trata de aportes pensionales en mora que datan de abril de 2019 (01- fls.
10 -11 pdf), y que deben seguir el trámite regular previsto en la Resolución
2082  de  2016,  habida  cuenta  que,  la  entrada  en  vigencia  del  acto
administrativo  que  pretende  el  recurrente  se  tenga  en  cuenta,  de
conformidad con su art. 22, fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es
con  posterioridad  a  la  fecha  de  los  aportes  en  mora  que  pretende
recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada  1  de  marzo  de  2023,  pues  no  existe  duda,  que  la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
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estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 1 de marzo de 2023, mediante
el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la  SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
PORVENIR contra VISION VIDA SAS por las razones expuestas en la parte
motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 1
de marzo de 2023 (Doc. 04 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior (Doc. 05 EE). Sírvase Proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  JUAN
CARLOS CAMARGO BASTIDAS, en contra del  auto calendado el  01 de
marzo  de  2023,  mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES  Y  CESANTÍAS  PORVENIR  contra  LOCATIVAS  Y
MANTENIMIENTO S.A.S.  (Doc. 04 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en  el  presente  asunto  se  pretenden  pagos  de  los  aportes  pensionales
adeudados por parte del empleador de la referencia a favor del fondo de
pensiones, por lo que, el Legislador establece que el documento base de la
ejecución es la liquidación elaborada por la administradora de pensiones,
sin establecer unas características especiales o algún tipo de información
adicional a los necesarios para un título que preste merito ejecutivo.

Relató que el Despacho negó el mandamiento ejecutivo teniendo en cuenta
la Resolución 2082 de 2016, no obstante, esta norma fue subrogada por la
Resolución 1702 de 2021.

Ahora, con el fin de garantizar el derecho del demandado a conocer de la
obligación, remitió al deudor a la dirección de correo electrónico aportada
para  notificaciones  judiciales info@locativasexpress.com sendas
comunicaciones.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar mandamiento el mismo en favor
de su representada (Doc. 05 EE).

mailto:info@locativasexpress.com
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CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (04-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 10 de octubre
de  2022  (Doc.  01 Fl  10-11),  el  fondo  accionante  tenía  hasta  el  25  de
octubre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor y
hasta  el  24  de  noviembre  siguiente  (30  días  calendario)  para  hacer  el
segundo requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se
efectúa al deudor es el 1 de diciembre de 2022, excediendo el término que
establece la Resolución aplicable.

Finalmente, y en cuanto a la Resolución 1702 de 2021 que indica que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en
el auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se
trata de aportes pensionales en mora (01- fls.  10 -11 pdf),   que deben
seguir el trámite regular previsto en la Resolución 2082 de 2016, habida
cuenta que, la entrada en vigencia del acto administrativo que pretende el
recurrente se tenga en cuenta, de conformidad con su art. 22, fue a partir
del 28 de junio de 2022, esto es con posterioridad a la fecha de los aportes
en mora que pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada  1  de  marzo  de  2023,  pues  no  existe  duda,  que  la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.
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Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 1 de marzo de 2023, mediante
el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la  SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
PORVENIR contra LOCATIVAS Y MANTENIMIENTO S.A.S.  por las razones
expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 1
de marzo de 2023 (Doc. 04 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior (Doc. 05 EE)

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  JUAN
CARLOS CAMARGO BASTIDAS, en  contra  del  auto  calendado  el  1  de
marzo  de  2023,  mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago
solicitado  por  la  SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE
PENSIONES  Y  CESANTÍAS  PORVENIR  contra  CONSTRUCCIONES
FORERO GV S A S (Doc. 04 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en  el  presente  asunto  se  pretenden  pagos  de  los  aportes  pensionales
adeudados por parte del empleador de la referencia a favor del fondo de
pensiones, por lo que, el Legislador establece que el documento base de la
ejecución es la liquidación elaborada por la administradora de pensiones,
sin establecer unas características especiales o algún tipo de información
adicional a los necesarios para un título que preste merito ejecutivo.

Relató que el Despacho negó el mandamiento ejecutivo teniendo en cuenta
la Resolución 2082 de 2016, no obstante, esta norma fue subrogada por la
Resolución 1702 de 2021.

Ahora, con el fin de garantizar el derecho del demandado a conocer de la
obligación, remitió al deudor a la dirección de correo electrónico aportada
para  notificaciones  judiciales construccionesforerogv@gmail.com sendas
comunicaciones.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar mandamiento el mismo en favor
de su representada (Doc. 05 EE).

mailto:CONSTRUCCIONESFOREROGV@GMAIL.COM
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CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (03-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida la liquidación de los aportes adeudados, esto es, el 10 de octubre
de  2022  (Doc.  01 Fl  10-11),  el  fondo  accionante  tenía  hasta  el  25  de
octubre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al deudor y
hasta  el  24  de  noviembre  siguiente  (30  días  calendario)  para  hacer  el
segundo requerimiento; sin embargo, nótese que el primer contacto que se
efectúa  al  deudor  según  la  nueva  información  suministrada,  y  que
importante es apuntar, corresponde a la comunicación del inicio de esta
acción,  lo  fue  el  6  de  diciembre  de  2022,  excediendo  el  término  que
establece la Resolución aplicable.

Finalmente, y en cuanto a la Resolución 1702 de 2021 que indica que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en
el auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se
trata de aportes pensionales en mora que datan de octubre de 2019 a
diciembre de 2021 (01-  fls.  10 -11 pdf),  y que deben seguir  el  trámite
regular previsto en la Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que, la
entrada en vigencia del acto administrativo que pretende el recurrente se
tenga en cuenta, de conformidad con su art. 22, fue a partir del 28 de
junio de 2022, esto es con posterioridad a la fecha de los aportes en mora
que pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).

En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada  1  de  marzo  de  2023,  pues  no  existe  duda,  que  la
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entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 1 de marzo de 2023, mediante
el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la  SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
PORVENIR contra CONSTRUCCIONES FORERO GV S A S por las razones
expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 1
de marzo de 2023 (Doc. 04 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 21 de abril de 2023 pasa al Despacho de 

la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso de reposición 

contra auto anterior (Doc. 05 EE) 

 

 

 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria 
PGR 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

Verificado el informe secretarial que antecede, procede este Juzgado a resolver 

el recurso de reposición interpuesto por la abogada CATALINA CORTES VIÑA, 

en contra del auto calendado el 06 de marzo de 2023, mediante el cual se negó 

el mandamiento de pago solicitado por la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE 

FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. contra PEDRO 

ERNESTO LIZARAZO MALAMBO (Doc. 04 E.E.). 

 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE 

 

Como fundamentos del recurso, la profesional del derecho manifestó que, su 

representada procedió a emitir la liquidación, la cual presta mérito ejecutivo sin 

mayores exigencias que la de cumplir con lo señalado por el artículo 24 de la Ley 

100 de 1993, por lo que vencidos los plazos señalados para efectuar las 

consignaciones respectivas por parte de los empleadores, la entidad 

administradora, mediante comunicación dirigida al empleador moroso lo 

requerirá y si dentro de los quince (15) días siguientes a dicho requerimiento el 

empleador no se ha pronunciado, se procederá a elaborar la liquidación, la cual 

prestará mérito ejecutivo de conformidad con lo establecido en el artículo 24 de 

la Ley 100 de 1.993, ordenando de manera precisa, y sin lugar a equívocos o 

confusiones, que la liquidación mediante la cual la administradora determina el 

valor adeudado, prestará mérito ejecutivo, para adelantar las acciones de cobro 

con motivo del incumplimiento del empleador  

 

Señaló que, frente a las exigencias de las acciones persuasivas, la resolución 

2082 de 2016 fue subrogada por la Resolución 1702 de 2021, esta última que 

refiere que tales acciones persuasivas, así como el aviso de incumplimiento no 

son actuaciones que complementen el título. 

 

Sostuvo que los términos señalados por el Despacho no regulan el proceso 

ejecutivo son las acciones persuasivas, pues el proceso de cobro jurídico está 

claramente establecido en las normas de procedimiento laboral por lo que el 

titulo ejecutivo base de la acción es el conformado por el requerimiento enviado 

y la liquidación que emite la administradora, mismo que se encuentra 

correctamente conformado. 
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Por lo expuesto, solicitó reponer y dejar sin efecto el auto que negó mandamiento 

de pago y en su lugar librar mandamiento el mismo en favor de su representada 

(Doc. 05 EE). 

 

CONSIDERACIONES 

 

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse en 

cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá 

exigirse ejecutivamente toda obligación que surja de una relación de trabajo o 

que conste en documento que provenga del deudor, de su causante o derive de 

una decisión judicial o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea 

clara, expresa y exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía ejecutiva 

puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que deba estar 

contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que pueda verse 

reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con los cuales se 

constituya una unidad jurídica, o que en su ser, incluya el mismo negocio 

jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad que la doctrina ha 

denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos por el 

apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es objeto de 

discusión que el requerimiento efectuado, se ajusta a lo dispuesto en el art. 5 ° 

del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de cobro establecidos por la UGPP, 

en el parágrafo del art. 9° de la Resolución No. 2082 de 2016, aspectos que se 

resaltan, y que fueron señalados en el auto censurado, (04-fol. 3 pdf). 

 

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el auto de 

censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar las acciones 

persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución, tendientes a 

obtener el pago voluntario por parte del deudor, ya que, conforme a lo normado 

en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación de las administradoras del 

sistema de la protección social, dar aplicación al trámite establecido por la UGPP, 

lo que no acreditó Porvenir S.A., haber agotado en su integridad a la 

presentación de la demanda ejecutiva. 

 

Finalmente, en cuanto a la aplicación de la Resolución 1702 de 2021 que indica 

que las acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones 

que complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en el 

auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se trata de 

aportes pensionales en mora (01- fls. 9-10 pdf), que deben seguir el trámite 

regular previsto en la Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que, la entrada 

en vigencia del acto administrativo que pretende la recurrente se tenga en 

cuenta, de conformidad con su art. 22, fue a partir del 28 de junio de 2022, esto 

es con posterioridad a la fecha de los aportes en mora que pretende recaudar. 

Téngase en cuenta que de conformidad con el artículo 30 de la Constitución 

política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es irretroactiva, 

principio que valga señalar, se traduce en que la norma no tiene, per se, la 

virtualidad de regular situaciones que se han consolidado jurídicamente antes 

de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si la misma norma lo 

contempla. 

 

                                                           
1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE 2017, SALA 

DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.   
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Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló: 

 

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el tiempo y 
esta íntimamente ligada al principio de que todo hecho, acto o negocio jurídico 

se rige por la ley vigente al momento de su ocurrencia, realización o 
celebración. Dentro de la Teoría General del Derecho, es clara la aplicación del 
principio "Tempus regit actus", que se traduce en que la norma vigente al momento 
de sucederse los hechos por ella prevista, es la que se aplica a esos hechos, 
aunque la norma haya sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría 
del Derecho, la denominada ultractividad de las normas, que son normas 
derogadas, que se siguen aplicando a los hechos ocurridos durante su vigencia. 
Este fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera 
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto). 

 

En ese orden, si bien la Resolución del 2021 efectivamente subrogó la resolución 

del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes señalado, el trámite 

de cobro a adelantar debe ser el vigente a la consolidación de la situación que 

faculta al fondo privado a la recaudación administrativa o judicial de los aportes, 

es decir, cuando acaeció la mora que, en este caso fue antes del 28 de junio de 

2022. 

 

Así que, este Juzgado mantiene incólume la decisión adoptada en providencia 

adiada 6 de marzo de 2023, pues no existe duda, que la entidad ejecutante está 

en la obligación legal de cumplir con los estándares de cobro fijados por la UGPP, 

a través de la Resolución 2082 de 2016. 

 

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 

 

PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 6 de marzo de 2023, mediante el cual 

se negó el mandamiento de pago solicitado por la SOCIEDAD ADMINISTRADORA 

DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR contra PEDRO 

ERNESTO LIZARAZO MALAMBO, por las razones expuestas en la parte motiva 

de esta providencia. 

 

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 6 de 

marzo de 2023 (Doc. 04 E.E.). 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
 

EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 026 

HOY 28 DE ABRIL DE 2023 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria 

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz



Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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EJECUTIVO N° 2022 01036 00 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 21 de abril de 2023 pasa al Despacho de 

la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso de reposición 

contra auto anterior (Doc. 05 EE) 

 

 

 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria 
PGR 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

Verificado el informe secretarial que antecede, procede este Juzgado a resolver 

el recurso de reposición interpuesto por el abogado JUAN CARLOS CAMARGO 

BASTIDAS, en contra del auto calendado el 6 de marzo de 2023, mediante el 

cual se negó el mandamiento de pago solicitado por la SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 

contra SMART TRADE S.A.S. (Doc. 04 E.E.).  

 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE 

 

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que, en el 

presente asunto se pretenden pagos de los aportes pensionales adeudados por 

parte del empleador de la referencia a favor del fondo de pensiones, por lo que, 

el Legislador establece que el documento base de la ejecución es la liquidación 

elaborada por la administradora de pensiones, sin establecer unas 

características especiales o algún tipo de información adicional a los necesarios 

para un título que preste merito ejecutivo. 

 

Relató que el Despacho negó el mandamiento ejecutivo teniendo en cuenta la 

Resolución 2082 de 2016, no obstante, esta norma fue subrogada por la 

Resolución 1702 de 2021, por lo que procedió a elaborar el requerimiento previo, 

también llamado Aviso de Incumplimiento, como requisito para acudir a la 

jurisdicción con el fin de obtener el pago de los aportes pensionales dejados de 

hacer por parte de los empleadores.  

 

Refirió que, es por ello que junto con el escrito de demanda se arrimó 

comunicación remitida a la dirección de notificación judicial del aquí demandado 

debidamente cotejada por la empresa de correos 4/72, en el cual se le informa 

de lo adeudado y se le adjunta un estado de cuenta, documentos que cumplen 

a cabalidad con lo preceptuado en la norma 

 

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las 

acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que 

complementen el título. 
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Por lo expuesto, solicitó reponer y dejar sin efecto el auto que negó mandamiento 

de pago y en su lugar librar mandamiento el mismo en favor de su representada 

(Doc. 05 EE). 

 

CONSIDERACIONES 

 

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse en 

cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá 

exigirse ejecutivamente toda obligación que surja de una relación de trabajo o 

que conste en documento que provenga del deudor, de su causante o derive de 

una decisión judicial o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea 

clara, expresa y exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía ejecutiva 

puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que deba estar 

contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que pueda verse 

reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con los cuales se 

constituya una unidad jurídica, o que en su ser, incluya el mismo negocio 

jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad que la doctrina ha 

denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos por el 

apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es objeto de 

discusión que el requerimiento efectuado, se ajusta a lo dispuesto en el art. 5 ° 

del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de cobro establecidos por la UGPP, 

en el parágrafo del art. 9° de la Resolución No. 2082 de 2016, aspectos que se 

resaltan, y que fueron señalados en el auto censurado, (04-fol. 3 pdf). 

 

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el auto de 

censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar las acciones 

persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución, tendientes a 

obtener el pago voluntario por parte del deudor, ya que, conforme a lo normado 

en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación de las administradoras del 

sistema de la protección social, dar aplicación al trámite establecido por la UGPP, 

lo que no acreditó Porvenir S.A., haber agotado en su integridad a la 

presentación de la demanda ejecutiva. 

 

Finalmente, en cuanto a la aplicación de la Resolución 1702 de 2021 que indica 

que las acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones 

que complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en el 

auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se trata de 

aportes pensionales en mora que datan de abril de 2016 a noviembre de 2020 

(01- fls. 10 -13 pdf), y que deben seguir el trámite regular previsto en la 

Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que, la entrada en vigencia del acto 

administrativo que pretende el recurrente se tenga en cuenta, de conformidad 

con su art. 22, fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es con posterioridad a 

la fecha de los aportes en mora que pretende recaudar. 

 

Téngase en cuenta que de conformidad con el artículo 30 de la Constitución 

política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es irretroactiva, 

principio que valga señalar, se traduce en que la norma no tiene, per se, la 

virtualidad de regular situaciones que se han consolidado jurídicamente antes 

de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si la misma norma lo 

contempla. 

                                                           
1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE 2017, SALA 

DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.   
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Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló: 

 

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el tiempo y 
esta íntimamente ligada al principio de que todo hecho, acto o negocio jurídico 

se rige por la ley vigente al momento de su ocurrencia, realización o 
celebración. Dentro de la Teoría General del Derecho, es clara la aplicación del 
principio "Tempus regit actus", que se traduce en que la norma vigente al momento 
de sucederse los hechos por ella prevista, es la que se aplica a esos hechos, 
aunque la norma haya sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría 
del Derecho, la denominada ultractividad de las normas, que son normas 
derogadas, que se siguen aplicando a los hechos ocurridos durante su vigencia. 
Este fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera 
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto). 

 

En ese orden, si bien la Resolución del 2021 efectivamente subrogó la resolución 

del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes señalado, el trámite 

de cobro a adelantar debe ser el vigente a la consolidación de la situación que 

faculta al fondo privado a la recaudación administrativa o judicial de los aportes, 

es decir, cuando acaeció la mora que, en este caso fue antes del 28 de junio de 

2022. 

 

Así que, este Juzgado mantiene incólume la decisión adoptada en providencia 

adiada 6 de marzo de 2023, pues no existe duda, que la entidad ejecutante está 

en la obligación legal de cumplir con los estándares de cobro fijados por la UGPP, 

a través de la Resolución 2082 de 2016. 

 

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 

 

PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 6 de marzo de 2023, mediante el cual 

se negó el mandamiento de pago solicitado por la SOCIEDAD ADMINISTRADORA 

DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR contra SMART TRADE 

S.A.S. por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 6 de 

marzo de 2023 (Doc. 04 E.E.). 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 026 

HOY 28 DE ABRIL DE 2023 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria 

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 21 de abril de 2023 pasa al Despacho de 

la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso de reposición 

contra auto anterior (Doc. 05 EE). Sírvase Proveer. 

 

 

 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria 
PGR 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

Verificado el informe secretarial que antecede, procede este Juzgado a resolver 

el recurso de reposición interpuesto por el abogado JUAN CARLOS CAMARGO 

BASTIDAS, en contra del auto calendado el 6 de marzo de 2023, mediante el 

cual se negó el mandamiento de pago solicitado por la SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 

contra PUBLISERVICIOS DC S.A.S. (Doc. 04 E.E.). 

 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE 

 

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que, en el 

presente asunto se pretenden pagos de los aportes pensionales adeudados por 

parte del empleador de la referencia a favor del fondo de pensiones, por lo que, 

el Legislador establece que el documento base de la ejecución es la liquidación 

elaborada por la administradora de pensiones, sin establecer unas 

características especiales o algún tipo de información adicional a los necesarios 

para un título que preste merito ejecutivo. 

 

Relató que el Despacho negó el mandamiento ejecutivo teniendo en cuenta la 

Resolución 2082 de 2016, no obstante, esta norma fue subrogada por la 

Resolución 1702 de 2021, por lo que procedió a elaborar el requerimiento previo, 

también llamado Aviso de Incumplimiento, como requisito para acudir a la 

jurisdicción con el fin de obtener el pago de los aportes pensionales dejados de 

hacer por parte de los empleadores.  

 

Refirió que, es por ello que junto con el escrito de demanda se arrimó 

comunicación remitida a la dirección de notificación judicial del aquí demandado 

debidamente cotejada por la empresa de correos 4/72, en el cual se le informa 

de lo adeudado y se le adjunta un estado de cuenta, documentos que cumplen 

a cabalidad con lo preceptuado en la norma 

 

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las 

acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que 

complementen el título. 
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Por lo expuesto, solicitó reponer y dejar sin efecto el auto que negó mandamiento 

de pago y en su lugar librar mandamiento el mismo en favor de su representada 

(Doc. 05 EE). 

 

CONSIDERACIONES 

 

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse en 

cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen que podrá 

exigirse ejecutivamente toda obligación que surja de una relación de trabajo o 

que conste en documento que provenga del deudor, de su causante o derive de 

una decisión judicial o arbitral que se encuentre en firme, siempre y cuando sea 

clara, expresa y exigible.  

 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía ejecutiva 

puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca que deba estar 

contenida en un solo, pues no existe prohibición que impida que pueda verse 

reflejada en dos o más, siempre dependientes o conexos, con los cuales se 

constituya una unidad jurídica, o que en su ser, incluya el mismo negocio 

jurídico, de los cuales se extrae su fuerza ejecutiva, unidad que la doctrina ha 

denominado “título ejecutivo complejo”1. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos por el 

apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es objeto de 

discusión que el requerimiento efectuado, se ajusta a lo dispuesto en el art. 5 ° 

del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de cobro establecidos por la UGPP, 

en el parágrafo del art. 9° de la Resolución No. 2082 de 2016, aspectos que se 

resaltan, y que fueron señalados en el auto censurado, (04-fol. 3 pdf). 

 

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el auto de 

censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar las acciones 

persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución, tendientes a 

obtener el pago voluntario por parte del deudor, ya que, conforme a lo normado 

en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación de las administradoras del 

sistema de la protección social, dar aplicación al trámite establecido por la UGPP, 

lo que no acreditó Porvenir S.A., haber agotado en su integridad a la 

presentación de la demanda ejecutiva. 

 

Finalmente, en cuanto a la aplicación de la Resolución 1702 de 2021 que indica 

que las acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones 

que complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en el 

auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se trata de 

aportes pensionales en mora que datan de noviembre de 2015 a junio de 2018 

(01- fls. 10 -11 pdf), y que deben seguir el trámite regular previsto en la 

Resolución 2082 de 2016, habida cuenta que, la entrada en vigencia del acto 

administrativo que pretende el recurrente se tenga en cuenta, de conformidad 

con su art. 22, fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es con posterioridad a 

la fecha de los aportes en mora que pretende recaudar. 

 

Téngase en cuenta que de conformidad con el artículo 30 de la Constitución 

política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es irretroactiva, 

principio que valga señalar, se traduce en que la norma no tiene, per se, la 

virtualidad de regular situaciones que se han consolidado jurídicamente antes 

de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si la misma norma lo 

contempla. 

                                                           
1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE 2017, SALA 

DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.   
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Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló: 

 

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el tiempo y 
esta íntimamente ligada al principio de que todo hecho, acto o negocio jurídico 

se rige por la ley vigente al momento de su ocurrencia, realización o 
celebración. Dentro de la Teoría General del Derecho, es clara la aplicación del 
principio "Tempus regit actus", que se traduce en que la norma vigente al momento 
de sucederse los hechos por ella prevista, es la que se aplica a esos hechos, 
aunque la norma haya sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría 
del Derecho, la denominada ultractividad de las normas, que son normas 
derogadas, que se siguen aplicando a los hechos ocurridos durante su vigencia. 
Este fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera 
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto). 

 

En ese orden, si bien la Resolución del 2021 efectivamente subrogó la resolución 

del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes señalado, el trámite 

de cobro a adelantar debe ser el vigente a la consolidación de la situación que 

faculta al fondo privado a la recaudación administrativa o judicial de los aportes, 

es decir, cuando acaeció la mora que, en este caso fue antes del 28 de junio de 

2022. 

 

Así que, este Juzgado mantiene incólume la decisión adoptada en providencia 

adiada 6 de marzo de 2023, pues no existe duda, que la entidad ejecutante está 

en la obligación legal de cumplir con los estándares de cobro fijados por la UGPP, 

a través de la Resolución 2082 de 2016. 

 

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE: 

 

PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 6 de marzo de 2023, mediante el cual 

se negó el mandamiento de pago solicitado por la SOCIEDAD ADMINISTRADORA 

DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR contra 

PUBLISERVICIOS DC S.A.S.  por las razones expuestas en la parte motiva de 

esta providencia. 

 

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 6 de 

marzo de 2023 (Doc. 04 E.E.). 

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 
 

EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 026 
HOY 28 DE ABRIL DE 2023 A LAS OCHO (8.00 

A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria 

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz



Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 7c7bc4858e5fa077bf85332cfa367b37880cd528f860c1da55822e29658f273e
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INFORME  SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  21  de  abril  de  2023  pasa  al
Despacho de la señora Jueza informando que se presentó en término, recurso
de reposición contra auto anterior (Doc.  05 EE). Sírvase Proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

PGR

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES

DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Verificado  el  informe secretarial  que antecede,  procede  este  Juzgado a
resolver  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  abogado  MICHAEL
DUQUE CARMONA en contra del auto calendado el 6 de marzo de 2023,
mediante  el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR contra RESTREPO OBRAS CIVILES Y ACABADOS
POR ACCIONES SIMPLIFICADA (Doc. 04 E.E.). 

ARGUMENTOS DEL RECURRENTE

Como fundamentos del recurso, el profesional del derecho manifestó que,
en lo que se refiere a las acciones de cobro, si realizó dichas gestiones,
mismas que envió al correo del deudor el 5 de diciembre de 2022 y el 24
de febrero de 2023; adujo además que efectuó diferentes requerimientos a
través de la aplicación liti suite.

Refirió entonces que, el ejecutado tiene pleno conocimiento de la deuda en
curso, por lo que con las documentales aportadas debe darse aplicación al
principio constitucional de la buena fe.

Añadió  que,  con  las  acciones  persuasivas  se  busca  que  una  vez  se
constituya  el  título  ejecutivo,  se  adelanten  unas  acciones  tendientes  a
procurar  el  pago  voluntario  antes  de  iniciar  las  acciones  jurídicas  de
cobro,  pero  en  ningún  caso  estas  actuaciones  complementan  o
constituyen una unidad jurídica con la liquidación antes emitida.

Sostuvo que el artículo 10 de la Resolución 1702 de 2021, dispone que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título.

De esta manera concluyó que, la Administradora de Fondos de Pensiones,
llevó  a  cabo  una  gestión  idónea  y  oportuna  de  cobro  de  aportes
pensionales obligatorios no cotizados por la parte demandada y constituyó
en mora en debida forma a RESTREPO OBRAS CIVILES Y ACABADOS
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POR ACCIONES SIMPLIFICADA, conforme a los parámetros establecidos
en el artículo 5 del Decreto 2633 de 1994 y en el artículo 24 de la Ley 100
de 1993. 

Por  lo  expuesto,  solicitó  reponer  y  dejar  sin  efecto  el  auto  que  negó
mandamiento de pago y en su lugar librar orden de apremio en favor de
su representada (Doc. 05 EE).

CONSIDERACIONES

Para resolver el recurso planteado por la entidad ejecutante, ha de tenerse
en cuenta que los arts. 100 del C.P.T. y S.S. y 422 del C.G.P., disponen
que  podrá  exigirse  ejecutivamente  toda  obligación  que  surja  de  una
relación de trabajo o que conste en documento que provenga del deudor,
de  su  causante  o  derive  de  una  decisión  judicial  o  arbitral  que  se
encuentre en firme, siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha  precisado  la  jurisprudencia,  que  la  obligación  demandable  por  vía
ejecutiva puede constar en cualquier  documento,  sin que ello traduzca
que  deba  estar  contenida  en  un  solo,  pues  no  existe  prohibición  que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica, o que en su
ser, incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Teniendo en cuenta lo anterior, y atendiendo los argumentos expuestos
por el apoderado de la entidad ejecutante, es menester resaltar que no es
objeto  de  discusión  que  el  requerimiento  efectuado,  se  ajusta  a  lo
dispuesto en el art. 5 ° del Decreto 2633 de 1994, y a los estándares de
cobro  establecidos  por  la  UGPP,  en  el  parágrafo  del  art.  9°  de  la
Resolución  No.  2082 de  2016,  aspectos  que se  resaltan,  y  que fueron
señalados en el auto censurado, (04-fol. 3 pdf).

Sin embargo, no puede pasarse por alto que, tal y como se señaló en el
auto de censura, para conformar el título ejecutivo, se requiere desplegar
las acciones persuasivas de que trata el Art. 12 de esta última Resolución,
tendientes  a  obtener  el  pago  voluntario  por  parte  del  deudor,  ya  que,
conforme a lo normado en el art. 178 de la Ley 1607 de 2012 es obligación
de las administradoras del sistema de la protección social, dar aplicación
al trámite establecido por la UGPP, lo que no acreditó Porvenir S.A., haber
agotado en su integridad a la presentación de la demanda ejecutiva.

Y es que pese a que en este momento procesal  aduzca que procedió a
efectuar  las  comunicaciones  señaladas  en  la  Resolución  en  cita,
aportando para el efecto pantallazos de los envíos realizados, de los cuales
valga precisar, no se tiene certeza de haber sido enviados efectivamente a
la  pasiva  ni  tampoco de su contenido,  importante es hacer  notar que,
olvida el recurrente, tales requerimientos de conformidad con el numeral
4° del anexo técnico de la resolución en cita, debían realizarse en unos
tiempos específicos así:

1 SENTENCIA STC11406, DEL 27 DE AGOSTO DE 2015, REITERADA STC18085 DEL 02 DE NOVIEMBRE DE
2017, SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
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“4. OPORTUNIDAD PARA REALIZAR LAS ACCIONES PERSUASIVAS

Las Administradoras deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El
primer contacto lo deben realizar por escrito  dentro de los quince (15) días
calendario siguientes a la constitución o firmeza del título ejecutivo, según el
caso, y el segundo, comunicarlo por cualquier canal dentro de los treinta (30)
días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto,
sin superar  cuarenta y cinco (45)  días calendario”  (Subrayado fuera del
texto).

Es decir, de aceptar como validos los pantallazos que aportó con el escrito
contentivo de la reposición, no podría este Despacho entender surtida en
debida forma la acción persuasiva frente al acreedor en tanto que, una vez
emitida  la  liquidación  de  los  aportes  adeudados,  esto  es,  el  29  de
noviembre de 2022 (Doc. 01 Fl 10-11), el fondo accionante tenía hasta el
14 de diciembre de ese mismo año (15 días calendario) para contactar al
deudor y hasta el 13 de enero siguiente (30 días calendario) para hacer el
segundo requerimiento; sin embargo, nótese que si bien el primer contacto
que se efectúa al deudor según la nueva información suministrada, y que
importante es apuntar, corresponde a la comunicación del inicio de esta
acción,  lo  fue el  5  de diciembre  de  2022,  la  segunda comunicación la
realizó hasta el 24 de febrero de esta calenda, excediendo el término que
establece la Resolución aplicable.

Finalmente, y en cuanto a la Resolución 1702 de 2021 que indica que las
acciones persuasivas y el aviso de incumplimiento no son actuaciones que
complementen el título, lo cierto es que, de conformidad a lo expuesto en
el auto censurado, esta no resulta aplicable al presente caso dado que se
trata de aportes pensionales que datan de mayo de 2020 (01- fl.  10-13
pdf) y que deben seguir el trámite regular previsto en la Resolución 2082
de 2016, habida cuenta que, la entrada en vigencia del acto administrativo
que pretende el recurrente se tenga en cuenta, de conformidad con su art.
22, fue a partir del 28 de junio de 2022, esto es con posterioridad a la
fecha de los aportes en mora que pretende recaudar.

Téngase  en  cuenta  que  de  conformidad  con  el  artículo  30  de  la
Constitución política, así como la Ley 153 de 1987, claro es que la Ley es
irretroactiva, principio que valga señalar, se traduce en que la norma no
tiene, per se, la virtualidad de regular situaciones que se han consolidado
jurídicamente antes de su promulgación, pues esto sólo resulta posible si
la misma norma lo contempla.

Así, la Corte Constitucional en sentencia C-763 de 2002 señaló:

“La ultraactividad de la ley es un problema de aplicación de la ley en el
tiempo y esta íntimamente ligada al principio de que  todo hecho, acto o
negocio  jurídico  se  rige  por  la  ley  vigente  al  momento  de  su
ocurrencia, realización o celebración. Dentro de la Teoría General del
Derecho,  es clara la aplicación del  principio "Tempus regit actus",  que se
traduce en que la norma vigente al momento de sucederse los hechos por
ella prevista, es la que se aplica a esos hechos,  aunque la norma haya
sido derogada después. Esto es lo que explica la Teoría del Derecho, la
denominada ultractividad de las normas, que son normas derogadas, que
se  siguen  aplicando  a  los  hechos  ocurridos  durante  su  vigencia.  Este
fenómeno se presenta en relación con todas las normas jurídicas, cualquiera
que sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc.” (Negrita fuera del texto).
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En ese orden,  si  bien la Resolución del  2021 efectivamente subrogó la
resolución del 2016, lo cierto es que, en el de marras, conforme lo antes
señalado,  el  trámite  de  cobro  a  adelantar  debe  ser  el  vigente  a  la
consolidación de la situación que faculta al fondo privado a la recaudación
administrativa o judicial de los aportes, es decir, cuando acaeció la mora
que, en este caso fue antes del 28 de junio de 2022.

Así  que,  este  Juzgado  mantiene  incólume  la  decisión  adoptada  en
providencia  adiada  6  de  marzo  de  2023,  pues  no  existe  duda,  que  la
entidad  ejecutante  está  en  la  obligación  legal  de  cumplir  con  los
estándares de cobro fijados por la UGPP, a través de la Resolución 2082
de 2016.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 6 de marzo de 2023, mediante
el  cual  se  negó  el  mandamiento  de  pago  solicitado  por  la  SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
PORVENIR  contra  RESTREPO  OBRAS  CIVILES  Y  ACABADOS  POR
ACCIONES SIMPLIFICADA por las razones expuestas en la parte motiva
de esta providencia.

SEGUNDO: DAR estricto cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 6
de marzo de 2023 (Doc. 04 E.E.).

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: c4eb4fcbd8cb2f8fa8f265c3225e88572b9949345d1ffc99dc31bf725fdd3c9c

Documento generado en 27/04/2023 10:43:00 AM
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 11 de abril de 2023, pasa al Despacho
informando que correspondió por reparto la presente demanda ejecutiva y quedó
radicada  bajo  el  No.  2023-00059, demanda  que  proviene  por  parte  del
JUZGADO QUINTO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE CALI,
quien mediante auto del 16 de diciembre de 2022 declaró la falta de competencia
y ordenó su remisión a la Oficina de Apoyo Judicial para que fuera repartida a
los Juzgados Municipales de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá (01-fls. 51 a
53 pdf). Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria.

FJ

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Visto el informe secretarial que antecede, se advierte que la SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTIAS
PORVENIR S.A. pretende se libre mandamiento de pago en contra de OK
GRUP  OK  SAS,  por  valor  de  $ 2.096.000,  correspondiente  a  las
cotizaciones  pensionales  obligatorias  dejadas  de  pagar  y  la  suma  de
$300.200 por concepto de intereses moratorios (01-fls. 2 y 3 pdf).

Por  lo  tanto, previo  a  emitir  algún  pronunciamiento  respecto  de  la
posibilidad  de  librar  mandamiento  de  pago,  este  Despacho  efectúa  las
siguientes consideraciones:   

Se observa que a través de providencia proferida el día 16 de diciembre de
2022,  el  Juzgado  Quinto  Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Cali, resolvió  declarar  la  falta  de  competencia  territorial  y  remitir  el
proceso  a los Juzgados Municipales  de  Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá  –  Reparto,  bajo  el  argumento  que,  el  domicilio  principal  de
SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTIAS PORVENIR S.A. se encuentra en la ciudad de Bogotá, (01-ff.
51 a 53 pdf). 

Sin  embargo,  de conformidad  con  el  certificado  de  existencia  y
representación legal de la ejecutada, la empresa OK GRUP OK SAS tiene
su domicilio en Cali (01-fl. 39 pdf), de ahí que, a criterio de este Despacho,
la  competencia  para  dirimir  esta  controversia  radica  en el  juzgado del
lugar del domicilio de la convocada a juicio, al tratarse de un proceso en
contra  de  una  persona  jurídica  de  derecho  privado,  acudiendo  a  la
previsión general vigente en el procedimiento laboral (art. 5º del CPT y SS),
máxime cuando fue designio de la parte actora radicar el  libelo en esa
ciudad.

En  este  punto,  es  importante  advertir,  que  inicialmente,  en  asuntos
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similares al aquí planteado, la H. Sala de Casación Laboral de la Corte
Suprema  de  Justicia,  ha  venido  asignando  el  conocimiento  por
competencia  territorial  en  cabeza del  juez  del  lugar  del  domicilio  de  la
parte demandante, o del lugar desde donde se adelantaron las gestiones de
cobro -entendiéndose como tal, el sitio en el que se profirió la resolución o
el  título  ejecutivo  correspondiente,  que  puede  coincidir  con  aquel-  con
fundamento en una eventual aplicación del artículo 110 del CPT y SS.

En dichos términos ha sentado su criterio, entre otros, en auto AL 3984-
del 17 de agosto de 2022, en el cual consideró de manera textual lo que se
pasa  a  transcribir  in  extenso,  dada  su  relevancia  en  el  caso  que  se
examina: 

“(…) 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en
que el  Juzgado  Décimo Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Bogotá y el Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales
de Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El primero indica que, en virtud de lo establecido por esta Corporación en
el auto CSJ AL2940-2021, la normativa aplicable es el artículo 110 del
CPTSS  y,  en  consecuencia,  el  conocimiento  de  las  diligencias  le
corresponde  a  Medellín,  por  tratarse  del  domicilio  de  la  entidad  de
seguridad social;  mientras que,  el  segundo,  en sustento de la misma
providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una
adecuada interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero
electivo que fue ejercido por la parte ejecutante, referente al lugar donde
se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de
expedición de la liquidación de los aportes adeudados, título que presta
mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín
en cuanto a la correcta interpretación de la norma y la providencia CSJ
AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al  ceñirse  al  artículo  5º  del  Código  Procesal  del  Trabajo  y  de  la
Seguridad Social, en los procesos en los que la competencia recaiga en
varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último
lugar en donde se haya prestado el servicio,  la parte demandante,  a
efectos de fijar la competencia, tiene la posibilidad de escoger libre y con
plenos efectos,  cualquiera de los anteriores,  siendo esto una garantía
que la jurisprudencia y doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la
inexistencia de un lugar de prestación de servicios, visto desde la óptica
de  los  que realiza  un trabajador,  lo  que  excluye  la  aplicabilidad del
mencionado fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el
lugar del domicilio de la demandada, el cual de acuerdo al certificado de
existencia  y  representación  legal  se  encuentra  en  Fundación  –
Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal
del trabajo que consagre de manera clara y precisa la competencia para
conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100
de 1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al
Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo cierto es que por aplicación
analógica conforme lo permite el  artículo 145 del  Código Procesal  del
Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social,  la  regla  que  se  adapta  es  la
establecida en su artículo 110, puesto que determina la competencia del
juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se
busca garantizar los derechos a la seguridad social de los afiliados a
través del cobro ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones que
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no fueron satisfechas oportunamente.

La citada norma señala: 

Juez  competente  en  las  ejecuciones  promovidas  por  el  Instituto  de
Seguros Sociales. De las ejecuciones de que trata el artículo anterior y el
32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio
del Instituto Colombiano de Seguros Sociales o de la caja seccional del
mismo, que hubiese proferido la resolución correspondiente y de acuerdo
con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe  precisarse  entonces,  que  el  transcrito  precepto  adjetivo  legal,
además, es el aplicable al caso, porque para la época de expedición del
Código  Procesal  del  Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social  (año  1948),  la
única entidad administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el
Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley 100 de 1993, se
originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que
lo  integran,  sin  que  se  determinara  tampoco,  como  se  anunció
precedentemente,  en  quién  recaía  la  competencia  para  conocer  de  la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que
como se dijo, sí estaba prevista en su momento para el ISS, y que en tal
virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los
autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en
mora al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio
de la entidad de seguridad social  o  el  de  aquel  donde se  profirió  la
resolución o el título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala
en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-2022. 

Ahora  bien,  en  el  título  ejecutivo  No.  13176  –  22  que  reposa  en  los
anexos de la demanda del expediente digital (folio 7) se evidencia que
este  fue  expedido  en  Bogotá  y,  la  Administradora  de  Fondos  de
Pensiones  y  Cesantías  Protección  S.A.  optó  por  promover  el  presente
proceso en esa misma ciudad.”

Así entonces, sin desconocer la jerarquía del honorable y máximo tribunal
de  la  jurisdicción  ordinaria  laboral,  con  el  acostumbrado  respeto,  este
Despacho  estima  que  la  competencia  debe  analizarse  a  la  luz  de  lo
consagrado en el artículo 5° del CPT y SS, en consideración a los motivos
que a continuación se exponen:

1.- En asuntos como el presente, se estima inaplicable el artículo 110 del
CPT y SS, por cuanto dicha norma hace parte de la redacción original del
Decreto  2158  de  1948,  anualidad  en  la  cual  el  Instituto  de  Seguros
Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual permite
entender la motivación del legislador de proteger el capital para el pago de
prestaciones pensionales, al permitirle acudir al juez laboral de su propio
domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio
del empleador ejecutado, no obstante, el Instituto de Seguros Sociales hoy
se encuentra extinto, y fue reemplazado por la Administradora Colombiana
de Pensiones – Colpensiones, entidad que tiene presencia y representación
en los 32 departamentos del país, los cuales cuenta cada uno de ellos con
al menos un juez laboral.

De  esta  misma  condición  gozan  las  Administradoras  de  Pensiones  del
Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, dado que estas operan en
la  totalidad  del  territorio  nacional,  con  el  fin  de  garantizar  a  los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional
tal y como lo ordena la Ley 100 de 1993.  
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2.- En otro giro, permitir a las administradoras del RAIS, demandar en un
domicilio extraño al del empleador ejecutado que adeuda los aportes, no
representa  mayor  eficacia  en  la  protección  del  derecho  a  la  Seguridad
Social y, en contravía, dificulta el ejercicio del derecho a la defensa, así
como pone en riesgo la garantía del debido proceso.

A este respecto, si bien la H. Corte indica que la disposición referida en
precedencia  privilegia  el  interés  superior  de  la  seguridad  social  de  los
afiliados y de los recursos de la misma, con su aplicación se desconoce la
capacidad de las AFP para demandar en cualquiera de los municipios en
los  que  tiene  operación,  pues  es  en  dichos  lugares  donde  realiza  las
vinculaciones de empleadores y trabajadores, así como todas las gestiones
relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En ese orden, además de ser una medida que en nada mejora la protección
a la seguridad social de los trabajadores, pasa por alto que los actuales
Códigos  de  Procedimiento,  materializan  como  uno  de  los  pilares  a  la
garantía  del  debido  proceso  que  la  competencia  territorial  radique
principalmente en el domicilio del demandado, y así está consagrado en
los artículos 28 del  CGP y 5 del  CPT y  SS,  pues ello  propende por  la
materialización del derecho a la defensa.

De otra parte, aunque el artículo 156 del CPACA permite que, en algunos
casos se demande en el domicilio del demandante, esta posibilidad está
condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente garantizada esta forma de protección. 

En este  punto,  resulta forzoso traer a colación las consideraciones que
tuvo la H. Corte Constitucional al proferir la sentencia C -470 de 2011, a
través de la cual declaró inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395
de 2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo
por razón del territorio, al señalar como juez competente el domicilio del
demandante. 

Con esta sentencia queda claro, ni siquiera para proteger al trabajador,
quien  es  normalmente  quien  demanda  ante  la  jurisdicción  laboral,  se
puede sacrificar el derecho al debido proceso que le asiste al demandado
de ser accionado en su domicilio. 

Al respecto la Corte, precisó:

“…este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría
representar  para  los  demandados  en  los  procesos  laborales  al
obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale
su contraparte, tendría sus principales repercusiones sobre el principio
de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art. 29) y el acceso a la
administración de justicia (art. 229).”

“ […] 

De cualquier manera , debe anotarse que sí existe en este caso una
percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad que para
la  persona  demandada  podría  representar  tener  que  afrontar  un
proceso en un lugar que no es su domicilio ni tampoco sede de sus
negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que
esta  regla  confiere  el  accionante,  independientemente  de  quién,
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empleador o trabajador, ocupe uno u otro rol. Incluso podrían existir
percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el
sistema judicial en su conjunto…”

“ […] 

Por último, y como quedó dicho páginas atrás al estudiar la idoneidad
de la regla analizada para contribuir al logro del propósito para el cual
fue aprobada, resulta difícil para un juez conocer de un proceso que
versa  sobre  hechos  y  situaciones  ocurridos  en  otra  localidad,  en
algunos  casos  un  lugar  distante  o  incluso  desconocido,  por  lo  que
podría  requerir  de  la  frecuente  solicitud  de  comisiones  a  los
funcionarios judiciales de ese otro territorio, circunstancia que además
de conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la
aplicación del principio de inmediación en la práctica de las pruebas y
la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones
resultan contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  actor  resulta
desproporcionado en los clásicos conflictos laborales del trabajador versus
empleador, con mayor razón resulta desaconsejable en casos como el que
aquí se debate, comoquiera que permite a entidades que operan en todo el
país, demandar en un lugar que resulta ajeno al domicilio del empleador
moroso, y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del
domicilio del empleador o al menos de donde se ejecuta o se ejecutó el
contrato  que  genera  los  aportes  al  sistema  de  seguridad  social  que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo
110  del  CPTSS,  desconoce  el  espíritu  de  la  actual  normatividad  de
garantizar en debida forma el debido proceso, el acceso al derecho a la
defensa  y  a  la  administración  de  justicia,  al  asignar  la  competencia
territorial en el domicilio del demandado.

3.-  De  otra  parte,  el  criterio  de  la  alta  corporación,  pasa  por  alto
involuntariamente que, actualmente el Régimen de Ahorro Individual está
administrado  por  cuatro  fondos  de  pensiones:  i)  la  Administradora  de
Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Protección  S.A.,  ii)  la  Sociedad
Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantias  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv) Skandia Pensiones y Cesantías
S.A., entidades que tienen su domicilio principal, la primera de ellas en la
ciudad de Medellín, y las restantes en la ciudad de Bogotá, por lo que, sin
ser su propósito, está centralizando en su mayoría, el conocimiento de las
controversias de esta naturaleza en los jueces de la capital del país, lo cual
incuestionablemente, genera congestión judicial.

Además,  en  gracia  de  discusión,  el  hecho  de  que  una  administradora
pensional llegue a agrupar la expedición de las liquidaciones que prestan
mérito  ejecutivo  en  su  domicilio  principal,  no  impone  que  todos  los
procesos  en  los  cuales  se  ejecute  por  las  cotizaciones  insolutas
necesariamente deban surtirse allí, como quiera que, se reitera, las AFP
tienen oficinas y atención en gran parte de los municipios cabecera del
país, desde donde gestionan este tipo de requerimientos a los empleadores,
por  lo  cual  en  el  respetuoso  criterio  de  esta  sede  judicial, resulta
desproporcionada  la  carga  por  contera  impuesta  a  algunos  despachos
judiciales del país en este tipo de asuntos, en los que en la actualidad
recae el conocimiento de la mayoría de ellos. 
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Así  las  cosas,  este  Despacho  considera,  que,  ante  este  nuevo  estudio,
recoge  el  criterio  que  traía  respecto  de  la  competencia  territorial  para
conocer de ejecuciones, concluyendo, que para definir la competencia del
asunto que ocupa nuestra atención, y de los de similar naturaleza, se debe
dar  aplicación al  artículo 5º  del  CPT y  SS.  Por  lo  tanto,  revisadas  las
documentales obrantes en el expediente electrónico, atendiendo a que el
presente  proceso  se  está  adelantando  contra  la  persona  jurídica  de
derecho privado OK GRUP OK SAS, quien tiene su domicilio en la ciudad
de Cali,  lugar elegido  por  el  ejecutante para promover  este  proceso,  se
colige  que  el  juez  competente  para  tramitar  el  presente  asunto  es  el
JUZGADO QUINTO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE
MEDELLÍN - ANTIOQUÍA.

De manera que, se promoverá el conflicto negativo de competencia, en
aras de garantizar el acceso eficaz a la administración de justicia, y en
dirección a la  materialización de  los derechos a la  defensa  y al  debido
proceso que asisten a las partes.

Teniendo en cuenta lo anterior, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  PROMOVER  CONFLICTO  NEGATIVO  DE  COMPETENCIA,
con el Juzgado Quinto Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Cali
ante la  Sala  de  Casación Laboral  de la  Corte  Suprema de  Justicia,  de
conformidad con la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO:  REMITIR  el  expediente  electrónico  a  la  Corte  Suprema de
Justicia- Sala de Casación Laboral para lo de su cargo, en cumplimiento a
lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 270 de 1996. 

Para tal  efecto,  líbrese  oficio con destino a la Secretaría General de la
citada Corporación, para lo de su competencia. 

El  EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 11 de abril de 2023, pasa al Despacho
informando que correspondió por reparto la presente demanda ejecutiva y quedó
radicada  bajo  el  No.  2023-00063, demanda  que  proviene  por  parte  del
JUZGADO  CIVIL  CON  CONOCIMIENTO  EN  PROCESOS  LABORALES  DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE GIRARDOTA, quien mediante auto del 14 de diciembre
de 2022 declaró la falta de competencia y ordenó su remisión a la Oficina de
Apoyo Judicial para que fuera repartida a los Juzgados Municipales de Pequeñas
Causas Laborales de Bogotá (01-fls. 135 a 137 pdf). Sírvase proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria.

FJ

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Visto el  informe secretarial  que antecede,  se advierte que COLFONDOS
S.A PENSIONES Y CESANTIAS pretende se libre mandamiento de pago en
contra  de  COOPERATIVA  DE  TRABAJO  ASOCIADO
GIRAR \”COOGIRAR\”  EN DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN,  por  valor  de
$3.076.307,  correspondiente  a  las  cotizaciones  pensionales  obligatorias
dejadas de pagar y la suma de $13.442.200 por concepto de intereses
moratorios (01-fls. 2 y 3 pdf).

Por  lo  tanto, previo  a  emitir  algún  pronunciamiento  respecto  de  la
posibilidad  de  librar  mandamiento  de  pago,  este  Despacho  efectúa  las
siguientes consideraciones:   

Se observa que a través de providencia proferida el día 14 de diciembre de
2022,  el  JUZGADO  CIVIL  CON  CONOCIMIENTO  EN  PROCESOS
LABORALES DEL CIRCUITO JUDICIAL DE GIRARDOTA, resolvió declarar
la  falta  de  competencia  territorial  y  remitir  el  proceso  a  los  Juzgados
Municipales de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá – Reparto, bajo el
argumento que, el domicilio principal de COLFONDOS S.A PENSIONES Y
CESANTIAS se encuentra en la ciudad de Bogotá (01-fls. 135 a 137 pdf). 

Sin  embargo,  de conformidad  con  el  certificado  de  existencia  y
representación  legal  de  la  ejecutada,  la  empresa  COOPERATIVA  DE
TRABAJO  ASOCIADO  GIRAR  \”COOGIRAR\”  EN  DISOLUCIÓN  Y
LIQUIDACIÓN tiene su domicilio en Girardota- Antioquia (01-fl. 17 pdf), de
ahí  que,  a  criterio  de este  Despacho,  la  competencia  para dirimir  esta
controversia radica en el juzgado del lugar del domicilio de la convocada a
juicio,  al  tratarse de un proceso en contra de una persona jurídica de
derecho  privado,  acudiendo  a  la  previsión  general  vigente  en  el
procedimiento laboral (art. 5º del CPT y SS), máxime cuando fue designio
de la parte actora radicar el libelo en esa ciudad.

En  este  punto,  es  importante  advertir,  que  inicialmente,  en  asuntos
similares al aquí planteado, la H. Sala de Casación Laboral de la Corte
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Suprema  de  Justicia,  ha  venido  asignando  el  conocimiento  por
competencia  territorial  en  cabeza del  juez  del  lugar  del  domicilio  de  la
parte demandante, o del lugar desde donde se adelantaron las gestiones de
cobro -entendiéndose como tal, el sitio en el que se profirió la resolución o
el  título  ejecutivo  correspondiente,  que  puede  coincidir  con  aquel-  con
fundamento en una eventual aplicación del artículo 110 del CPT y SS.

En dichos términos ha sentado su criterio, entre otros, en auto AL 3984-
del 17 de agosto de 2022, en el cual consideró de manera textual lo que se
pasa  a  transcribir  in  extenso,  dada  su  relevancia  en  el  caso  que  se
examina: 

“(…) 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en
que el  Juzgado  Décimo Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Bogotá y el Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales
de Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El primero indica que, en virtud de lo establecido por esta Corporación en
el auto CSJ AL2940-2021, la normativa aplicable es el artículo 110 del
CPTSS  y,  en  consecuencia,  el  conocimiento  de  las  diligencias  le
corresponde  a  Medellín,  por  tratarse  del  domicilio  de  la  entidad  de
seguridad social;  mientras que,  el  segundo,  en sustento de la misma
providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una
adecuada interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero
electivo que fue ejercido por la parte ejecutante, referente al lugar donde
se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de
expedición de la liquidación de los aportes adeudados, título que presta
mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín
en cuanto a la correcta interpretación de la norma y la providencia CSJ
AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al  ceñirse  al  artículo  5º  del  Código  Procesal  del  Trabajo  y  de  la
Seguridad Social, en los procesos en los que la competencia recaiga en
varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último
lugar en donde se haya prestado el servicio,  la parte demandante,  a
efectos de fijar la competencia, tiene la posibilidad de escoger libre y con
plenos efectos,  cualquiera de los anteriores,  siendo esto una garantía
que la jurisprudencia y doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la
inexistencia de un lugar de prestación de servicios, visto desde la óptica
de  los  que realiza  un trabajador,  lo  que  excluye  la  aplicabilidad del
mencionado fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el
lugar del domicilio de la demandada, el cual de acuerdo al certificado de
existencia  y  representación  legal  se  encuentra  en  Fundación  –
Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal
del trabajo que consagre de manera clara y precisa la competencia para
conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100
de 1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al
Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo cierto es que por aplicación
analógica conforme lo permite el  artículo 145 del  Código Procesal  del
Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social,  la  regla  que  se  adapta  es  la
establecida en su artículo 110, puesto que determina la competencia del
juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se
busca garantizar los derechos a la seguridad social de los afiliados a
través del cobro ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones que
no fueron satisfechas oportunamente.

La citada norma señala: 
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Juez  competente  en  las  ejecuciones  promovidas  por  el  Instituto  de
Seguros Sociales. De las ejecuciones de que trata el artículo anterior y el
32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio
del Instituto Colombiano de Seguros Sociales o de la caja seccional del
mismo, que hubiese proferido la resolución correspondiente y de acuerdo
con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe  precisarse  entonces,  que  el  transcrito  precepto  adjetivo  legal,
además, es el aplicable al caso, porque para la época de expedición del
Código  Procesal  del  Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social  (año  1948),  la
única entidad administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el
Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley 100 de 1993, se
originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que
lo  integran,  sin  que  se  determinara  tampoco,  como  se  anunció
precedentemente,  en  quién  recaía  la  competencia  para  conocer  de  la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que
como se dijo, sí estaba prevista en su momento para el ISS, y que en tal
virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los
autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en
mora al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio
de la entidad de seguridad social  o  el  de  aquel  donde se  profirió  la
resolución o el título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala
en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-2022. 

Ahora  bien,  en  el  título  ejecutivo  No.  13176  –  22  que  reposa  en  los
anexos de la demanda del expediente digital (folio 7) se evidencia que
este  fue  expedido  en  Bogotá  y,  la  Administradora  de  Fondos  de
Pensiones  y  Cesantías  Protección  S.A.  optó  por  promover  el  presente
proceso en esa misma ciudad.”

Así entonces, sin desconocer la jerarquía del honorable y máximo tribunal
de  la  jurisdicción  ordinaria  laboral,  con  el  acostumbrado  respeto,  este
Despacho  estima  que  la  competencia  debe  analizarse  a  la  luz  de  lo
consagrado en el artículo 5° del CPT y SS, en consideración a los motivos
que a continuación se exponen:

1.- En asuntos como el presente, se estima inaplicable el artículo 110 del
CPT y SS, por cuanto dicha norma hace parte de la redacción original del
Decreto  2158  de  1948,  anualidad  en  la  cual  el  Instituto  de  Seguros
Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual permite
entender la motivación del legislador de proteger el capital para el pago de
prestaciones pensionales, al permitirle acudir al juez laboral de su propio
domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio
del empleador ejecutado, no obstante, el Instituto de Seguros Sociales hoy
se encuentra extinto, y fue reemplazado por la Administradora Colombiana
de Pensiones – Colpensiones, entidad que tiene presencia y representación
en los 32 departamentos del país, los cuales cuenta cada uno de ellos con
al menos un juez laboral.

De  esta  misma  condición  gozan  las  Administradoras  de  Pensiones  del
Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, dado que estas operan en
la  totalidad  del  territorio  nacional,  con  el  fin  de  garantizar  a  los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional
tal y como lo ordena la Ley 100 de 1993.  

2.- En otro giro, permitir a las administradoras del RAIS, demandar en un
domicilio extraño al del empleador ejecutado que adeuda los aportes, no
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representa  mayor  eficacia  en  la  protección  del  derecho  a  la  Seguridad
Social y, en contravía, dificulta el ejercicio del derecho a la defensa, así
como pone en riesgo la garantía del debido proceso.

A este respecto, si bien la H. Corte indica que la disposición referida en
precedencia  privilegia  el  interés  superior  de  la  seguridad  social  de  los
afiliados y de los recursos de la misma, con su aplicación se desconoce la
capacidad de las AFP para demandar en cualquiera de los municipios en
los  que  tiene  operación,  pues  es  en  dichos  lugares  donde  realiza  las
vinculaciones de empleadores y trabajadores, así como todas las gestiones
relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En ese orden, además de ser una medida que en nada mejora la protección
a la seguridad social de los trabajadores, pasa por alto que los actuales
Códigos  de  Procedimiento,  materializan  como  uno  de  los  pilares  a  la
garantía  del  debido  proceso  que  la  competencia  territorial  radique
principalmente en el domicilio del demandado, y así está consagrado en
los artículos 28 del  CGP y 5 del  CPT y  SS,  pues ello  propende por  la
materialización del derecho a la defensa.

De otra parte, aunque el artículo 156 del CPACA permite que, en algunos
casos se demande en el domicilio del demandante, esta posibilidad está
condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente garantizada esta forma de protección. 

En este  punto,  resulta forzoso traer a colación las consideraciones que
tuvo la H. Corte Constitucional al proferir la sentencia C -470 de 2011, a
través de la cual declaró inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395
de 2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo
por razón del territorio, al señalar como juez competente el domicilio del
demandante. 

Con esta sentencia queda claro, ni siquiera para proteger al trabajador,
quien  es  normalmente  quien  demanda  ante  la  jurisdicción  laboral,  se
puede sacrificar el derecho al debido proceso que le asiste al demandado
de ser accionado en su domicilio. 

Al respecto la Corte, precisó:

“…este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría
representar  para  los  demandados  en  los  procesos  laborales  al
obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale
su contraparte, tendría sus principales repercusiones sobre el principio
de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art. 29) y el acceso a la
administración de justicia (art. 229).”

“ […] 

De cualquier manera , debe anotarse que sí existe en este caso una
percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad que para
la  persona  demandada  podría  representar  tener  que  afrontar  un
proceso en un lugar que no es su domicilio ni tampoco sede de sus
negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que
esta  regla  confiere  el  accionante,  independientemente  de  quién,
empleador o trabajador, ocupe uno u otro rol. Incluso podrían existir
percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el
sistema judicial en su conjunto…”

“ […] 
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Por último, y como quedó dicho páginas atrás al estudiar la idoneidad
de la regla analizada para contribuir al logro del propósito para el cual
fue aprobada, resulta difícil para un juez conocer de un proceso que
versa  sobre  hechos  y  situaciones  ocurridos  en  otra  localidad,  en
algunos  casos  un  lugar  distante  o  incluso  desconocido,  por  lo  que
podría  requerir  de  la  frecuente  solicitud  de  comisiones  a  los
funcionarios judiciales de ese otro territorio, circunstancia que además
de conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la
aplicación del principio de inmediación en la práctica de las pruebas y
la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones
resultan contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  actor  resulta
desproporcionado en los clásicos conflictos laborales del trabajador versus
empleador, con mayor razón resulta desaconsejable en casos como el que
aquí se debate, comoquiera que permite a entidades que operan en todo el
país, demandar en un lugar que resulta ajeno al domicilio del empleador
moroso, y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del
domicilio del empleador o al menos de donde se ejecuta o se ejecutó el
contrato  que  genera  los  aportes  al  sistema  de  seguridad  social  que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo
110  del  CPTSS,  desconoce  el  espíritu  de  la  actual  normatividad  de
garantizar en debida forma el debido proceso, el acceso al derecho a la
defensa  y  a  la  administración  de  justicia,  al  asignar  la  competencia
territorial en el domicilio del demandado.

3.-  De  otra  parte,  el  criterio  de  la  alta  corporación,  pasa  por  alto
involuntariamente que, actualmente el Régimen de Ahorro Individual está
administrado  por  cuatro  fondos  de  pensiones:  i)  la  Administradora  de
Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Protección  S.A.,  ii)  la  Sociedad
Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantias  Porvenir  S.A iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv) Skandia Pensiones y Cesantías
S.A., entidades que tienen su domicilio principal, la primera de ellas en la
ciudad de Medellín, y las restantes en la ciudad de Bogotá, por lo que, sin
ser su propósito, está centralizando en su mayoría, el conocimiento de las
controversias de esta naturaleza en los jueces de la capital del país, lo cual
incuestionablemente, genera congestión judicial.

Además,  en  gracia  de  discusión,  el  hecho  de  que  una  administradora
pensional llegue a agrupar la expedición de las liquidaciones que prestan
mérito  ejecutivo  en  su  domicilio  principal,  no  impone  que  todos  los
procesos  en  los  cuales  se  ejecute  por  las  cotizaciones  insolutas
necesariamente  deban  surtirse  allí,  como  quiera  que,  las  AFP  tienen
oficinas  y  atención  en gran parte  de  los  municipios  cabecera  del  país,
desde donde gestionan este tipo de requerimientos a los empleadores, por
lo  cual  en  el  respetuoso  criterio  de  esta  sede  judicial,  resulta
desproporcionada  la  carga  por  contera  impuesta  a  algunos  despachos
judiciales del país en este tipo de asuntos, en los que en la actualidad
recae el conocimiento de la mayoría de ellos.

Así  las  cosas,  este  Despacho  considera,  que,  ante  este  nuevo  estudio,
recoge  el  criterio  que  traía  respecto  de  la  competencia  territorial  para
conocer de ejecuciones, concluyendo, que para definir la competencia del
asunto que ocupa nuestra atención, y de los de similar naturaleza, se debe
dar  aplicación al  artículo 5º  del  CPT y  SS.  Por  lo  tanto,  revisadas  las
documentales obrantes en el expediente electrónico, atendiendo a que el
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presente  proceso  se  está  adelantando  contra  la  persona  jurídica  de
derecho  privado  COOPERATIVA  DE  TRABAJO  ASOCIADO
GIRAR \”COOGIRAR\” EN DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN, quien tiene su
domicilio  en  la  ciudad  de  Girardota-  Antioquia,  lugar  elegido  por  el
ejecutante para promover este proceso, se colige que el juez competente
para  tramitar  el  presente  asunto  es  el  JUZGADO  CIVIL  CON
CONOCIMIENTO EN PROCESOS LABORALES DEL CIRCUITO JUDICIAL
DE GIRARDOTA.

De manera que, se promoverá el conflicto negativo de competencia, en
aras de garantizar el acceso eficaz a la administración de justicia, y en
dirección a la  materialización de  los derechos a la  defensa  y al  debido
proceso que asisten a las partes.

Teniendo en cuenta lo anterior, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  PROMOVER  CONFLICTO  NEGATIVO  DE  COMPETENCIA,
con  el  JUZGADO  CIVIL  CON  CONOCIMIENTO  EN  PROCESOS
LABORALES DEL CIRCUITO JUDICIAL DE GIRARDOTA ante la Sala de
Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, de conformidad con la
parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO:  REMITIR  el  expediente  electrónico  a  la  Corte  Suprema de
Justicia- Sala de Casación Laboral para lo de su cargo, en cumplimiento a
lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 270 de 1996. 

Para tal  efecto,  líbrese  oficio con destino a la Secretaría General de la
citada Corporación, para lo de su competencia. 

El  EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá D.C., 11 de abril de 2023, pasa al
Despacho de la señora Juez el proceso de la referencia, informando que
la presente demanda ejecutiva quedó radicada bajo el  numero  2023-
064. Sírvase proveer. 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria.

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Visto el informe secretarial que antecede, procede a estudiar el Juzgado
la  viabilidad  de  la  presente  ejecución,  encontrando  que  el  doctor
WALTER FABIAN MORENO VARGAS, quien actúa como apoderado de
GENKI LUXURY GLAMPING SAS, pretende se libre mandamiento de pago
en  contra  del  señor  BENITO  RAMOS  PINZON,  por  la  suma  de
$15.000.000, junto con los intereses civiles causados desde el momento
en que incurrió en mora, esto es desde el 1° de julio de 2022 y hasta que
se satisfaga el pago total de la deuda (01-fl. 1 pdf). 

Para resolver lo anterior, ha de tenerse en cuenta que los arts. 100 del
C.P.T.  y  S.S.  y  422  del  C.G.P.,  disponen  que  podrá  exigirse
ejecutivamente toda obligación que surja de una relación de trabajo o
que conste en documento que provenga del deudor, de su causante o
derive de una decisión judicial  o arbitral  que se encuentre en firme,
siempre y cuando sea clara, expresa y exigible. 

Ha precisado la jurisprudencia, que la obligación demandable por vía
ejecutiva puede constar en cualquier documento, sin que ello traduzca
que deba estar contenida en un solo,  pues no existe prohibición que
impida que pueda verse reflejada en dos o más, siempre dependientes o
conexos, con los cuales se constituya una unidad jurídica o que en su
ser incluya el mismo negocio jurídico, de los cuales se extrae su fuerza
ejecutiva,  unidad  que  la  doctrina  ha  denominado  “título  ejecutivo
complejo”1.

Claro  lo  anterior,  es  menester  resaltar,  que,  en  el  título  ejecutivo
presentado por la parte actora, consiste en el contrato de trabajo que
fue suscrito por las partes el 12 de mayo de 2022, se estableció una
cláusula de la siguiente manera:

1 Sentencia STC11406, del 27 de agosto de 2015, reiterada STC18085 del 02 de noviembre de 2017, Sala de Casación
Civil de la Corte Suprema de Justicia.  
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“DECIMO CUARTA- CLÁUSULA PENAL: En caso de incumplimiento de las
obligaciones derivadas del presente contrato por EL TRABAJADOR, y en
especial la terminación unilateral del contrato sin justa causa por parte de
EL  TRABAJADOR,  de  conformidad  con  lo  establecido  en  la  cláusula
DÉCIMO SEGUNDA de este contrato, EL TRABAJADOR se compromete a
pagar a EL EMPLEADOR a título de cláusula penal sancionatoria una suma
correspondiente  al  Cincuenta  por  ciento  (50%)  del  valor  que  resulta  de
multiplicar el salario mensual por doce meses, sin perjuicio del derecho de
EL  EMPLEADOR  para  obtener  la  correspondiente  reparación  por  los
perjuicios causados por el incumplimiento de las obligaciones derivadas del
presente contrato, de conformidad con lo estipulado en el artículo 1592 del
código civil”.

Analizada la precitada cláusula por la cual la parte actora pretende que
se libre mandamiento ejecutivo, conviene precisar que la misma, para
este momento, no resulta exigible, pues para este despacho, el pacto de
resarcimiento económico a modo de indemnización con ocasión de la
decisión  unilateral  del  trabajador  de  terminar  el  contrato  de  trabajo
eventualmente puede desbordar el campo legal.

Lo  anterior,  teniendo  en  cuenta  los  artículos  13  y  43  del  Código
Sustantivo  del  Trabajo,  normas  que  respectivamente  contemplan  el
mínimo de derechos y garantías de los trabajadores y, ordenan que no
produce  efecto  alguno  la  estipulación  que los  desconozca,  lo  que,  a
juicio de esta sede judicial, guarda armonía con el artículo 14 ibidem y
53 constitucional,  en los que se consagra la irrenunciabilidad de los
beneficios mínimos establecidos en las normas laborales.

Aunado a que la Ley 789 de 2002, eliminó la consecuencia jurídica a
cargo  del  trabajador  de  indemnizar  al  empleador  por  no  darle  aviso
oportuno a este,  tanto así,  que esta imposición quedó suprimida del
artículo  64  del  Código  Sustantivo  del  Trabajo,  por  lo  tanto,  aquella
cláusula debe ser analizada en un proceso declarativo, para establecer
su exigibilidad en los términos mencionados, y además,  para que se
demuestre  que cada  extremo cumplió  las  obligaciones  en  el  tiempo,
modo,  lugar  y  condiciones  pactadas,  pues  el  proceso  ejecutivo  se
adelanta para ordenar un pago de una obligación que surge sin ningún
defecto, empero, si ello no ocurre, lo procedente es agotar el trámite de
un proceso ordinario.

Las  anteriores  circunstancias,  conllevan  a este  Juzgado a  NEGAR el
mandamiento de pago solicitado por GENKI LUXURY GLAMPING S.A.S.,
al no encontrarse debidamente conformado el título ejecutivo.

Por lo considerado, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  RECONOCER  personería  al  doctor  WALTER  FABIAN
MORENO VARGAS, identificado con C.C. 1.016.040.196 y T.P. 293.109
del  C.S.  de  la  J.,  para  actuar  como  apoderado  de  GENKI  LUXURY
GLAMPING S.A.S., conforme el poder allegado (01-fls. 8 y 9 pdf).
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SEGUNDO:  NEGAR  EL  MANDAMIENTO  DE  PAGO  solicitado  por
GENKI  LUXURY GLAMPING S.A.S. y,  en  contra  de  BENITO RAMOS
PINZON MEJIA, por las razones expuestas en la parte motiva de esta
providencia.

TERCERO:  DEVOLVER  la  demanda  ejecutiva  a  la  parte  ejecutante,
previas desanotaciones de rigor.

CUARTO:  Una  vez  en  firme  esta  providencia,  ARCHIVAR  las
actuaciones surtidas por el Juzgado.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

           JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 11 de abril de 2023, pasa al Despacho
informando que correspondió por reparto la presente demanda ejecutiva y quedó
radicada  bajo  el  No.  2023-00065, demanda  que  proviene  por  parte  del
JUZGADO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE SINCELEJO-
SUCRE, quien mediante auto del  7 de diciembre  de 2022 declaró la  falta de
competencia y ordenó su remisión a la Oficina de Apoyo Judicial para que fuera
repartida a los Juzgados Municipales de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá
(01-fls. 77 a 81 pdf). Sírvase proveer. 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria.

FJ

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Visto el informe secretarial que antecede, se advierte que la SOCIEDAD
ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR
S.A.  pretende  se  libre  mandamiento  de  pago  en  contra  de
CONSTRUCCIONES E INGENIERIA  P&P  S.A.S,  por  valor  de  $960.000,
correspondiente  a  las  cotizaciones  pensionales  obligatorias  dejadas  de
pagar y la suma de $122.400 por concepto de intereses moratorios (01-fls.
3 y 4 pdf).

Por  lo  tanto, previo  a  emitir  algún  pronunciamiento  respecto  de  la
posibilidad  de  librar  mandamiento  de  pago,  este  Despacho  efectúa  las
siguientes consideraciones:   

Se observa que a través de providencia proferida el día 7 de diciembre de
2022, el Juzgado Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Sincelejo-
Sucre, resolvió  declarar  la  falta  de  competencia  territorial  y  remitir  el
proceso  a los Juzgados Municipales  de  Pequeñas Causas Laborales de
Bogotá  –  Reparto,  bajo  el  argumento  que,  el  domicilio  principal  de
SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS
PORVENIR S.A se encuentra en la ciudad de Bogotá, (01-fls. 77 a 81 pdf). 

Sin  embargo,  de conformidad  con  el  certificado  de  existencia  y
representación legal  de  la  ejecutada,  la  empresa CONSTRUCCIONES E
INGENIERIA P&P S.A.S tiene su domicilio en Sincelejo- Sucre (01-fl. 25
pdf), de ahí que, a criterio de este Despacho, la competencia para dirimir
esta  controversia  radica  en  el  juzgado  del  lugar  del  domicilio  de  la
convocada a juicio, al tratarse de un proceso en contra de una persona
jurídica de derecho privado, acudiendo a la previsión general vigente en el
procedimiento laboral (art. 5º del CPT y SS), máxime cuando fue designio
de la parte actora radicar el libelo en esa ciudad.

En  este  punto,  es  importante  advertir,  que  inicialmente,  en  asuntos
similares al aquí planteado, la H. Sala de Casación Laboral de la Corte
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Suprema  de  Justicia,  ha  venido  asignando  el  conocimiento  por
competencia  territorial  en  cabeza del  juez  del  lugar  del  domicilio  de  la
parte demandante, o del lugar desde donde se adelantaron las gestiones de
cobro -entendiéndose como tal, el sitio en el que se profirió la resolución o
el  título  ejecutivo  correspondiente,  que  puede  coincidir  con  aquel-  con
fundamento en una eventual aplicación del artículo 110 del CPT y SS.

En dichos términos ha sentado su criterio, entre otros, en auto AL 3984-
del 17 de agosto de 2022, en el cual consideró de manera textual lo que se
pasa  a  transcribir  in  extenso,  dada  su  relevancia  en  el  caso  que  se
examina: 

“(…) 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en
que el  Juzgado  Décimo Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Bogotá y el Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales
de Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El primero indica que, en virtud de lo establecido por esta Corporación en
el auto CSJ AL2940-2021, la normativa aplicable es el artículo 110 del
CPTSS  y,  en  consecuencia,  el  conocimiento  de  las  diligencias  le
corresponde  a  Medellín,  por  tratarse  del  domicilio  de  la  entidad  de
seguridad social;  mientras que,  el  segundo,  en sustento de la misma
providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una
adecuada interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero
electivo que fue ejercido por la parte ejecutante, referente al lugar donde
se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de
expedición de la liquidación de los aportes adeudados, título que presta
mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín
en cuanto a la correcta interpretación de la norma y la providencia CSJ
AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al  ceñirse  al  artículo  5º  del  Código  Procesal  del  Trabajo  y  de  la
Seguridad Social, en los procesos en los que la competencia recaiga en
varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último
lugar en donde se haya prestado el servicio,  la parte demandante,  a
efectos de fijar la competencia, tiene la posibilidad de escoger libre y con
plenos efectos,  cualquiera de los anteriores,  siendo esto una garantía
que la jurisprudencia y doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la
inexistencia de un lugar de prestación de servicios, visto desde la óptica
de  los  que realiza  un trabajador,  lo  que  excluye  la  aplicabilidad del
mencionado fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el
lugar del domicilio de la demandada, el cual de acuerdo al certificado de
existencia  y  representación  legal  se  encuentra  en  Fundación  –
Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal
del trabajo que consagre de manera clara y precisa la competencia para
conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100
de 1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al
Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo cierto es que por aplicación
analógica conforme lo permite el  artículo 145 del  Código Procesal  del
Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social,  la  regla  que  se  adapta  es  la
establecida en su artículo 110, puesto que determina la competencia del
juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se
busca garantizar los derechos a la seguridad social de los afiliados a
través del cobro ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones que
no fueron satisfechas oportunamente.



EJECUTIVO No. 2023 00065 00

La citada norma señala: 
Juez  competente  en  las  ejecuciones  promovidas  por  el  Instituto  de
Seguros Sociales. De las ejecuciones de que trata el artículo anterior y el
32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio
del Instituto Colombiano de Seguros Sociales o de la caja seccional del
mismo, que hubiese proferido la resolución correspondiente y de acuerdo
con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe  precisarse  entonces,  que  el  transcrito  precepto  adjetivo  legal,
además, es el aplicable al caso, porque para la época de expedición del
Código  Procesal  del  Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social  (año  1948),  la
única entidad administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el
Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley 100 de 1993, se
originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que
lo  integran,  sin  que  se  determinara  tampoco,  como  se  anunció
precedentemente,  en  quién  recaía  la  competencia  para  conocer  de  la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que
como se dijo, sí estaba prevista en su momento para el ISS, y que en tal
virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los
autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en
mora al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio
de la entidad de seguridad social  o  el  de  aquel  donde se  profirió  la
resolución o el título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala
en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-2022. 

Ahora  bien,  en  el  título  ejecutivo  No.  13176  –  22  que  reposa  en  los
anexos de la demanda del expediente digital (folio 7) se evidencia que
este  fue  expedido  en  Bogotá  y,  la  Administradora  de  Fondos  de
Pensiones  y  Cesantías  Protección  S.A.  optó  por  promover  el  presente
proceso en esa misma ciudad.”

Así entonces, sin desconocer la jerarquía del honorable y máximo tribunal
de  la  jurisdicción  ordinaria  laboral,  con  el  acostumbrado  respeto,  este
Despacho  estima  que  la  competencia  debe  analizarse  a  la  luz  de  lo
consagrado en el artículo 5° del CPT y SS, en consideración a los motivos
que a continuación se exponen:

1.- En asuntos como el presente, se estima inaplicable el artículo 110 del
CPT y SS, por cuanto dicha norma hace parte de la redacción original del
Decreto  2158  de  1948,  anualidad  en  la  cual  el  Instituto  de  Seguros
Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual permite
entender la motivación del legislador de proteger el capital para el pago de
prestaciones pensionales, al permitirle acudir al juez laboral de su propio
domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio
del empleador ejecutado, no obstante, el Instituto de Seguros Sociales hoy
se encuentra extinto, y fue reemplazado por la Administradora Colombiana
de Pensiones – Colpensiones, entidad que tiene presencia y representación
en los 32 departamentos del país, los cuales cuenta cada uno de ellos con
al menos un juez laboral.

De  esta  misma  condición  gozan  las  Administradoras  de  Pensiones  del
Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, dado que estas operan en
la  totalidad  del  territorio  nacional,  con  el  fin  de  garantizar  a  los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional
tal y como lo ordena la Ley 100 de 1993.  
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2.- En otro giro, permitir a las administradoras del RAIS, demandar en un
domicilio extraño al del empleador ejecutado que adeuda los aportes, no
representa  mayor  eficacia  en  la  protección  del  derecho  a  la  Seguridad
Social y, en contravía, dificulta el ejercicio del derecho a la defensa, así
como pone en riesgo la garantía del debido proceso.

A este respecto, si bien la H. Corte indica que la disposición referida en
precedencia  privilegia  el  interés  superior  de  la  seguridad  social  de  los
afiliados y de los recursos de la misma, con su aplicación se desconoce la
capacidad de las AFP para demandar en cualquiera de los municipios en
los  que  tiene  operación,  pues  es  en  dichos  lugares  donde  realiza  las
vinculaciones de empleadores y trabajadores, así como todas las gestiones
relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En ese orden, además de ser una medida que en nada mejora la protección
a la seguridad social de los trabajadores, pasa por alto que los actuales
Códigos  de  Procedimiento,  materializan  como  uno  de  los  pilares  a  la
garantía  del  debido  proceso  que  la  competencia  territorial  radique
principalmente en el domicilio del demandado, y así está consagrado en
los artículos 28 del  CGP y 5 del  CPT y  SS,  pues ello  propende por  la
materialización del derecho a la defensa.

De otra parte, aunque el artículo 156 del CPACA permite que, en algunos
casos se demande en el domicilio del demandante, esta posibilidad está
condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente garantizada esta forma de protección. 

En este  punto,  resulta forzoso traer a colación las consideraciones que
tuvo la H. Corte Constitucional al proferir la sentencia C -470 de 2011, a
través de la cual declaró inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395
de 2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo
por razón del territorio, al señalar como juez competente el domicilio del
demandante. 

Con esta sentencia queda claro, ni siquiera para proteger al trabajador,
quien  es  normalmente  quien  demanda  ante  la  jurisdicción  laboral,  se
puede sacrificar el derecho al debido proceso que le asiste al demandado
de ser accionado en su domicilio. 

Al respecto la Corte, precisó:

“…este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría
representar  para  los  demandados  en  los  procesos  laborales  al
obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale
su contraparte, tendría sus principales repercusiones sobre el principio
de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art. 29) y el acceso a la
administración de justicia (art. 229).”

“ […] 

De cualquier manera , debe anotarse que sí existe en este caso una
percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad que para
la  persona  demandada  podría  representar  tener  que  afrontar  un
proceso en un lugar que no es su domicilio ni tampoco sede de sus
negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que
esta  regla  confiere  el  accionante,  independientemente  de  quién,
empleador o trabajador, ocupe uno u otro rol. Incluso podrían existir
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percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el
sistema judicial en su conjunto…”

“ […] 
Por último, y como quedó dicho páginas atrás al estudiar la idoneidad
de la regla analizada para contribuir al logro del propósito para el cual
fue aprobada, resulta difícil para un juez conocer de un proceso que
versa  sobre  hechos  y  situaciones  ocurridos  en  otra  localidad,  en
algunos  casos  un  lugar  distante  o  incluso  desconocido,  por  lo  que
podría  requerir  de  la  frecuente  solicitud  de  comisiones  a  los
funcionarios judiciales de ese otro territorio, circunstancia que además
de conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la
aplicación del principio de inmediación en la práctica de las pruebas y
la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones
resultan contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  actor  resulta
desproporcionado en los clásicos conflictos laborales del trabajador versus
empleador, con mayor razón resulta desaconsejable en casos como el que
aquí se debate, comoquiera que permite a entidades que operan en todo el
país, demandar en un lugar que resulta ajeno al domicilio del empleador
moroso, y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del
domicilio del empleador o al menos de donde se ejecuta o se ejecutó el
contrato  que  genera  los  aportes  al  sistema  de  seguridad  social  que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo
110  del  CPTSS,  desconoce  el  espíritu  de  la  actual  normatividad  de
garantizar en debida forma el debido proceso, el acceso al derecho a la
defensa  y  a  la  administración  de  justicia,  al  asignar  la  competencia
territorial en el domicilio del demandado.

3.-  De  otra  parte,  el  criterio  de  la  alta  corporación,  pasa  por  alto
involuntariamente que, actualmente el Régimen de Ahorro Individual está
administrado  por  cuatro  fondos  de  pensiones:  i)  la  Administradora  de
Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Protección  S.A.,  ii)  la  Sociedad
Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantias  Porvenir  S.A iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv) Skandia Pensiones y Cesantías
S.A., entidades que tienen su domicilio principal, la primera de ellas en la
ciudad de Medellín, y las restantes en la ciudad de Bogotá, por lo que, sin
ser su propósito, está centralizando en su mayoría, el conocimiento de las
controversias de esta naturaleza en los jueces de la capital del país, lo cual
incuestionablemente, genera congestión judicial.

Además,  en  gracia  de  discusión,  el  hecho  de  que  una  administradora
pensional llegue a agrupar la expedición de las liquidaciones que prestan
mérito  ejecutivo  en  su  domicilio  principal,  no  impone  que  todos  los
procesos  en  los  cuales  se  ejecute  por  las  cotizaciones  insolutas
necesariamente  deban  surtirse  allí,  como  quiera  que,  las  AFP  tienen
oficinas  y  atención  en gran parte  de  los  municipios  cabecera  del  país,
desde donde gestionan este tipo de requerimientos a los empleadores, por
lo  cual  en  el  respetuoso  criterio  de  esta  sede  judicial,  resulta
desproporcionada  la  carga  por  contera  impuesta  a  algunos  despachos
judiciales del país en este tipo de asuntos, en los que en la actualidad
recae el conocimiento de la mayoría de ellos.
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Así  las  cosas,  este  Despacho  considera,  que,  ante  este  nuevo  estudio,
recoge  el  criterio  que  traía  respecto  de  la  competencia  territorial  para
conocer de ejecuciones, concluyendo, que para definir la competencia del
asunto que ocupa nuestra atención, y de los de similar naturaleza, se debe
dar  aplicación al  artículo 5º  del  CPT y  SS.  Por  lo  tanto,  revisadas  las
documentales obrantes en el expediente electrónico, atendiendo a que el
presente  proceso  se  está  adelantando  contra  la  persona  jurídica  de
derecho privado CONSTRUCCIÓNES E INGENIERIA P&P S.A.S, quien tiene
su  domicilio  en  la  ciudad  de  Sincelejo-  Sucre,  lugar  elegido  por  el
ejecutante para promover este proceso, se colige que el juez competente
para  tramitar  el  presente  asunto  es  el  JUZGADO  MUNICIPAL  DE
PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE SINCELEJO- SUCRE.  

De manera que, se promoverá el conflicto negativo de competencia, en
aras de garantizar el acceso eficaz a la administración de justicia, y en
dirección a la  materialización de  los derechos a la  defensa  y al  debido
proceso que asisten a las partes.

Teniendo en cuenta lo anterior, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  PROMOVER  CONFLICTO  NEGATIVO  DE  COMPETENCIA,
con el  JUZGADO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE
SINCELEJO-  SUCRE  ante  la  Sala  de  Casación  Laboral  de  la  Corte
Suprema  de  Justicia,  de  conformidad  con  la  parte  motiva  de  esta
providencia.

SEGUNDO:  REMITIR  el  expediente  electrónico  a  la  Corte  Suprema de
Justicia- Sala de Casación Laboral para lo de su cargo, en cumplimiento a
lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 270 de 1996. 

Para tal  efecto,  líbrese  oficio con destino a la Secretaría General de la
citada Corporación, para lo de su competencia. 

El  EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 18 de abril de 2023, pasa al Despacho
informando que correspondió por reparto la presente demanda ejecutiva y quedó
radicada  bajo  el  No.  2023-00072, demanda  que  proviene  por  parte  del
JUZGADO  PRIMERO  MUNICIPAL  DE  PEQUEÑAS  CAUSAS  LABORALES  DE
PEREIRA, quien mediante auto del 15 de diciembre de 2022 declaró la falta de
competencia y ordenó su remisión a la Oficina de Apoyo Judicial para que fuera
repartida a los Juzgados Municipales de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá
(01-fls. 125 a 127 pdf). Sírvase proveer. 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria.

FJ

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Visto  el  informe  secretarial  que  antecede,  se  advierte  que  la
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS
COLFONDOS S.A. pretende se libre mandamiento de pago en contra de
CENTRO  AUTOMOTRIZ  TANGARIFE  SAS,  por  valor  de  $6.419.123,
correspondiente  a  las  cotizaciones  pensionales  obligatorias  dejadas  de
pagar y la suma de $3.307.900 por concepto de intereses moratorios (01-
fls. 1 y 2 pdf).

Por  lo  tanto, previo  a  emitir  algún  pronunciamiento  respecto  de  la
posibilidad  de  librar  mandamiento  de  pago,  este  Despacho  efectúa  las
siguientes consideraciones:   

Se observa que a través de providencia proferida el día 15 de diciembre de
2022,  el  JUZGADO  PRIMERO  MUNICIPAL  DE  PEQUEÑAS  CAUSAS
LABORALES  DE  PEREIRA, resolvió  declarar  la  falta  de  competencia
territorial y remitir el proceso a los Juzgados Municipales de Pequeñas
Causas Laborales de Bogotá – Reparto, bajo el argumento que, el domicilio
principal  de  ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS COLFONDOS S.A. se encuentra en la ciudad de Bogotá, (01-
fls. 125 a 127 pdf).

Sin  embargo,  de conformidad  con  el  certificado  de  existencia  y
representación legal de la ejecutada, la empresa CENTRO AUTOMOTRIZ
TANGARIFE SAS tiene su domicilio en Pereira (01-fl. 29 pdf), de ahí que, a
criterio de este Despacho, la competencia para dirimir esta controversia
radica en el juzgado del lugar del domicilio de la convocada a juicio, al
tratarse  de  un  proceso  en  contra  de  una persona  jurídica  de  derecho
privado,  acudiendo  a  la  previsión  general  vigente  en  el  procedimiento
laboral (art. 5º del CPT y SS), máxime cuando fue designio de la parte
actora radicar el libelo en esa ciudad.

En  este  punto,  es  importante  advertir,  que  inicialmente,  en  asuntos
similares al aquí planteado, la H. Sala de Casación Laboral de la Corte
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Suprema  de  Justicia,  ha  venido  asignando  el  conocimiento  por
competencia  territorial  en  cabeza del  juez  del  lugar  del  domicilio  de  la
parte demandante, o del lugar desde donde se adelantaron las gestiones de
cobro -entendiéndose como tal, el sitio en el que se profirió la resolución o
el  título  ejecutivo  correspondiente,  que  puede  coincidir  con  aquel-  con
fundamento en una eventual aplicación del artículo 110 del CPT y SS.

En dichos términos ha sentado su criterio, entre otros, en auto AL 3984-
del 17 de agosto de 2022, en el cual consideró de manera textual lo que se
pasa  a  transcribir  in  extenso,  dada  su  relevancia  en  el  caso  que  se
examina: 

“(…) 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en
que el  Juzgado  Décimo Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Bogotá y el Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales
de Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El primero indica que, en virtud de lo establecido por esta Corporación en
el auto CSJ AL2940-2021, la normativa aplicable es el artículo 110 del
CPTSS  y,  en  consecuencia,  el  conocimiento  de  las  diligencias  le
corresponde  a  Medellín,  por  tratarse  del  domicilio  de  la  entidad  de
seguridad social;  mientras que,  el  segundo,  en sustento de la misma
providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una
adecuada interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero
electivo que fue ejercido por la parte ejecutante, referente al lugar donde
se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de
expedición de la liquidación de los aportes adeudados, título que presta
mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín
en cuanto a la correcta interpretación de la norma y la providencia CSJ
AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al  ceñirse  al  artículo  5º  del  Código  Procesal  del  Trabajo  y  de  la
Seguridad Social, en los procesos en los que la competencia recaiga en
varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último
lugar en donde se haya prestado el servicio,  la parte demandante,  a
efectos de fijar la competencia, tiene la posibilidad de escoger libre y con
plenos efectos,  cualquiera de los anteriores,  siendo esto una garantía
que la jurisprudencia y doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la
inexistencia de un lugar de prestación de servicios, visto desde la óptica
de  los  que realiza  un trabajador,  lo  que  excluye  la  aplicabilidad del
mencionado fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el
lugar del domicilio de la demandada, el cual de acuerdo al certificado de
existencia  y  representación  legal  se  encuentra  en  Fundación  –
Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal
del trabajo que consagre de manera clara y precisa la competencia para
conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100
de 1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al
Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo cierto es que por aplicación
analógica conforme lo permite el  artículo 145 del  Código Procesal  del
Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social,  la  regla  que  se  adapta  es  la
establecida en su artículo 110, puesto que determina la competencia del
juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se
busca garantizar los derechos a la seguridad social de los afiliados a
través del cobro ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones que
no fueron satisfechas oportunamente.

La citada norma señala: 
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Juez  competente  en  las  ejecuciones  promovidas  por  el  Instituto  de
Seguros Sociales. De las ejecuciones de que trata el artículo anterior y el
32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio
del Instituto Colombiano de Seguros Sociales o de la caja seccional del
mismo, que hubiese proferido la resolución correspondiente y de acuerdo
con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe  precisarse  entonces,  que  el  transcrito  precepto  adjetivo  legal,
además, es el aplicable al caso, porque para la época de expedición del
Código  Procesal  del  Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social  (año  1948),  la
única entidad administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el
Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley 100 de 1993, se
originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que
lo  integran,  sin  que  se  determinara  tampoco,  como  se  anunció
precedentemente,  en  quién  recaía  la  competencia  para  conocer  de  la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que
como se dijo, sí estaba prevista en su momento para el ISS, y que en tal
virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los
autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en
mora al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio
de la entidad de seguridad social  o  el  de  aquel  donde se  profirió  la
resolución o el título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala
en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-2022. 

Ahora  bien,  en  el  título  ejecutivo  No.  13176  –  22  que  reposa  en  los
anexos de la demanda del expediente digital (folio 7) se evidencia que
este  fue  expedido  en  Bogotá  y,  la  Administradora  de  Fondos  de
Pensiones  y  Cesantías  Protección  S.A.  optó  por  promover  el  presente
proceso en esa misma ciudad.”

Así entonces, sin desconocer la jerarquía del honorable y máximo tribunal
de  la  jurisdicción  ordinaria  laboral,  con  el  acostumbrado  respeto,  este
Despacho  estima  que  la  competencia  debe  analizarse  a  la  luz  de  lo
consagrado en el artículo 5° del CPT y SS, en consideración a los motivos
que a continuación se exponen:

1.- En asuntos como el presente, se estima inaplicable el artículo 110 del
CPT y SS, por cuanto dicha norma hace parte de la redacción original del
Decreto  2158  de  1948,  anualidad  en  la  cual  el  Instituto  de  Seguros
Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual permite
entender la motivación del legislador de proteger el capital para el pago de
prestaciones pensionales, al permitirle acudir al juez laboral de su propio
domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio
del empleador ejecutado, no obstante, el Instituto de Seguros Sociales hoy
se encuentra extinto, y fue reemplazado por la Administradora Colombiana
de Pensiones – Colpensiones, entidad que tiene presencia y representación
en los 32 departamentos del país, los cuales cuenta cada uno de ellos con
al menos un juez laboral.

De  esta  misma  condición  gozan  las  Administradoras  de  Pensiones  del
Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, dado que estas operan en
la  totalidad  del  territorio  nacional,  con  el  fin  de  garantizar  a  los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional
tal y como lo ordena la Ley 100 de 1993.  

2.- En otro giro, permitir a las administradoras del RAIS, demandar en un
domicilio extraño al del empleador ejecutado que adeuda los aportes, no
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representa  mayor  eficacia  en  la  protección  del  derecho  a  la  Seguridad
Social y, en contravía, dificulta el ejercicio del derecho a la defensa, así
como pone en riesgo la garantía del debido proceso.

A este respecto, si bien la H. Corte indica que la disposición referida en
precedencia  privilegia  el  interés  superior  de  la  seguridad  social  de  los
afiliados y de los recursos de la misma, con su aplicación se desconoce la
capacidad de las AFP para demandar en cualquiera de los municipios en
los  que  tiene  operación,  pues  es  en  dichos  lugares  donde  realiza  las
vinculaciones de empleadores y trabajadores, así como todas las gestiones
relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En ese orden, además de ser una medida que en nada mejora la protección
a la seguridad social de los trabajadores, pasa por alto que los actuales
Códigos  de  Procedimiento,  materializan  como  uno  de  los  pilares  a  la
garantía  del  debido  proceso  que  la  competencia  territorial  radique
principalmente en el domicilio del demandado, y así está consagrado en
los artículos 28 del  CGP y 5 del  CPT y  SS,  pues ello  propende por  la
materialización del derecho a la defensa.

De otra parte, aunque el artículo 156 del CPACA permite que, en algunos
casos se demande en el domicilio del demandante, esta posibilidad está
condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente garantizada esta forma de protección. 

En este  punto,  resulta forzoso traer a colación las consideraciones que
tuvo la H. Corte Constitucional al proferir la sentencia C -470 de 2011, a
través de la cual declaró inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395
de 2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo
por razón del territorio, al señalar como juez competente el domicilio del
demandante. 

Con esta sentencia queda claro, ni siquiera para proteger al trabajador,
quien  es  normalmente  quien  demanda  ante  la  jurisdicción  laboral,  se
puede sacrificar el derecho al debido proceso que le asiste al demandado
de ser accionado en su domicilio. 

Al respecto la Corte, precisó:

“…este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría
representar  para  los  demandados  en  los  procesos  laborales  al
obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale
su contraparte, tendría sus principales repercusiones sobre el principio
de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art. 29) y el acceso a la
administración de justicia (art. 229).”

“ […] 

De cualquier manera , debe anotarse que sí existe en este caso una
percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad que para
la  persona  demandada  podría  representar  tener  que  afrontar  un
proceso en un lugar que no es su domicilio ni tampoco sede de sus
negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que
esta  regla  confiere  el  accionante,  independientemente  de  quién,
empleador o trabajador, ocupe uno u otro rol. Incluso podrían existir
percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el
sistema judicial en su conjunto…”

“ […] 
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Por último, y como quedó dicho páginas atrás al estudiar la idoneidad
de la regla analizada para contribuir al logro del propósito para el cual
fue aprobada, resulta difícil para un juez conocer de un proceso que
versa  sobre  hechos  y  situaciones  ocurridos  en  otra  localidad,  en
algunos  casos  un  lugar  distante  o  incluso  desconocido,  por  lo  que
podría  requerir  de  la  frecuente  solicitud  de  comisiones  a  los
funcionarios judiciales de ese otro territorio, circunstancia que además
de conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la
aplicación del principio de inmediación en la práctica de las pruebas y
la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones
resultan contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  actor  resulta
desproporcionado en los clásicos conflictos laborales del trabajador versus
empleador, con mayor razón resulta desaconsejable en casos como el que
aquí se debate, comoquiera que permite a entidades que operan en todo el
país, demandar en un lugar que resulta ajeno al domicilio del empleador
moroso, y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del
domicilio del empleador o al menos de donde se ejecuta o se ejecutó el
contrato  que  genera  los  aportes  al  sistema  de  seguridad  social  que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo
110  del  CPTSS,  desconoce  el  espíritu  de  la  actual  normatividad  de
garantizar en debida forma el debido proceso, el acceso al derecho a la
defensa  y  a  la  administración  de  justicia,  al  asignar  la  competencia
territorial en el domicilio del demandado.

3.-  De  otra  parte,  el  criterio  de  la  alta  corporación,  pasa  por  alto
involuntariamente que, actualmente el Régimen de Ahorro Individual está
administrado  por  cuatro  fondos  de  pensiones:  i)  la  Administradora  de
Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Protección  S.A.,  ii)  la  Sociedad
Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantias  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv) Skandia Pensiones y Cesantías
S.A., entidades que tienen su domicilio principal, la primera de ellas en la
ciudad de Medellín, y las restantes en la ciudad de Bogotá, por lo que, sin
ser su propósito, está centralizando en su mayoría, el conocimiento de las
controversias de esta naturaleza en los jueces de la capital del país, lo cual
incuestionablemente, genera congestión judicial.

Además,  en  gracia  de  discusión,  el  hecho  de  que  una  administradora
pensional llegue a agrupar la expedición de las liquidaciones que prestan
mérito  ejecutivo  en  su  domicilio  principal,  no  impone  que  todos  los
procesos  en  los  cuales  se  ejecute  por  las  cotizaciones  insolutas
necesariamente  deban  surtirse  allí,  como  quiera  que,  las  AFP  tienen
oficinas  y  atención  en gran parte  de  los  municipios  cabecera  del  país,
desde donde gestionan este tipo de requerimientos a los empleadores, por
lo  cual  en  el  respetuoso  criterio  de  esta  sede  judicial,  resulta
desproporcionada  la  carga  por  contera  impuesta  a  algunos  despachos
judiciales del país en este tipo de asuntos, en los que en la actualidad
recae el conocimiento de la mayoría de ellos.

Así  las  cosas,  este  Despacho  considera,  que,  ante  este  nuevo  estudio,
recoge  el  criterio  que  traía  respecto  de  la  competencia  territorial  para
conocer de ejecuciones, concluyendo, que para definir la competencia del
asunto que ocupa nuestra atención, y de los de similar naturaleza, se debe
dar  aplicación al  artículo 5º  del  CPT y  SS.  Por  lo  tanto,  revisadas  las
documentales obrantes en el expediente electrónico, atendiendo a que el
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presente  proceso  se  está  adelantando  contra  la  persona  jurídica  de
derecho privado CENTRO AUTOMOTRIZ TANGARIFE SAS, quien tiene su
domicilio  en  la  ciudad de  Pereira,  lugar  elegido  por  el  ejecutante  para
promover este proceso, se colige que el juez competente para tramitar el
presente  asunto es el  JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS
CAUSAS LABORALES DE PEREIRA.

De manera que, se promoverá el conflicto negativo de competencia, en
aras de garantizar el acceso eficaz a la administración de justicia, y en
dirección a la  materialización de  los derechos a la  defensa  y al  debido
proceso que asisten a las partes.

Teniendo en cuenta lo anterior, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO: PROMOVER CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIA con
el JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE PEREIRA ante la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de
Justicia, de conformidad con la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO:  REMITIR  el  expediente  electrónico  a  la  Corte  Suprema de
Justicia- Sala de Casación Laboral para lo de su cargo, en cumplimiento a
lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 270 de 1996. 

Para tal  efecto,  líbrese  oficio con destino a la Secretaría General de la
citada Corporación, para lo de su competencia. 

El  EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria
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Deicy Johanna Valero Ortiz
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  18  de  abril  de  2023,  pasa  al
Despacho informando que correspondió por reparto la presente demanda
ejecutiva  y  quedó  radicada  bajo  el  No.  2023-00075, demanda  que
proviene por parte del  JUZGADO SEGUNDO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS
CAUSAS LABORALES DE CALI, quien mediante auto del 11 de octubre de
2022 declaró la falta de competencia y ordenó su remisión a la Oficina de
Apoyo Judicial para que fuera repartida a los Juzgados Municipales de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  (01-fls.  75  a  77  pdf). Sírvase
proveer.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria.

FJ

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Visto el informe secretarial que antecede, se advierte que la SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTIAS
PORVENIR  S.A  pretende  se  libre  mandamiento  de  pago  en  contra  de
TRANS YUMBO S.A.,  por  valor  de  $ 1.054.886,  correspondiente  a  las
cotizaciones  pensionales  obligatorias  dejadas de  pagar  y  la  suma de  $
1.955.800 por concepto de intereses moratorios (01-fls. 1 y 2 pdf).

Por  lo  tanto, previo  a  emitir  algún  pronunciamiento  respecto  de  la
posibilidad  de  librar  mandamiento  de  pago,  este  Despacho  efectúa  las
siguientes consideraciones:   

Se observa que a través de providencia proferida el día 11 de octubre de
2022,  el  JUZGADO  SEGUNDO  MUNICIPAL  DE  PEQUEÑAS  CAUSAS
LABORALES DE CALI, resolvió declarar la falta de competencia territorial
y  remitir  el  proceso  a  los  Juzgados  Municipales  de  Pequeñas  Causas
Laborales  de  Bogotá  –  Reparto,  bajo  el  argumento  que,  el  domicilio
principal de SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES
Y CESANTIAS PORVENIR S.A se encuentra en la ciudad de Bogotá,  (01-
fls. 75 a 77 pdf). 

Sin  embargo,  de conformidad  con  el  certificado  de  existencia  y
representación  legal  de  la  ejecutada,  la  empresa  TRANS YUMBO S.A.,
tiene su domicilio en Cali (01-fl.  19 pdf),  de ahí que, a criterio de este
Despacho,  la  competencia  para  dirimir  esta  controversia  radica  en  el
juzgado del lugar del domicilio de la convocada a juicio, al tratarse de un
proceso en contra de una persona jurídica de derecho privado, acudiendo
a la previsión general vigente en el procedimiento laboral (art. 5º del CPT y
SS), máxime cuando fue designio de la parte actora radicar el libelo en esa
ciudad.

En  este  punto,  es  importante  advertir,  que  inicialmente,  en  asuntos
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similares al aquí planteado, la H. Sala de Casación Laboral de la Corte
Suprema  de  Justicia,  ha  venido  asignando  el  conocimiento  por
competencia  territorial  en  cabeza del  juez  del  lugar  del  domicilio  de  la
parte demandante, o del lugar desde donde se adelantaron las gestiones de
cobro -entendiéndose como tal, el sitio en el que se profirió la resolución o
el  título  ejecutivo  correspondiente,  que  puede  coincidir  con  aquel-  con
fundamento en una eventual aplicación del artículo 110 del CPT y SS.

En dichos términos ha sentado su criterio, entre otros, en auto AL 3984-
del 17 de agosto de 2022, en el cual consideró de manera textual lo que se
pasa  a  transcribir  in  extenso,  dada  su  relevancia  en  el  caso  que  se
examina: 

“(…) 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en
que el  Juzgado  Décimo Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Bogotá y el Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales
de Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El primero indica que, en virtud de lo establecido por esta Corporación en
el auto CSJ AL2940-2021, la normativa aplicable es el artículo 110 del
CPTSS  y,  en  consecuencia,  el  conocimiento  de  las  diligencias  le
corresponde  a  Medellín,  por  tratarse  del  domicilio  de  la  entidad  de
seguridad social;  mientras que,  el  segundo,  en sustento de la misma
providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una
adecuada interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero
electivo que fue ejercido por la parte ejecutante, referente al lugar donde
se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de
expedición de la liquidación de los aportes adeudados, título que presta
mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín
en cuanto a la correcta interpretación de la norma y la providencia CSJ
AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al  ceñirse  al  artículo  5º  del  Código  Procesal  del  Trabajo  y  de  la
Seguridad Social, en los procesos en los que la competencia recaiga en
varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último
lugar en donde se haya prestado el servicio,  la parte demandante,  a
efectos de fijar la competencia, tiene la posibilidad de escoger libre y con
plenos efectos,  cualquiera de los anteriores,  siendo esto una garantía
que la jurisprudencia y doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la
inexistencia de un lugar de prestación de servicios, visto desde la óptica
de  los  que realiza  un trabajador,  lo  que  excluye  la  aplicabilidad del
mencionado fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el
lugar del domicilio de la demandada, el cual de acuerdo al certificado de
existencia  y  representación  legal  se  encuentra  en  Fundación  –
Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal
del trabajo que consagre de manera clara y precisa la competencia para
conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100
de 1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al
Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo cierto es que por aplicación
analógica conforme lo permite el  artículo 145 del  Código Procesal  del
Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social,  la  regla  que  se  adapta  es  la
establecida en su artículo 110, puesto que determina la competencia del
juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se
busca garantizar los derechos a la seguridad social de los afiliados a
través del cobro ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones que
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no fueron satisfechas oportunamente.

La citada norma señala: 

Juez  competente  en  las  ejecuciones  promovidas  por  el  Instituto  de
Seguros Sociales. De las ejecuciones de que trata el artículo anterior y el
32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio
del Instituto Colombiano de Seguros Sociales o de la caja seccional del
mismo, que hubiese proferido la resolución correspondiente y de acuerdo
con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe  precisarse  entonces,  que  el  transcrito  precepto  adjetivo  legal,
además, es el aplicable al caso, porque para la época de expedición del
Código  Procesal  del  Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social  (año  1948),  la
única entidad administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el
Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley 100 de 1993, se
originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que
lo  integran,  sin  que  se  determinara  tampoco,  como  se  anunció
precedentemente,  en  quién  recaía  la  competencia  para  conocer  de  la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que
como se dijo, sí estaba prevista en su momento para el ISS, y que en tal
virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los
autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en
mora al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio
de la entidad de seguridad social  o  el  de  aquel  donde se  profirió  la
resolución o el título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala
en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-2022. 

Ahora  bien,  en  el  título  ejecutivo  No.  13176  –  22  que  reposa  en  los
anexos de la demanda del expediente digital (folio 7) se evidencia que
este  fue  expedido  en  Bogotá  y,  la  Administradora  de  Fondos  de
Pensiones  y  Cesantías  Protección  S.A.  optó  por  promover  el  presente
proceso en esa misma ciudad.”

Así entonces, sin desconocer la jerarquía del honorable y máximo tribunal
de  la  jurisdicción  ordinaria  laboral,  con  el  acostumbrado  respeto,  este
Despacho  estima  que  la  competencia  debe  analizarse  a  la  luz  de  lo
consagrado en el artículo 5° del CPT y SS, en consideración a los motivos
que a continuación se exponen:

1.- En asuntos como el presente, se estima inaplicable el artículo 110 del
CPT y SS, por cuanto dicha norma hace parte de la redacción original del
Decreto  2158  de  1948,  anualidad  en  la  cual  el  Instituto  de  Seguros
Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual permite
entender la motivación del legislador de proteger el capital para el pago de
prestaciones pensionales, al permitirle acudir al juez laboral de su propio
domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio
del empleador ejecutado, no obstante, el Instituto de Seguros Sociales hoy
se encuentra extinto, y fue reemplazado por la Administradora Colombiana
de Pensiones – Colpensiones, entidad que tiene presencia y representación
en los 32 departamentos del país, los cuales cuenta cada uno de ellos con
al menos un juez laboral.

De  esta  misma  condición  gozan  las  Administradoras  de  Pensiones  del
Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, dado que estas operan en
la  totalidad  del  territorio  nacional,  con  el  fin  de  garantizar  a  los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional
tal y como lo ordena la Ley 100 de 1993.  
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2.- En otro giro, permitir a las administradoras del RAIS, demandar en un
domicilio extraño al del empleador ejecutado que adeuda los aportes, no
representa  mayor  eficacia  en  la  protección  del  derecho  a  la  Seguridad
Social y, en contravía, dificulta el ejercicio del derecho a la defensa, así
como pone en riesgo la garantía del debido proceso.

A este respecto, si bien la H. Corte indica que la disposición referida en
precedencia  privilegia  el  interés  superior  de  la  seguridad  social  de  los
afiliados y de los recursos de la misma, con su aplicación se desconoce la
capacidad de las AFP para demandar en cualquiera de los municipios en
los  que  tiene  operación,  pues  es  en  dichos  lugares  donde  realiza  las
vinculaciones de empleadores y trabajadores, así como todas las gestiones
relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En ese orden, además de ser una medida que en nada mejora la protección
a la seguridad social de los trabajadores, pasa por alto que los actuales
Códigos  de  Procedimiento,  materializan  como  uno  de  los  pilares  a  la
garantía  del  debido  proceso  que  la  competencia  territorial  radique
principalmente en el domicilio del demandado, y así está consagrado en
los artículos 28 del  CGP y 5 del  CPT y  SS,  pues ello  propende por  la
materialización del derecho a la defensa.

De otra parte, aunque el artículo 156 del CPACA permite que, en algunos
casos se demande en el domicilio del demandante, esta posibilidad está
condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente garantizada esta forma de protección. 

En este  punto,  resulta forzoso traer a colación las consideraciones que
tuvo la H. Corte Constitucional al proferir la sentencia C -470 de 2011, a
través de la cual declaró inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395
de 2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo
por razón del territorio, al señalar como juez competente el domicilio del
demandante. 

Con esta sentencia queda claro, ni siquiera para proteger al trabajador,
quien  es  normalmente  quien  demanda  ante  la  jurisdicción  laboral,  se
puede sacrificar el derecho al debido proceso que le asiste al demandado
de ser accionado en su domicilio. 

Al respecto la Corte, precisó:

“…este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría
representar  para  los  demandados  en  los  procesos  laborales  al
obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale
su contraparte, tendría sus principales repercusiones sobre el principio
de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art. 29) y el acceso a la
administración de justicia (art. 229).”

“ […] 

De cualquier manera , debe anotarse que sí existe en este caso una
percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad que para
la  persona  demandada  podría  representar  tener  que  afrontar  un
proceso en un lugar que no es su domicilio ni tampoco sede de sus
negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que
esta  regla  confiere  el  accionante,  independientemente  de  quién,
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empleador o trabajador, ocupe uno u otro rol. Incluso podrían existir
percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el
sistema judicial en su conjunto…”

“ […] 

Por último, y como quedó dicho páginas atrás al estudiar la idoneidad
de la regla analizada para contribuir al logro del propósito para el cual
fue aprobada, resulta difícil para un juez conocer de un proceso que
versa  sobre  hechos  y  situaciones  ocurridos  en  otra  localidad,  en
algunos  casos  un  lugar  distante  o  incluso  desconocido,  por  lo  que
podría  requerir  de  la  frecuente  solicitud  de  comisiones  a  los
funcionarios judiciales de ese otro territorio, circunstancia que además
de conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la
aplicación del principio de inmediación en la práctica de las pruebas y
la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones
resultan contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  actor  resulta
desproporcionado en los clásicos conflictos laborales del trabajador versus
empleador, con mayor razón resulta desaconsejable en casos como el que
aquí se debate, comoquiera que permite a entidades que operan en todo el
país, demandar en un lugar que resulta ajeno al domicilio del empleador
moroso, y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del
domicilio del empleador o al menos de donde se ejecuta o se ejecutó el
contrato  que  genera  los  aportes  al  sistema  de  seguridad  social  que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo
110  del  CPTSS,  desconoce  el  espíritu  de  la  actual  normatividad  de
garantizar en debida forma el debido proceso, el acceso al derecho a la
defensa  y  a  la  administración  de  justicia,  al  asignar  la  competencia
territorial en el domicilio del demandado.

3.-  De  otra  parte,  el  criterio  de  la  alta  corporación,  pasa  por  alto
involuntariamente que, actualmente el Régimen de Ahorro Individual está
administrado  por  cuatro  fondos  de  pensiones:  i)  la  Administradora  de
Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Protección  S.A.,  ii)  la  Sociedad
Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantias  Porvenir  S.A iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv) Skandia Pensiones y Cesantías
S.A., entidades que tienen su domicilio principal, la primera de ellas en la
ciudad de Medellín, y las restantes en la ciudad de Bogotá, por lo que, sin
ser su propósito, está centralizando en su mayoría, el conocimiento de las
controversias de esta naturaleza en los jueces de la capital del país, lo cual
incuestionablemente, genera congestión judicial.

Además,  en  gracia  de  discusión,  el  hecho  de  que  una  administradora
pensional llegue a agrupar la expedición de las liquidaciones que prestan
mérito  ejecutivo  en  su  domicilio  principal,  no  impone  que  todos  los
procesos  en  los  cuales  se  ejecute  por  las  cotizaciones  insolutas
necesariamente  deban  surtirse  allí,  como  quiera  que,  las  AFP  tienen
oficinas  y  atención  en gran parte  de  los  municipios  cabecera  del  país,
desde donde gestionan este tipo de requerimientos a los empleadores, por
lo  cual  en  el  respetuoso  criterio  de  esta  sede  judicial,  resulta
desproporcionada  la  carga  por  contera  impuesta  a  algunos  despachos
judiciales del país en este tipo de asuntos, en los que en la actualidad
recae el conocimiento de la mayoría de ellos.
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Así  las  cosas,  este  Despacho  considera,  que,  ante  este  nuevo  estudio,
recoge  el  criterio  que  traía  respecto  de  la  competencia  territorial  para
conocer de ejecuciones, concluyendo, que para definir la competencia del
asunto que ocupa nuestra atención, y de los de similar naturaleza, se debe
dar  aplicación al  artículo 5º  del  CPT y  SS.  Por  lo  tanto,  revisadas  las
documentales obrantes en el expediente electrónico, atendiendo a que el
presente  proceso  se  está  adelantando  contra  la  persona  jurídica  de
derecho privado TRANS YUMBO S.A., quien tiene su domicilio en la ciudad
de Cali,  lugar elegido  por  el  ejecutante para promover  este  proceso,  se
colige  que  el  juez  competente  para  tramitar  el  presente  asunto  es  el
JUZGADO SEGUNDO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES
DE CALI.

De manera que, se promoverá el conflicto negativo de competencia, en
aras de garantizar el acceso eficaz a la administración de justicia, y en
dirección a la  materialización de  los derechos a la  defensa  y al  debido
proceso que asisten a las partes.

Teniendo en cuenta lo anterior, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO: PROMOVER CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIA con
el  JUZGADO  SEGUNDO  MUNICIPAL  DE  PEQUEÑAS  CAUSAS
LABORALES  DE  CALI  ante  la  Sala  de  Casación  Laboral  de  la  Corte
Suprema  de  Justicia,  de  conformidad  con  la  parte  motiva  de  esta
providencia.

SEGUNDO:  REMITIR  el  expediente  electrónico  a  la  Corte  Suprema de
Justicia- Sala de Casación Laboral para lo de su cargo, en cumplimiento a
lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 270 de 1996. 

Para tal  efecto,  líbrese  oficio con destino a la Secretaría General de la
citada Corporación, para lo de su competencia. 

El  EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  18  de  abril  de  2023,  pasa  al
Despacho informando que correspondió por reparto la presente demanda
ejecutiva  y  quedó  radicada  bajo  el  No.  2023-00079, demanda  que
proviene por parte del  JUZGADO SEGUNDO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS
CAUSAS LABORALES DE CALI, quien mediante auto del 29 de septiembre
de 2022 declaró la falta de competencia y ordenó su remisión a la Oficina
de Apoyo Judicial para que fuera repartida a los Juzgados Municipales de
Pequeñas  Causas  Laborales  de  Bogotá  (01-fls.  69  a  71  pdf). Sírvase
proveer. 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria.

FJ

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Visto el informe secretarial que antecede, se advierte que la SOCIEDAD
ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTIAS
PORVENIR  S.A  pretende  se  libre  mandamiento  de  pago  en  contra  de
FUNDACION EDUCATIVA JOSE ANGEL HERRERA MORA, por valor de
$2.225.070,  correspondiente  a  las  cotizaciones  pensionales  obligatorias
dejadas  de  pagar  y  la  suma de  $8.126.800  por  concepto  de  intereses
moratorios (01-fls. 1 y 2 pdf).

Por  lo  tanto, previo  a  emitir  algún  pronunciamiento  respecto  de  la
posibilidad  de  librar  mandamiento  de  pago,  este  Despacho  efectúa  las
siguientes consideraciones:   

Se observa que a través de providencia proferida el día 29 de septiembre
de 2022, el  JUZGADO SEGUNDO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS
LABORALES DE CALI, resolvió declarar la falta de competencia territorial
y  remitir  el  proceso  a  los  Juzgados  Municipales  de  Pequeñas  Causas
Laborales  de  Bogotá  –  Reparto,  bajo  el  argumento  que,  el  domicilio
principal de SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES
Y CESANTIAS PORVENIR S.A se encuentra en la ciudad de Bogotá,  (01-
fls. 69 a 71 pdf). 

Sin  embargo,  de conformidad  con  la  consulta  oficiosa  que  realizó  el
Despacho por internet, se pudo verificar que la FUNDACION EDUCATIVA
JOSE ANGEL HERRERA MORA, tiene su domicilio en Cali (Doc. 04 E.E.),
y, en todo caso la parte actora en el acápite de notificaciones informó que
era en esta ciudad (01-fl. 8 pdf), de ahí que, a criterio de este Despacho, la
competencia para dirimir esta controversia radica en el juzgado del lugar
del domicilio de la convocada a juicio, al tratarse de un proceso en contra
de  una persona  jurídica  de  derecho  privado,  acudiendo  a  la  previsión
general vigente en el procedimiento laboral (art. 5º del CPT y SS), máxime
cuando fue designio de la parte actora radicar el libelo en esa ciudad.
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En  este  punto,  es  importante  advertir,  que  inicialmente,  en  asuntos
similares al aquí planteado, la H. Sala de Casación Laboral de la Corte
Suprema  de  Justicia,  ha  venido  asignando  el  conocimiento  por
competencia  territorial  en  cabeza del  juez  del  lugar  del  domicilio  de  la
parte demandante, o del lugar desde donde se adelantaron las gestiones de
cobro -entendiéndose como tal, el sitio en el que se profirió la resolución o
el  título  ejecutivo  correspondiente,  que  puede  coincidir  con  aquel-  con
fundamento en una eventual aplicación del artículo 110 del CPT y SS.

En dichos términos ha sentado su criterio, entre otros, en auto AL 3984-
del 17 de agosto de 2022, en el cual consideró de manera textual lo que se
pasa  a  transcribir  in  extenso,  dada  su  relevancia  en  el  caso  que  se
examina: 

“(…) 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en
que el  Juzgado  Décimo Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Bogotá y el Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales
de Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El primero indica que, en virtud de lo establecido por esta Corporación en
el auto CSJ AL2940-2021, la normativa aplicable es el artículo 110 del
CPTSS  y,  en  consecuencia,  el  conocimiento  de  las  diligencias  le
corresponde  a  Medellín,  por  tratarse  del  domicilio  de  la  entidad  de
seguridad social;  mientras que,  el  segundo,  en sustento de la misma
providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una
adecuada interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero
electivo que fue ejercido por la parte ejecutante, referente al lugar donde
se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de
expedición de la liquidación de los aportes adeudados, título que presta
mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín
en cuanto a la correcta interpretación de la norma y la providencia CSJ
AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al  ceñirse  al  artículo  5º  del  Código  Procesal  del  Trabajo  y  de  la
Seguridad Social, en los procesos en los que la competencia recaiga en
varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último
lugar en donde se haya prestado el servicio,  la parte demandante,  a
efectos de fijar la competencia, tiene la posibilidad de escoger libre y con
plenos efectos,  cualquiera de los anteriores,  siendo esto una garantía
que la jurisprudencia y doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la
inexistencia de un lugar de prestación de servicios, visto desde la óptica
de  los  que realiza  un trabajador,  lo  que  excluye  la  aplicabilidad del
mencionado fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el
lugar del domicilio de la demandada, el cual de acuerdo al certificado de
existencia  y  representación  legal  se  encuentra  en  Fundación  –
Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal
del trabajo que consagre de manera clara y precisa la competencia para
conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100
de 1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al
Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo cierto es que por aplicación
analógica conforme lo permite el  artículo 145 del  Código Procesal  del
Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social,  la  regla  que  se  adapta  es  la
establecida en su artículo 110, puesto que determina la competencia del
juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se
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busca garantizar los derechos a la seguridad social de los afiliados a
través del cobro ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones que
no fueron satisfechas oportunamente.

La citada norma señala: 

Juez  competente  en  las  ejecuciones  promovidas  por  el  Instituto  de
Seguros Sociales. De las ejecuciones de que trata el artículo anterior y el
32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio
del Instituto Colombiano de Seguros Sociales o de la caja seccional del
mismo, que hubiese proferido la resolución correspondiente y de acuerdo
con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe  precisarse  entonces,  que  el  transcrito  precepto  adjetivo  legal,
además, es el aplicable al caso, porque para la época de expedición del
Código  Procesal  del  Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social  (año  1948),  la
única entidad administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el
Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley 100 de 1993, se
originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que
lo  integran,  sin  que  se  determinara  tampoco,  como  se  anunció
precedentemente,  en  quién  recaía  la  competencia  para  conocer  de  la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que
como se dijo, sí estaba prevista en su momento para el ISS, y que en tal
virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los
autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en
mora al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio
de la entidad de seguridad social  o  el  de  aquel  donde se  profirió  la
resolución o el título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala
en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-2022. 

Ahora  bien,  en  el  título  ejecutivo  No.  13176  –  22  que  reposa  en  los
anexos de la demanda del expediente digital (folio 7) se evidencia que
este  fue  expedido  en  Bogotá  y,  la  Administradora  de  Fondos  de
Pensiones  y  Cesantías  Protección  S.A.  optó  por  promover  el  presente
proceso en esa misma ciudad.”

Así entonces, sin desconocer la jerarquía del honorable y máximo tribunal
de  la  jurisdicción  ordinaria  laboral,  con  el  acostumbrado  respeto,  este
Despacho  estima  que  la  competencia  debe  analizarse  a  la  luz  de  lo
consagrado en el artículo 5° del CPT y SS, en consideración a los motivos
que a continuación se exponen:

1.- En asuntos como el presente, se estima inaplicable el artículo 110 del
CPT y SS, por cuanto dicha norma hace parte de la redacción original del
Decreto  2158  de  1948,  anualidad  en  la  cual  el  Instituto  de  Seguros
Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual permite
entender la motivación del legislador de proteger el capital para el pago de
prestaciones pensionales, al permitirle acudir al juez laboral de su propio
domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio
del empleador ejecutado, no obstante, el Instituto de Seguros Sociales hoy
se encuentra extinto, y fue reemplazado por la Administradora Colombiana
de Pensiones – Colpensiones, entidad que tiene presencia y representación
en los 32 departamentos del país, los cuales cuenta cada uno de ellos con
al menos un juez laboral.

De  esta  misma  condición  gozan  las  Administradoras  de  Pensiones  del
Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, dado que estas operan en
la  totalidad  del  territorio  nacional,  con  el  fin  de  garantizar  a  los
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trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional
tal y como lo ordena la Ley 100 de 1993.  

2.- En otro giro, permitir a las administradoras del RAIS, demandar en un
domicilio extraño al del empleador ejecutado que adeuda los aportes, no
representa  mayor  eficacia  en  la  protección  del  derecho  a  la  Seguridad
Social y, en contravía, dificulta el ejercicio del derecho a la defensa, así
como pone en riesgo la garantía del debido proceso.

A este respecto, si bien la H. Corte indica que la disposición referida en
precedencia  privilegia  el  interés  superior  de  la  seguridad  social  de  los
afiliados y de los recursos de la misma, con su aplicación se desconoce la
capacidad de las AFP para demandar en cualquiera de los municipios en
los  que  tiene  operación,  pues  es  en  dichos  lugares  donde  realiza  las
vinculaciones de empleadores y trabajadores, así como todas las gestiones
relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En ese orden, además de ser una medida que en nada mejora la protección
a la seguridad social de los trabajadores, pasa por alto que los actuales
Códigos  de  Procedimiento,  materializan  como  uno  de  los  pilares  a  la
garantía  del  debido  proceso  que  la  competencia  territorial  radique
principalmente en el domicilio del demandado, y así está consagrado en
los artículos 28 del  CGP y 5 del  CPT y  SS,  pues ello  propende por  la
materialización del derecho a la defensa.

De otra parte, aunque el artículo 156 del CPACA permite que, en algunos
casos se demande en el domicilio del demandante, esta posibilidad está
condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente garantizada esta forma de protección. 

En este  punto,  resulta forzoso traer a colación las consideraciones que
tuvo la H. Corte Constitucional al proferir la sentencia C -470 de 2011, a
través de la cual declaró inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395
de 2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo
por razón del territorio, al señalar como juez competente el domicilio del
demandante. 

Con esta sentencia queda claro, ni siquiera para proteger al trabajador,
quien  es  normalmente  quien  demanda  ante  la  jurisdicción  laboral,  se
puede sacrificar el derecho al debido proceso que le asiste al demandado
de ser accionado en su domicilio. 

Al respecto la Corte, precisó:

“…este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría
representar  para  los  demandados  en  los  procesos  laborales  al
obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale
su contraparte, tendría sus principales repercusiones sobre el principio
de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art. 29) y el acceso a la
administración de justicia (art. 229).”

“ […] 

De cualquier manera , debe anotarse que sí existe en este caso una
percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad que para
la  persona  demandada  podría  representar  tener  que  afrontar  un
proceso en un lugar que no es su domicilio ni tampoco sede de sus
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negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que
esta  regla  confiere  el  accionante,  independientemente  de  quién,
empleador o trabajador, ocupe uno u otro rol. Incluso podrían existir
percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el
sistema judicial en su conjunto…”

“ […] 

Por último, y como quedó dicho páginas atrás al estudiar la idoneidad
de la regla analizada para contribuir al logro del propósito para el cual
fue aprobada, resulta difícil para un juez conocer de un proceso que
versa  sobre  hechos  y  situaciones  ocurridos  en  otra  localidad,  en
algunos  casos  un  lugar  distante  o  incluso  desconocido,  por  lo  que
podría  requerir  de  la  frecuente  solicitud  de  comisiones  a  los
funcionarios judiciales de ese otro territorio, circunstancia que además
de conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la
aplicación del principio de inmediación en la práctica de las pruebas y
la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones
resultan contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  actor  resulta
desproporcionado en los clásicos conflictos laborales del trabajador versus
empleador, con mayor razón resulta desaconsejable en casos como el que
aquí se debate, comoquiera que permite a entidades que operan en todo el
país, demandar en un lugar que resulta ajeno al domicilio del empleador
moroso, y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del
domicilio del empleador o al menos de donde se ejecuta o se ejecutó el
contrato  que  genera  los  aportes  al  sistema  de  seguridad  social  que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo
110  del  CPTSS,  desconoce  el  espíritu  de  la  actual  normatividad  de
garantizar en debida forma el debido proceso, el acceso al derecho a la
defensa  y  a  la  administración  de  justicia,  al  asignar  la  competencia
territorial en el domicilio del demandado.

3.-  De  otra  parte,  el  criterio  de  la  alta  corporación,  pasa  por  alto
involuntariamente que, actualmente el Régimen de Ahorro Individual está
administrado  por  cuatro  fondos  de  pensiones:  i)  la  Administradora  de
Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Protección  S.A.,  ii)  la  Sociedad
Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantias  Porvenir  S.A iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv) Skandia Pensiones y Cesantías
S.A., entidades que tienen su domicilio principal, la primera de ellas en la
ciudad de Medellín, y las restantes en la ciudad de Bogotá, por lo que, sin
ser su propósito, está centralizando en su mayoría, el conocimiento de las
controversias de esta naturaleza en los jueces de la capital del país, lo cual
incuestionablemente, genera congestión judicial.

Además,  en  gracia  de  discusión,  el  hecho  de  que  una  administradora
pensional llegue a agrupar la expedición de las liquidaciones que prestan
mérito  ejecutivo  en  su  domicilio  principal,  no  impone  que  todos  los
procesos  en  los  cuales  se  ejecute  por  las  cotizaciones  insolutas
necesariamente  deban  surtirse  allí,  como  quiera  que,  las  AFP  tienen
oficinas  y  atención  en gran parte  de  los  municipios  cabecera  del  país,
desde donde gestionan este tipo de requerimientos a los empleadores, por
lo  cual  en  el  respetuoso  criterio  de  esta  sede  judicial,  resulta
desproporcionada  la  carga  por  contera  impuesta  a  algunos  despachos
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judiciales del país en este tipo de asuntos, en los que en la actualidad
recae el conocimiento de la mayoría de ellos.

Así  las  cosas,  este  Despacho  considera,  que,  ante  este  nuevo  estudio,
recoge  el  criterio  que  traía  respecto  de  la  competencia  territorial  para
conocer de ejecuciones, concluyendo, que para definir la competencia del
asunto que ocupa nuestra atención, y de los de similar naturaleza, se debe
dar  aplicación al  artículo 5º  del  CPT y  SS.  Por  lo  tanto,  revisadas  las
documentales obrantes en el expediente electrónico, atendiendo a que el
presente  proceso  se  está  adelantando  contra  la  persona  jurídica  de
derecho  privado  FUNDACION  EDUCATIVA  JOSE  ANGEL  HERRERA
MORA, quien tiene su domicilio en la ciudad de Cali, lugar elegido por el
ejecutante para promover este proceso, se colige que el juez competente
para tramitar el presente asunto es el JUZGADO SEGUNDO MUNICIPAL
DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE CALI.

De manera que, se promoverá el conflicto negativo de competencia, en
aras de garantizar el acceso eficaz a la administración de justicia, y en
dirección a la  materialización de  los derechos a la  defensa  y al  debido
proceso que asisten a las partes.

Teniendo en cuenta lo anterior, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO: PROMOVER CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIA con
el  JUZGADO  SEGUNDO  MUNICIPAL  DE  PEQUEÑAS  CAUSAS
LABORALES  DE  CALI  ante  la  Sala  de  Casación  Laboral  de  la  Corte
Suprema  de  Justicia,  de  conformidad  con  la  parte  motiva  de  esta
providencia.

SEGUNDO:  REMITIR  el  expediente  electrónico  a  la  Corte  Suprema de
Justicia- Sala de Casación Laboral para lo de su cargo, en cumplimiento a
lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 270 de 1996. 

Para tal  efecto,  líbrese  oficio con destino a la Secretaría General de la
citada Corporación, para lo de su competencia. 

El  EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 18 de abril de 2023, pasa al Despacho
informando que correspondió por reparto la presente demanda ejecutiva y quedó
radicada  bajo  el  No.  2023-00088, demanda  que  proviene  por  parte  del
JUZGADO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE VALLEDUPAR,
quien mediante auto del 16 de diciembre de 2022 declaró la falta de competencia
y ordenó su remisión a la Oficina de Apoyo Judicial para que fuera repartida a
los Juzgados Municipales de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá (01-fls. 132 a
134 pdf). Sírvase proveer. 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria.

FJ

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Visto el informe secretarial que antecede, se advierte que la COLFONDOS
S.A PENSIONES Y CESANTÍAS pretende se libre mandamiento de pago en
contra de TERMINAL DE TRANSPORTES DE VALLEDUPAR S.A., por valor
de $9.483.082, correspondiente a las cotizaciones pensionales obligatorias
dejadas  de  pagar  y  la  suma de  $5.485.915  por  concepto  de  intereses
moratorios (01-fls. 1 y 2 pdf).

Por  lo  tanto, previo  a  emitir  algún  pronunciamiento  respecto  de  la
posibilidad  de  librar  mandamiento  de  pago,  este  Despacho  efectúa  las
siguientes consideraciones:   

Se observa que a través de providencia proferida el día 16 de diciembre de
2022, el JUZGADO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE
VALLEDUPAR, resolvió  declarar  la  falta  de  competencia  territorial  y
remitir  el  proceso  a  los  Juzgados  Municipales  de  Pequeñas  Causas
Laborales  de  Bogotá  –  Reparto,  bajo  el  argumento  que,  el  domicilio
principal de COLFONDOS S.A PENSIONES Y CESANTÍAS se encuentra en
la ciudad de Bogotá, (01-fls. 132 a 134 pdf). 

Sin  embargo,  de conformidad  con  el  certificado  de  existencia  y
representación  legal  de  la  ejecutada,  la  empresa  TERMINAL  DE
TRANSPORTES DE VALLEDUPAR S.A., tiene su domicilio en Valledupar
(01-fl. 17 pdf),  de ahí que, a criterio de este Despacho, la competencia
para dirimir esta controversia radica en el juzgado del lugar del domicilio
de  la  convocada  a  juicio,  al  tratarse  de  un proceso  en contra  de  una
persona  jurídica  de  derecho  privado,  acudiendo  a  la  previsión  general
vigente en el procedimiento laboral (art. 5º del CPT y SS), máxime cuando
fue designio de la parte actora radicar el libelo en esa ciudad.

En  este  punto,  es  importante  advertir,  que  inicialmente,  en  asuntos
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similares al aquí planteado, la H. Sala de Casación Laboral de la Corte
Suprema  de  Justicia,  ha  venido  asignando  el  conocimiento  por
competencia  territorial  en  cabeza del  juez  del  lugar  del  domicilio  de  la
parte demandante, o del lugar desde donde se adelantaron las gestiones de
cobro -entendiéndose como tal, el sitio en el que se profirió la resolución o
el  título  ejecutivo  correspondiente,  que  puede  coincidir  con  aquel-  con
fundamento en una eventual aplicación del artículo 110 del CPT y SS.

En dichos términos ha sentado su criterio, entre otros, en auto AL 3984-
del 17 de agosto de 2022, en el cual consideró de manera textual lo que se
pasa  a  transcribir  in  extenso,  dada  su  relevancia  en  el  caso  que  se
examina: 

“(…) 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en
que el  Juzgado  Décimo Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Bogotá y el Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales
de Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El primero indica que, en virtud de lo establecido por esta Corporación en
el auto CSJ AL2940-2021, la normativa aplicable es el artículo 110 del
CPTSS  y,  en  consecuencia,  el  conocimiento  de  las  diligencias  le
corresponde  a  Medellín,  por  tratarse  del  domicilio  de  la  entidad  de
seguridad social;  mientras que,  el  segundo,  en sustento de la misma
providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una
adecuada interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero
electivo que fue ejercido por la parte ejecutante, referente al lugar donde
se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de
expedición de la liquidación de los aportes adeudados, título que presta
mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín
en cuanto a la correcta interpretación de la norma y la providencia CSJ
AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al  ceñirse  al  artículo  5º  del  Código  Procesal  del  Trabajo  y  de  la
Seguridad Social, en los procesos en los que la competencia recaiga en
varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último
lugar en donde se haya prestado el servicio,  la parte demandante,  a
efectos de fijar la competencia, tiene la posibilidad de escoger libre y con
plenos efectos,  cualquiera de los anteriores,  siendo esto una garantía
que la jurisprudencia y doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la
inexistencia de un lugar de prestación de servicios, visto desde la óptica
de  los  que realiza  un trabajador,  lo  que  excluye  la  aplicabilidad del
mencionado fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el
lugar del domicilio de la demandada, el cual de acuerdo al certificado de
existencia  y  representación  legal  se  encuentra  en  Fundación  –
Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal
del trabajo que consagre de manera clara y precisa la competencia para
conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100
de 1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al
Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo cierto es que por aplicación
analógica conforme lo permite el  artículo 145 del  Código Procesal  del
Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social,  la  regla  que  se  adapta  es  la
establecida en su artículo 110, puesto que determina la competencia del
juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se
busca garantizar los derechos a la seguridad social de los afiliados a
través del cobro ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones que
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no fueron satisfechas oportunamente.
La citada norma señala: 

Juez  competente  en  las  ejecuciones  promovidas  por  el  Instituto  de
Seguros Sociales. De las ejecuciones de que trata el artículo anterior y el
32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio
del Instituto Colombiano de Seguros Sociales o de la caja seccional del
mismo, que hubiese proferido la resolución correspondiente y de acuerdo
con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe  precisarse  entonces,  que  el  transcrito  precepto  adjetivo  legal,
además, es el aplicable al caso, porque para la época de expedición del
Código  Procesal  del  Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social  (año  1948),  la
única entidad administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el
Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley 100 de 1993, se
originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que
lo  integran,  sin  que  se  determinara  tampoco,  como  se  anunció
precedentemente,  en  quién  recaía  la  competencia  para  conocer  de  la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que
como se dijo, sí estaba prevista en su momento para el ISS, y que en tal
virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los
autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en
mora al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio
de la entidad de seguridad social  o  el  de  aquel  donde se  profirió  la
resolución o el título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala
en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-2022. 

Ahora  bien,  en  el  título  ejecutivo  No.  13176  –  22  que  reposa  en  los
anexos de la demanda del expediente digital (folio 7) se evidencia que
este  fue  expedido  en  Bogotá  y,  la  Administradora  de  Fondos  de
Pensiones  y  Cesantías  Protección  S.A.  optó  por  promover  el  presente
proceso en esa misma ciudad.”

Así entonces, sin desconocer la jerarquía del honorable y máximo tribunal
de  la  jurisdicción  ordinaria  laboral,  con  el  acostumbrado  respeto,  este
Despacho  estima  que  la  competencia  debe  analizarse  a  la  luz  de  lo
consagrado en el artículo 5° del CPT y SS, en consideración a los motivos
que a continuación se exponen:

1.- En asuntos como el presente, se estima inaplicable el artículo 110 del
CPT y SS, por cuanto dicha norma hace parte de la redacción original del
Decreto  2158  de  1948,  anualidad  en  la  cual  el  Instituto  de  Seguros
Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual permite
entender la motivación del legislador de proteger el capital para el pago de
prestaciones pensionales, al permitirle acudir al juez laboral de su propio
domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio
del empleador ejecutado, no obstante, el Instituto de Seguros Sociales hoy
se encuentra extinto, y fue reemplazado por la Administradora Colombiana
de Pensiones – Colpensiones, entidad que tiene presencia y representación
en los 32 departamentos del país, los cuales cuenta cada uno de ellos con
al menos un juez laboral.

De  esta  misma  condición  gozan  las  Administradoras  de  Pensiones  del
Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, dado que estas operan en
la  totalidad  del  territorio  nacional,  con  el  fin  de  garantizar  a  los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional
tal y como lo ordena la Ley 100 de 1993.  
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2.- En otro giro, permitir a las administradoras del RAIS, demandar en un
domicilio extraño al del empleador ejecutado que adeuda los aportes, no
representa  mayor  eficacia  en  la  protección  del  derecho  a  la  Seguridad
Social y, en contravía, dificulta el ejercicio del derecho a la defensa, así
como pone en riesgo la garantía del debido proceso.

A este respecto, si bien la H. Corte indica que la disposición referida en
precedencia  privilegia  el  interés  superior  de  la  seguridad  social  de  los
afiliados y de los recursos de la misma, con su aplicación se desconoce la
capacidad de las AFP para demandar en cualquiera de los municipios en
los  que  tiene  operación,  pues  es  en  dichos  lugares  donde  realiza  las
vinculaciones de empleadores y trabajadores, así como todas las gestiones
relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En ese orden, además de ser una medida que en nada mejora la protección
a la seguridad social de los trabajadores, pasa por alto que los actuales
Códigos  de  Procedimiento,  materializan  como  uno  de  los  pilares  a  la
garantía  del  debido  proceso  que  la  competencia  territorial  radique
principalmente en el domicilio del demandado, y así está consagrado en
los artículos 28 del  CGP y 5 del  CPT y  SS,  pues ello  propende por  la
materialización del derecho a la defensa.

De otra parte, aunque el artículo 156 del CPACA permite que, en algunos
casos se demande en el domicilio del demandante, esta posibilidad está
condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente garantizada esta forma de protección. 

En este  punto,  resulta forzoso traer a colación las consideraciones que
tuvo la H. Corte Constitucional al proferir la sentencia C -470 de 2011, a
través de la cual declaró inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395
de 2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo
por razón del territorio, al señalar como juez competente el domicilio del
demandante. 

Con esta sentencia queda claro, ni siquiera para proteger al trabajador,
quien  es  normalmente  quien  demanda  ante  la  jurisdicción  laboral,  se
puede sacrificar el derecho al debido proceso que le asiste al demandado
de ser accionado en su domicilio. 

Al respecto la Corte, precisó:

“…este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría
representar  para  los  demandados  en  los  procesos  laborales  al
obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale
su contraparte, tendría sus principales repercusiones sobre el principio
de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art. 29) y el acceso a la
administración de justicia (art. 229).”

“ […] 

De cualquier manera , debe anotarse que sí existe en este caso una
percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad que para
la  persona  demandada  podría  representar  tener  que  afrontar  un
proceso en un lugar que no es su domicilio ni tampoco sede de sus
negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que
esta  regla  confiere  el  accionante,  independientemente  de  quién,



EJECUTIVO No. 2023 00088 00

empleador o trabajador, ocupe uno u otro rol. Incluso podrían existir
percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el
sistema judicial en su conjunto…”

“ […] 

Por último, y como quedó dicho páginas atrás al estudiar la idoneidad
de la regla analizada para contribuir al logro del propósito para el cual
fue aprobada, resulta difícil para un juez conocer de un proceso que
versa  sobre  hechos  y  situaciones  ocurridos  en  otra  localidad,  en
algunos  casos  un  lugar  distante  o  incluso  desconocido,  por  lo  que
podría  requerir  de  la  frecuente  solicitud  de  comisiones  a  los
funcionarios judiciales de ese otro territorio, circunstancia que además
de conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la
aplicación del principio de inmediación en la práctica de las pruebas y
la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones
resultan contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  actor  resulta
desproporcionado en los clásicos conflictos laborales del trabajador versus
empleador, con mayor razón resulta desaconsejable en casos como el que
aquí se debate, comoquiera que permite a entidades que operan en todo el
país, demandar en un lugar que resulta ajeno al domicilio del empleador
moroso, y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del
domicilio del empleador o al menos de donde se ejecuta o se ejecutó el
contrato  que  genera  los  aportes  al  sistema  de  seguridad  social  que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo
110  del  CPTSS,  desconoce  el  espíritu  de  la  actual  normatividad  de
garantizar en debida forma el debido proceso, el acceso al derecho a la
defensa  y  a  la  administración  de  justicia,  al  asignar  la  competencia
territorial en el domicilio del demandado.

3.-  De  otra  parte,  el  criterio  de  la  alta  corporación,  pasa  por  alto
involuntariamente que, actualmente el Régimen de Ahorro Individual está
administrado  por  cuatro  fondos  de  pensiones:  i)  la  Administradora  de
Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Protección  S.A.,  ii)  la  Sociedad
Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantias  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv) Skandia Pensiones y Cesantías
S.A., entidades que tienen su domicilio principal, la primera de ellas en la
ciudad de Medellín, y las restantes en la ciudad de Bogotá, por lo que, sin
ser su propósito, está centralizando en su mayoría, el conocimiento de las
controversias de esta naturaleza en los jueces de la capital del país, lo cual
incuestionablemente, genera congestión judicial.

Además,  en  gracia  de  discusión,  el  hecho  de  que  una  administradora
pensional llegue a agrupar la expedición de las liquidaciones que prestan
mérito  ejecutivo  en  su  domicilio  principal,  no  impone  que  todos  los
procesos  en  los  cuales  se  ejecute  por  las  cotizaciones  insolutas
necesariamente  deban  surtirse  allí,  como  quiera  que,  las  AFP  tienen
oficinas  y  atención  en gran parte  de  los  municipios  cabecera  del  país,
desde donde gestionan este tipo de requerimientos a los empleadores, por
lo  cual  en  el  respetuoso  criterio  de  esta  sede  judicial,  resulta
desproporcionada  la  carga  por  contera  impuesta  a  algunos  despachos
judiciales del país en este tipo de asuntos, en los que en la actualidad
recae el conocimiento de la mayoría de ellos.
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Así  las  cosas,  este  Despacho  considera,  que,  ante  este  nuevo  estudio,
recoge  el  criterio  que  traía  respecto  de  la  competencia  territorial  para
conocer de ejecuciones, concluyendo, que para definir la competencia del
asunto que ocupa nuestra atención, y de los de similar naturaleza, se debe
dar  aplicación al  artículo 5º  del  CPT y  SS.  Por  lo  tanto,  revisadas  las
documentales obrantes en el expediente electrónico, atendiendo a que el
presente  proceso  se  está  adelantando  contra  la  persona  jurídica  de
derecho  privado  TERMINAL  DE TRANSPORTES DE VALLEDUPAR S.A.,
quien tiene su domicilio en la ciudad de Valledupar, lugar elegido por el
ejecutante para promover este proceso, se colige que el juez competente
para  tramitar  el  presente  asunto  es  el  JUZGADO  MUNICIPAL  DE
PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE VALLEDUPAR.  

De manera que, se promoverá el conflicto negativo de competencia, en
aras de garantizar el acceso eficaz a la administración de justicia, y en
dirección a la  materialización de  los derechos a la  defensa  y al  debido
proceso que asisten a las partes.

Teniendo en cuenta lo anterior, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO: PROMOVER CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIA con
el  JUZGADO  MUNICIPAL  DE  PEQUEÑAS  CAUSAS  LABORALES  DE
VALLEDUPAR ante la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de
Justicia, de conformidad con la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO:  REMITIR  el  expediente  electrónico  a  la  Corte  Suprema de
Justicia- Sala de Casación Laboral para lo de su cargo, en cumplimiento a
lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 270 de 1996. 

Para tal  efecto,  líbrese  oficio con destino a la Secretaría General de la
citada Corporación, para lo de su competencia. 

El  EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 18 de abril de 2023, pasa al 
Despacho informando que correspondió por reparto la presente demanda 
ejecutiva y quedó radicada bajo el No. 2023-00089, demanda que proviene 

por parte del JUZGADO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 
DE MONTERIA, quien mediante auto del 24 de enero de 2023 declaró la 

falta de competencia y ordenó su remisión a la Oficina de Apoyo Judicial 
para que fuera repartida a los Juzgados Municipales de Pequeñas Causas 
Laborales de Bogotá (01-fls. 32 a 37 pdf). Sírvase proveer.  

 

 

 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria. 
FJ 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, se advierte que la SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR 

S.A pretende se libre mandamiento de pago en contra de PISCICOLA 

RICOPEZ COMERCIALIZADORA DE PESCADO Y PRODUCCION 

AGROPECUARIA S.A.S, por valor de $3.200.000, correspondiente a las 

cotizaciones pensionales obligatorias dejadas de pagar y la suma de 

$590.000 por concepto de intereses moratorios (01-fls. 1 y 2 pdf). 

 

Por lo tanto, previo a emitir algún pronunciamiento respecto de la 

posibilidad de librar mandamiento de pago, este Despacho efectúa las 

siguientes consideraciones: 

 

Se observa que a través de providencia proferida el día 24 de enero de 2023, 

el JUZGADO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

MONTERIA, resolvió declarar la falta de competencia territorial y remitir el 

proceso a los Juzgados Municipales de Pequeñas Causas Laborales de 

Bogotá – Reparto, bajo el argumento que, el domicilio principal de 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTIAS PORVENIR S.A se encuentra en la ciudad de Bogotá, (01-fls. 

32 a 37 pdf).  

 

Sin embargo, de conformidad con el certificado de existencia y 

representación legal de la ejecutada, la empresa PISCICOLA RICOPEZ 

COMERCIALIZADORA DE PESCADO Y PRODUCCION AGROPECUARIA 

S.A.S, tiene su domicilio en Montería (01-fl. 17 pdf), de ahí que, a criterio 

de este Despacho, la competencia para dirimir esta controversia radica en 

el juzgado del lugar del domicilio de la convocada a juicio, al tratarse de un 

proceso en contra de una persona jurídica de derecho privado, acudiendo a 

la previsión general vigente en el procedimiento laboral (art. 5º del CPT y 

SS), máxime cuando fue designio de la parte actora radicar el libelo en esa 

ciudad. 
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En este punto, es importante advertir, que inicialmente, en asuntos 

similares al aquí planteado, la H. Sala de Casación Laboral de la Corte 

Suprema de Justicia, ha venido asignando el conocimiento por competencia 

territorial en cabeza del juez del lugar del domicilio de la parte demandante, 

o del lugar desde donde se adelantaron las gestiones de cobro -

entendiéndose como tal, el sitio en el que se profirió la resolución o el título 

ejecutivo correspondiente, que puede coincidir con aquel- con fundamento 

en una eventual aplicación del artículo 110 del CPT y SS. 

 

En dichos términos ha sentado su criterio, entre otros, en auto AL 3984-del 

17 de agosto de 2022, en el cual consideró de manera textual lo que se pasa 

a transcribir in extenso, dada su relevancia en el caso que se examina:  

 

“(…)  
 
En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en 
que el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de 
Bogotá y el Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de 
Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto. 
 
El primero indica que, en virtud de lo establecido por esta Corporación en 
el auto CSJ AL2940-2021, la normativa aplicable es el artículo 110 del 
CPTSS y, en consecuencia, el conocimiento de las diligencias le 
corresponde a Medellín, por tratarse del domicilio de la entidad de 
seguridad social; mientras que, el segundo, en sustento de la misma 
providencia y normativa, sostiene que su homólogo no hizo una adecuada 
interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero electivo que 
fue ejercido por la parte ejecutante, referente al lugar donde se creó el 
título ejecutivo base del recaudo. 
 
Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de 
expedición de la liquidación de los aportes adeudados, título que presta 
mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al 
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín en 
cuanto a la correcta interpretación de la norma y la providencia CSJ 
AL2940-2019, en lo concerniente a: 
 
Al ceñirse al artículo 5º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
Social, en los procesos en los que la competencia recaiga en varios jueces, 
bien sea por el domicilio de la demandada o por el último lugar en donde 
se haya prestado el servicio, la parte demandante, a efectos de fijar la 
competencia, tiene la posibilidad de escoger libre y con plenos efectos, 
cualquiera de los anteriores, siendo esto una garantía que la 
jurisprudencia y doctrina han denominado como fuero electivo.  
 
Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la 
inexistencia de un lugar de prestación de servicios, visto desde la óptica 
de los que realiza un trabajador, lo que excluye la aplicabilidad del 
mencionado fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el 
lugar del domicilio de la demandada, el cual de acuerdo al certificado de 
existencia y representación legal se encuentra en Fundación – Magdalena 
(f.º 25).  
 
En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal 
del trabajo que consagre de manera clara y precisa la competencia para 
conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de 
1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al 
Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo cierto es que por aplicación 
analógica conforme lo permite el artículo 145 del Código Procesal del 
Trabajo y de la Seguridad Social, la regla que se adapta es la establecida 
en su artículo 110, puesto que determina la competencia del juez del 
trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca 
garantizar los derechos a la seguridad social de los afiliados a través del 
cobro ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones que no fueron 
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satisfechas oportunamente. 
 
La citada norma señala:  
 
Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de Seguros 
Sociales. De las ejecuciones de que trata el artículo anterior y el 32 de la 
Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio del Instituto 
Colombiano de Seguros Sociales o de la caja seccional del mismo, que 
hubiese proferido la resolución correspondiente y de acuerdo con las 
reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía.  
 
Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, 
además, es el aplicable al caso, porque para la época de expedición del 
Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), la única 
entidad administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el Instituto 
de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley 100 de 1993, se originó la 
creación de diferentes administradoras de los subsistemas que lo 
integran, sin que se determinara tampoco, como se anunció 
precedentemente, en quién recaía la competencia para conocer de la 
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que 
como se dijo, sí estaba prevista en su momento para el ISS, y que en tal 
virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto.  
 
Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los 
autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-2021. 
 
En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en 
mora al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio 
de la entidad de seguridad social o el de aquel donde se profirió la 
resolución o el título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala 
en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-2022.  
 
Ahora bien, en el título ejecutivo No. 13176 – 22 que reposa en los anexos 
de la demanda del expediente digital (folio 7) se evidencia que este fue 
expedido en Bogotá y, la Administradora de Fondos de Pensiones y 
Cesantías Protección S.A. optó por promover el presente proceso en esa 
misma ciudad.” 

 

Así entonces, sin desconocer la jerarquía del honorable y máximo tribunal 

de la jurisdicción ordinaria laboral, con el acostumbrado respeto, este 

Despacho estima que la competencia debe analizarse a la luz de lo 

consagrado en el artículo 5° del CPT y SS, en consideración a los motivos 

que a continuación se exponen: 

 

1.- En asuntos como el presente, se estima inaplicable el artículo 110 del 

CPT y SS, por cuanto dicha norma hace parte de la redacción original del 

Decreto 2158 de 1948, anualidad en la cual el Instituto de Seguros Sociales 

no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual permite entender la 

motivación del legislador de proteger el capital para el pago de prestaciones 

pensionales, al permitirle acudir al juez laboral de su propio domicilio para 

la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio del empleador 

ejecutado, no obstante, el Instituto de Seguros Sociales hoy se encuentra 

extinto, y fue reemplazado por la Administradora Colombiana de Pensiones 

– Colpensiones, entidad que tiene presencia y representación en los 32 

departamentos del país, los cuales cuenta cada uno de ellos con al menos 

un juez laboral. 

 

De esta misma condición gozan las Administradoras de Pensiones del 

Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, dado que estas operan en la 

totalidad del territorio nacional, con el fin de garantizar a los trabajadores 

del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional tal y como lo 
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ordena la Ley 100 de 1993.   

 

2.- En otro giro, permitir a las administradoras del RAIS, demandar en un 

domicilio extraño al del empleador ejecutado que adeuda los aportes, no 

representa mayor eficacia en la protección del derecho a la Seguridad Social 

y, en contravía, dificulta el ejercicio del derecho a la defensa, así como pone 

en riesgo la garantía del debido proceso. 

 

A este respecto, si bien la H. Corte indica que la disposición referida en 

precedencia privilegia el interés superior de la seguridad social de los 

afiliados y de los recursos de la misma, con su aplicación se desconoce la 

capacidad de las AFP para demandar en cualquiera de los municipios en los 

que tiene operación, pues es en dichos lugares donde realiza las 

vinculaciones de empleadores y trabajadores, así como todas las gestiones 

relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes.  

 

En ese orden, además de ser una medida que en nada mejora la protección 

a la seguridad social de los trabajadores, pasa por alto que los actuales 

Códigos de Procedimiento, materializan como uno de los pilares a la garantía 

del debido proceso que la competencia territorial radique principalmente en 

el domicilio del demandado, y así está consagrado en los artículos 28 del 

CGP y 5 del CPT y SS, pues ello propende por la materialización del derecho 

a la defensa. 

 

De otra parte, aunque el artículo 156 del CPACA permite que, en algunos 

casos se demande en el domicilio del demandante, esta posibilidad está 

condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con 

lo que queda nuevamente garantizada esta forma de protección.  

 

En este punto, resulta forzoso traer a colación las consideraciones que tuvo 

la H. Corte Constitucional al proferir la sentencia C -470 de 2011, a través 

de la cual declaró inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395 de 2010, 

que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo por razón 

del territorio, al señalar como juez competente el domicilio del demandante.  

 

Con esta sentencia queda claro, ni siquiera para proteger al trabajador, 

quien es normalmente quien demanda ante la jurisdicción laboral, se puede 

sacrificar el derecho al debido proceso que le asiste al demandado de ser 

accionado en su domicilio.  

 

Al respecto la Corte, precisó: 

 
“…este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría 
representar para los demandados en los procesos laborales al obligarlos 
a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale su 
contraparte, tendría sus principales repercusiones sobre el principio de 
igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art. 29) y el acceso a la 
administración de justicia (art. 229).” 
 
“ […]  
 
De cualquier manera , debe anotarse que sí existe en este caso una 
percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad que para 
la persona demandada podría representar tener que afrontar un proceso 
en un lugar que no es su domicilio ni tampoco sede de sus negocios, y 
sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que esta regla 
confiere el accionante, independientemente de quién, empleador o 
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trabajador, ocupe uno u otro rol. Incluso podrían existir percepciones 
sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el sistema 
judicial en su conjunto…” 
 
“ […]  
 
Por último, y como quedó dicho páginas atrás al estudiar la idoneidad 
de la regla analizada para contribuir al logro del propósito para el cual 
fue aprobada, resulta difícil para un juez conocer de un proceso que 
versa sobre hechos y situaciones ocurridos en otra localidad, en algunos 
casos un lugar distante o incluso desconocido, por lo que podría requerir 
de la frecuente solicitud de comisiones a los funcionarios judiciales de 
ese otro territorio, circunstancia que además de conspirar contra la 
deseada descongestión, dificulta gravemente la aplicación del principio 
de inmediación en la práctica de las pruebas y la posterior adopción de 
decisiones. Sin duda, todas estas situaciones resultan contrarias al 
adecuado funcionamiento del sistema judicial…” 
 

Así las cosas, si demandar en el domicilio del actor resulta desproporcionado 

en los clásicos conflictos laborales del trabajador versus empleador, con 

mayor razón resulta desaconsejable en casos como el que aquí se debate, 

comoquiera que permite a entidades que operan en todo el país, demandar 

en un lugar que resulta ajeno al domicilio del empleador moroso, y el juez 

que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del domicilio del 

empleador o al menos de donde se ejecuta o se ejecutó el contrato que genera 

los aportes al sistema de seguridad social que pretenden cobrarse.  

 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo 

110 del CPTSS, desconoce el espíritu de la actual normatividad de garantizar 

en debida forma el debido proceso, el acceso al derecho a la defensa y a la 

administración de justicia, al asignar la competencia territorial en el 

domicilio del demandado. 

 

3.- De otra parte, el criterio de la alta corporación, pasa por alto 

involuntariamente que, actualmente el Régimen de Ahorro Individual está 

administrado por cuatro fondos de pensiones: i) la Administradora de 

Fondos de Pensiones y Cesantías Protección S.A., ii) la Sociedad 

Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantias Porvenir S.A iii) 

Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv) Skandia Pensiones y Cesantías 

S.A., entidades que tienen su domicilio principal, la primera de ellas en la 

ciudad de Medellín, y las restantes en la ciudad de Bogotá, por lo que, sin 

ser su propósito, está centralizando en su mayoría, el conocimiento de las 

controversias de esta naturaleza en los jueces de la capital del país, lo cual 

incuestionablemente, genera congestión judicial. 

 

Además, en gracia de discusión, el hecho de que una administradora 

pensional llegue a agrupar la expedición de las liquidaciones que prestan 

mérito ejecutivo en su domicilio principal, no impone que todos los procesos 

en los cuales se ejecute por las cotizaciones insolutas necesariamente deban 

surtirse allí, como quiera que, las AFP tienen oficinas y atención en gran 

parte de los municipios cabecera del país, desde donde gestionan este tipo 

de requerimientos a los empleadores, por lo cual en el respetuoso criterio de 

esta sede judicial, resulta desproporcionada la carga por contera impuesta 

a algunos despachos judiciales del país en este tipo de asuntos, en los que 

en la actualidad recae el conocimiento de la mayoría de ellos. 
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Así las cosas, este Despacho considera, que, ante este nuevo estudio, recoge 

el criterio que traía respecto de la competencia territorial para conocer de 

ejecuciones, concluyendo, que para definir la competencia del asunto que 

ocupa nuestra atención, y de los de similar naturaleza, se debe dar 

aplicación al artículo 5º del CPT y SS. Por lo tanto, revisadas las 

documentales obrantes en el expediente electrónico, atendiendo a que el 

presente proceso se está adelantando contra la persona jurídica de derecho 

privado PISCICOLA RICOPEZ COMERCIALIZADORA DE PESCADO Y 

PRODUCCION AGROPECUARIA S.A.S, quien tiene su domicilio en la ciudad 

de Montería, lugar elegido por el ejecutante para promover este proceso, se 

colige que el juez competente para tramitar el presente asunto es el 

JUZGADO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

MONTERIA. 

 

De manera que, se promoverá el conflicto negativo de competencia, en 

aras de garantizar el acceso eficaz a la administración de justicia, y en 

dirección a la materialización de los derechos a la defensa y al debido 

proceso que asisten a las partes. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, este Juzgado RESUELVE: 

 

PRIMERO: PROMOVER CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIA con 

el JUZGADO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

MONTERIA ante la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia, de conformidad con la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: REMITIR el expediente electrónico a la Corte Suprema de 

Justicia- Sala de Casación Laboral para lo de su cargo, en cumplimiento a 

lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 270 de 1996.  

 

Para tal efecto, líbrese oficio con destino a la Secretaría General de la citada 

Corporación, para lo de su competencia.  

 

El EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico 

3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 
EL ANTERIOR PROVEÍDO SE NOTIFICA A LAS 
PARTES POR ANOTACIÓN EN ESTADO NO. 026 

HOY 28 DE ABRIL DE 2023 A LAS OCHO (8.00 
A.M.) DE LA MAÑANA. 

 
JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO 

Secretaria 

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez
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INFORME SECRETARIAL:  Bogotá  D.C.,  18  de  abril  de  2023,  pasa  al
Despacho informando que correspondió por reparto la presente demanda
ejecutiva  y  quedó  radicada  bajo  el  No.  2023-00092, demanda  que
proviene por parte del JUZGADO PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE
FUNZA- CUNDINAMARCA, quien mediante auto del 19 de diciembre de
2022 declaró la falta de competencia y ordenó su remisión a la Oficina de
Apoyo Judicial para que fuera repartida a los Juzgados Municipales de
Pequeñas Causas Laborales  de Bogotá (01-fls.  300 a 303 pdf). Sírvase
proveer. 

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria.

FJ

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS

LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil veintitrés (2023).

Visto el  informe secretarial  que antecede,  se advierte que COLFONDOS
S.A PENSIONES Y CESANTÍAS pretende se libre mandamiento de pago en
contra de ESTUDIOS INVERSIONES Y DESARROLLOS EFECTIVOS SAS,
por valor de $5’313.269, correspondiente a las cotizaciones pensionales
obligatorias dejadas de pagar y la suma de $ 1’874.000 por concepto de
intereses moratorios (01-fls. 1 y 2 pdf).

Por  lo  tanto, previo  a  emitir  algún  pronunciamiento  respecto  de  la
posibilidad  de  librar  mandamiento  de  pago,  este  Despacho  efectúa  las
siguientes consideraciones:   

Se observa que a través de providencia proferida el día 19 de diciembre de
2022,  el  JUZGADO  PRIMERO  LABORAL  DEL  CIRCUITO  DE  FUNZA-
CUNDINAMARCA, resolvió  declarar la  falta  de competencia  territorial  y
remitir  el  proceso  a  los  Juzgados  Municipales  de  Pequeñas  Causas
Laborales  de  Bogotá  –  Reparto,  bajo  el  argumento  que,  el  domicilio
principal de COLFONDOS S.A PENSIONES Y CESANTÍAS se encuentra en
la ciudad de Bogotá (01-fls. 300 a 303 pdf). 

Sin  embargo,  de conformidad  con  el  certificado  de  existencia  y
representación  legal  de  la  ejecutada,  la  empresa  ESTUDIOS
INVERSIONES Y DESARROLLOS EFECTIVOS SAS, tiene su domicilio en
Cota-  Cundinamarca  (01-fl.  16  pdf),  de ahí  que,  a  criterio  de  este
Despacho,  la  competencia  para  dirimir  esta  controversia  radica  en  el
juzgado del lugar del domicilio de la convocada a juicio, al tratarse de un
proceso en contra de una persona jurídica de derecho privado, acudiendo
a la previsión general vigente en el procedimiento laboral (art. 5º del CPT y
SS), máxime cuando fue designio de la parte actora radicar el libelo en esa
ciudad.
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En  este  punto,  es  importante  advertir,  que  inicialmente,  en  asuntos
similares al aquí planteado, la H. Sala de Casación Laboral de la Corte
Suprema  de  Justicia,  ha  venido  asignando  el  conocimiento  por
competencia  territorial  en  cabeza del  juez  del  lugar  del  domicilio  de  la
parte demandante, o del lugar desde donde se adelantaron las gestiones de
cobro -entendiéndose como tal, el sitio en el que se profirió la resolución o
el  título  ejecutivo  correspondiente,  que  puede  coincidir  con  aquel-  con
fundamento en una eventual aplicación del artículo 110 del CPT y SS.

En dichos términos ha sentado su criterio, entre otros, en auto AL 3984-
del 17 de agosto de 2022, en el cual consideró de manera textual lo que se
pasa  a  transcribir  in  extenso,  dada  su  relevancia  en  el  caso  que  se
examina: 

“(…) 

En el asunto bajo estudio, la colisión negativa de competencia radica en
que el  Juzgado  Décimo Municipal  de  Pequeñas  Causas  Laborales  de
Bogotá y el Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales
de Medellín, consideran no ser los competentes para dirimir este asunto.

El primero indica que, en virtud de lo establecido por esta Corporación en
el auto CSJ AL2940-2021, la normativa aplicable es el artículo 110 del
CPTSS  y,  en  consecuencia,  el  conocimiento  de  las  diligencias  le
corresponde  a  Medellín,  por  tratarse  del  domicilio  de  la  entidad  de
seguridad social;  mientras que,  el  segundo,  en sustento de la misma
providencia  y  normativa,  sostiene  que  su  homólogo  no  hizo  una
adecuada interpretación del ordenamiento jurídico y desconoció el fuero
electivo que fue ejercido por la parte ejecutante, referente al lugar donde
se creó el título ejecutivo base del recaudo.

Así las cosas, revisada la documental allegada y, en virtud del lugar de
expedición de la liquidación de los aportes adeudados, título que presta
mérito ejecutivo, no puede esta Sala desconocer la razón que le asiste al
Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín
en cuanto a la correcta interpretación de la norma y la providencia CSJ
AL2940-2019, en lo concerniente a:

Al  ceñirse  al  artículo  5º  del  Código  Procesal  del  Trabajo  y  de  la
Seguridad Social, en los procesos en los que la competencia recaiga en
varios jueces, bien sea por el domicilio de la demandada o por el último
lugar en donde se haya prestado el servicio,  la parte demandante,  a
efectos de fijar la competencia, tiene la posibilidad de escoger libre y con
plenos efectos,  cualquiera de los anteriores,  siendo esto una garantía
que la jurisprudencia y doctrina han denominado como fuero electivo. 

Sin embargo, dicha norma tampoco se ajusta al caso concreto ante la
inexistencia de un lugar de prestación de servicios, visto desde la óptica
de  los  que realiza  un trabajador,  lo  que  excluye  la  aplicabilidad del
mencionado fuero, puesto que no habría otra opción de elección que el
lugar del domicilio de la demandada, el cual de acuerdo al certificado de
existencia  y  representación  legal  se  encuentra  en  Fundación  –
Magdalena (f.º 25). 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia procesal
del trabajo que consagre de manera clara y precisa la competencia para
conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100
de 1993, encaminada en esta oportunidad al cobro de cotizaciones al
Subsistema de Seguridad Social en Salud, lo cierto es que por aplicación
analógica conforme lo permite el  artículo 145 del  Código Procesal  del
Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social,  la  regla  que  se  adapta  es  la
establecida en su artículo 110, puesto que determina la competencia del
juez del trabajo en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se
busca garantizar los derechos a la seguridad social de los afiliados a
través del cobro ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones que
no fueron satisfechas oportunamente.
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La citada norma señala: 

Juez  competente  en  las  ejecuciones  promovidas  por  el  Instituto  de
Seguros Sociales. De las ejecuciones de que trata el artículo anterior y el
32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del domicilio
del Instituto Colombiano de Seguros Sociales o de la caja seccional del
mismo, que hubiese proferido la resolución correspondiente y de acuerdo
con las reglas generales sobre competencia por razón de la cuantía. 

Debe  precisarse  entonces,  que  el  transcrito  precepto  adjetivo  legal,
además, es el aplicable al caso, porque para la época de expedición del
Código  Procesal  del  Trabajo  y  de  la  Seguridad  Social  (año  1948),  la
única entidad administradora del Sistema de Seguridad Social lo era el
Instituto de Seguros Sociales, mientras que, con la Ley 100 de 1993, se
originó la creación de diferentes administradoras de los subsistemas que
lo  integran,  sin  que  se  determinara  tampoco,  como  se  anunció
precedentemente,  en  quién  recaía  la  competencia  para  conocer  de  la
ejecución por cotizaciones a la seguridad social insolutas, situación que
como se dijo, sí estaba prevista en su momento para el ISS, y que en tal
virtud, resulta ser la más cercana para dilucidar el presente conflicto. 

Decisión que fue reiterada en diversas oportunidades, entre ellas, en los
autos CSJ AL1046-2020 y CSJ AL228-2021.

En efecto, es claro que, cuando se pretenda el pago de cotizaciones en
mora al sistema, la competencia radica en el juez del lugar del domicilio
de la entidad de seguridad social  o  el  de  aquel  donde se  profirió  la
resolución o el título ejecutivo correspondiente, así lo ha indicado la Sala
en pronunciamiento reciente, esto es, CSJ AL2089-2022. 

Ahora  bien,  en  el  título  ejecutivo  No.  13176  –  22  que  reposa  en  los
anexos de la demanda del expediente digital (folio 7) se evidencia que
este  fue  expedido  en  Bogotá  y,  la  Administradora  de  Fondos  de
Pensiones  y  Cesantías  Protección  S.A.  optó  por  promover  el  presente
proceso en esa misma ciudad.”

Así entonces, sin desconocer la jerarquía del honorable y máximo tribunal
de  la  jurisdicción  ordinaria  laboral,  con  el  acostumbrado  respeto,  este
Despacho  estima  que  la  competencia  debe  analizarse  a  la  luz  de  lo
consagrado en el artículo 5° del CPT y SS, en consideración a los motivos
que a continuación se exponen:

1.- En asuntos como el presente, se estima inaplicable el artículo 110 del
CPT y SS, por cuanto dicha norma hace parte de la redacción original del
Decreto  2158  de  1948,  anualidad  en  la  cual  el  Instituto  de  Seguros
Sociales no tenía cobertura en todo el territorio nacional, lo cual permite
entender la motivación del legislador de proteger el capital para el pago de
prestaciones pensionales, al permitirle acudir al juez laboral de su propio
domicilio para la ejecución de sus resoluciones, sin importar el domicilio
del empleador ejecutado, no obstante, el Instituto de Seguros Sociales hoy
se encuentra extinto, y fue reemplazado por la Administradora Colombiana
de Pensiones – Colpensiones, entidad que tiene presencia y representación
en los 32 departamentos del país, los cuales cuenta cada uno de ellos con
al menos un juez laboral.

De  esta  misma  condición  gozan  las  Administradoras  de  Pensiones  del
Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, dado que estas operan en
la  totalidad  del  territorio  nacional,  con  el  fin  de  garantizar  a  los
trabajadores del país el derecho a la libre escogencia de régimen pensional
tal y como lo ordena la Ley 100 de 1993.  
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2.- En otro giro, permitir a las administradoras del RAIS, demandar en un
domicilio extraño al del empleador ejecutado que adeuda los aportes, no
representa  mayor  eficacia  en  la  protección  del  derecho  a  la  Seguridad
Social y, en contravía, dificulta el ejercicio del derecho a la defensa, así
como pone en riesgo la garantía del debido proceso.

A este respecto, si bien la H. Corte indica que la disposición referida en
precedencia  privilegia  el  interés  superior  de  la  seguridad  social  de  los
afiliados y de los recursos de la misma, con su aplicación se desconoce la
capacidad de las AFP para demandar en cualquiera de los municipios en
los  que  tiene  operación,  pues  es  en  dichos  lugares  donde  realiza  las
vinculaciones de empleadores y trabajadores, así como todas las gestiones
relacionadas con afiliaciones, novedades y pago de aportes. 

En ese orden, además de ser una medida que en nada mejora la protección
a la seguridad social de los trabajadores, pasa por alto que los actuales
Códigos  de  Procedimiento,  materializan  como  uno  de  los  pilares  a  la
garantía  del  debido  proceso  que  la  competencia  territorial  radique
principalmente en el domicilio del demandado, y así está consagrado en
los artículos 28 del  CGP y 5 del  CPT y  SS,  pues ello  propende por  la
materialización del derecho a la defensa.

De otra parte, aunque el artículo 156 del CPACA permite que, en algunos
casos se demande en el domicilio del demandante, esta posibilidad está
condicionada a que el demandado cuente con sede en dicho domicilio, con
lo que queda nuevamente garantizada esta forma de protección. 

En este  punto,  resulta forzoso traer a colación las consideraciones que
tuvo la H. Corte Constitucional al proferir la sentencia C -470 de 2011, a
través de la cual declaró inexequibles los artículos 45 y 47 de la Ley 1395
de 2010, que pretendían modificar la competencia de los jueces del trabajo
por razón del territorio, al señalar como juez competente el domicilio del
demandante. 

Con esta sentencia queda claro, ni siquiera para proteger al trabajador,
quien  es  normalmente  quien  demanda  ante  la  jurisdicción  laboral,  se
puede sacrificar el derecho al debido proceso que le asiste al demandado
de ser accionado en su domicilio. 

Al respecto la Corte, precisó:

“…este tribunal observa que el efecto negativo que esta norma podría
representar  para  los  demandados  en  los  procesos  laborales  al
obligarlos a comparecer al domicilio procesal que libremente les señale
su contraparte, tendría sus principales repercusiones sobre el principio
de igualdad (art. 13 Const.), el debido proceso (art. 29) y el acceso a la
administración de justicia (art. 229).”

“ […] 

De cualquier manera , debe anotarse que sí existe en este caso una
percepción mucho más amplia sobre el gravamen o dificultad que para
la  persona  demandada  podría  representar  tener  que  afrontar  un
proceso en un lugar que no es su domicilio ni tampoco sede de sus
negocios, y sobre el carácter posiblemente excesivo de la ventaja que
esta  regla  confiere  el  accionante,  independientemente  de  quién,
empleador o trabajador, ocupe uno u otro rol. Incluso podrían existir
percepciones sobre el efecto negativo que esa regla puede tener sobre el
sistema judicial en su conjunto…”



EJECUTIVO No. 2023 00092 00

“ […] 

Por último, y como quedó dicho páginas atrás al estudiar la idoneidad
de la regla analizada para contribuir al logro del propósito para el cual
fue aprobada, resulta difícil para un juez conocer de un proceso que
versa  sobre  hechos  y  situaciones  ocurridos  en  otra  localidad,  en
algunos  casos  un  lugar  distante  o  incluso  desconocido,  por  lo  que
podría  requerir  de  la  frecuente  solicitud  de  comisiones  a  los
funcionarios judiciales de ese otro territorio, circunstancia que además
de conspirar contra la deseada descongestión, dificulta gravemente la
aplicación del principio de inmediación en la práctica de las pruebas y
la posterior adopción de decisiones. Sin duda, todas estas situaciones
resultan contrarias al adecuado funcionamiento del sistema judicial…”

Así  las  cosas,  si  demandar  en  el  domicilio  del  actor  resulta
desproporcionado en los clásicos conflictos laborales del trabajador versus
empleador, con mayor razón resulta desaconsejable en casos como el que
aquí se debate, comoquiera que permite a entidades que operan en todo el
país, demandar en un lugar que resulta ajeno al domicilio del empleador
moroso, y el juez que estudia el proceso ejecutivo resulta ser distante del
domicilio del empleador o al menos de donde se ejecuta o se ejecutó el
contrato  que  genera  los  aportes  al  sistema  de  seguridad  social  que
pretenden cobrarse. 

Bajo este entendimiento es claro que insistir en la aplicación del artículo
110  del  CPTSS,  desconoce  el  espíritu  de  la  actual  normatividad  de
garantizar en debida forma el debido proceso, el acceso al derecho a la
defensa  y  a  la  administración  de  justicia,  al  asignar  la  competencia
territorial en el domicilio del demandado.

3.-  De  otra  parte,  el  criterio  de  la  alta  corporación,  pasa  por  alto
involuntariamente que, actualmente el Régimen de Ahorro Individual está
administrado  por  cuatro  fondos  de  pensiones:  i)  la  Administradora  de
Fondos  de  Pensiones  y  Cesantías  Protección  S.A.,  ii)  la  Sociedad
Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  y  Cesantias  Porvenir  S.A,  iii)
Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías y iv) Skandia Pensiones y Cesantías
S.A., entidades que tienen su domicilio principal, la primera de ellas en la
ciudad de Medellín, y las restantes en la ciudad de Bogotá, por lo que, sin
ser su propósito, está centralizando en su mayoría, el conocimiento de las
controversias de esta naturaleza en los jueces de la capital del país, lo cual
incuestionablemente, genera congestión judicial.

Además,  en  gracia  de  discusión,  el  hecho  de  que  una  administradora
pensional llegue a agrupar la expedición de las liquidaciones que prestan
mérito  ejecutivo  en  su  domicilio  principal,  no  impone  que  todos  los
procesos  en  los  cuales  se  ejecute  por  las  cotizaciones  insolutas
necesariamente  deban  surtirse  allí,  como  quiera  que,  las  AFP  tienen
oficinas  y  atención  en gran parte  de  los  municipios  cabecera  del  país,
desde donde gestionan este tipo de requerimientos a los empleadores, por
lo  cual  en  el  respetuoso  criterio  de  esta  sede  judicial,  resulta
desproporcionada  la  carga  por  contera  impuesta  a  algunos  despachos
judiciales del país en este tipo de asuntos, en los que en la actualidad
recae el conocimiento de la mayoría de ellos.

Así  las  cosas,  este  Despacho  considera,  que,  ante  este  nuevo  estudio,
recoge  el  criterio  que  traía  respecto  de  la  competencia  territorial  para
conocer de ejecuciones, concluyendo, que para definir la competencia del
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asunto que ocupa nuestra atención, y de los de similar naturaleza, se debe
dar  aplicación al  artículo 5º  del  CPT y  SS.  Por  lo  tanto,  revisadas  las
documentales obrantes en el expediente electrónico, atendiendo a que el
presente  proceso  se  está  adelantando  contra  la  persona  jurídica  de
derecho privado ESTUDIOS INVERSIONES Y DESARROLLOS EFECTIVOS
SAS quien tiene su domicilio en la ciudad de Cota- Cundinamarca, lugar
elegido por el ejecutante para promover este proceso, se colige que el juez
competente para tramitar el  presente asunto es el JUZGADO PRIMERO
LABORAL DEL CIRCUITO DE FUNZA- CUNDINAMARCA.  

De manera que, se promoverá el conflicto negativo de competencia, en
aras de garantizar el acceso eficaz a la administración de justicia, y en
dirección a la  materialización de  los derechos a la  defensa  y al  debido
proceso que asisten a las partes.

Teniendo en cuenta lo anterior, este Juzgado RESUELVE:

PRIMERO:  PROMOVER  CONFLICTO  NEGATIVO  DE  COMPETENCIA,
con  el  JUZGADO  PRIMERO  LABORAL  DEL  CIRCUITO  DE  FUNZA-
CUNDINAMARCA ante la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de
Justicia, de conformidad con la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO:  REMITIR  el  expediente  electrónico  a  la  Corte  Suprema de
Justicia- Sala de Casación Laboral para lo de su cargo, en cumplimiento a
lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 270 de 1996. 

Para tal  efecto,  líbrese  oficio con destino a la Secretaría General de la
citada Corporación, para lo de su competencia. 

El  EXPEDIENTE DIGITALIZADO, podrá solicitarse al abonado telefónico
3014006162 o al correo electrónico j12lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JUZGADO DOCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS

CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C.

EL  ANTERIOR  PROVEÍDO  SE  NOTIFICA  A  LAS
PARTES  POR  ANOTACIÓN  EN  ESTADO  NO.    026  
HOY    28 DE ABRIL DE 2023   A LAS OCHO (8.00
A.M.) DE LA MAÑANA.

JENNY PAOLA GONZÁLEZ RUBIO
Secretaria

Firmado Por:

Deicy Johanna Valero Ortiz

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 012
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